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B 
.;l lá memoria áe :José tjuillinMo 'Fig1"FDO <Benítez, persona que en vúíafae un 

9ranami1Jo . 

.;l<DIOS 

Voy gracias, puesto que con su amor infinito, me áio lá viáa, ña cuiáaáo dé mí y me ña 
penniti"áo fregar a ésta instancia; por esa ra::;ón áijo; glória a áios en fos ciet:os. 

fl mi paáre e{ Señor ~agáafeno <B/áncas .)11.naclieto, que es para mí un ejempfo, 
pues es una persona que ña áaáo toáo por sus ñijos; incu/Cánáome íos va/Ores éticos y 
moralés. qracias a ,J{, por enseñarme lá ñumiúíaá, lá ñonraáe=, e{ eifuer::o y e{ tra6ajo. 
cPaáre espero co11 esto, cumplir e{ sueño que tenías áe ver cristaía::aáo tu esfuer::o; se que 
cotz i[usi·ón y ansias espera6as este momento, por e/Io, en tú lionor ro áeáicó. 

_,1 mi maáre lá Seiiora 'Francisca <Bláncas Campos. por que áe niño me protegió 
entre sus 6ra::.os, me áio toáo e( can·ño y amor; afi11io mi lúJnto y alentó mis inquietudes; 
me ña escucñaáo como amiga y me ña aconsejaáo como maáre, a ellá mi agradécimiento. 

1'~'-: 'r:: r~ !-} ~.;, 

FALLA-~.~ üiicEN 



.)11.íu:ia, Hortencia, 'Rjcaráa. .José .Juan y .)11.árián. tés áeáicó eC presente tra6ajo 
en fíonor a toáo eC sufrimiento y pri11aciones que áe niños pasamos, pero tam6ién a fu 
akgn"as que jutttos compartimos,· liennanos, nunca liemos siáo (os inteligentes áeí grupo; 
pero 9racias a que nuestros paáres nos enseñaron a tra6ajar, liemos fograd"o caáa uno por 
su parte, fa meta que a~ún áia nos propusimos,· aáemás, deseo manifestarús que 
agraáe:::co a álos que me fíaya áaáo unos paáres y fíermanos como usteáes, pues estoy 
orguffoso áe am6os, pues fían estaáo siempre en momentos á!ficités y por effo tés áoy fu 
graci'as . 

.Juan (}ja/iena, Luis León ~arnñr, Ismae{ Zenon tés agreáe:::co su compresión y 
apoyo que como famiCiares me fían áaáo, pues fían siáo personas que fían caminaáo en fá 
·vrOa, Junto a nosotros, con sus sinsa6ores y satis.facciones lian sa6iáo ser parte áe fa. nueva 
fami[ia, pasartáo integrarfá como un toáo, a e[/ós 9racias. 

tés áijo que se superen, que tra6ajen muy áuro, fá viáa no es fácil; pero si sa6en com6inar 

eC estudio con eC tra6ajo, no imponienáo uno so6ra fá otra, estoy seguro aféún áía serán 

t!ll"os quie11es me inviten a su graáuación. 

TtSlS CON 
YALLA DE ORlGEB 



.Jf C.;'I V!NI~'RSI<D.Jf<D !N.JlfCIO!N.}fL .Jlf~ <DE !MÉXICO 'Y CJI 'E..!N.'E..tP. 

.Jf 'IUI q&.N 

'Es para mí toáo un lionor y orgu([ó lia6er estuaiaáo en lá V.!N:.)11..!M.., que fia siáo lá 
afma mater áe mis estudios profasionalés; té agraáe=co a etra, lá oponuniáaá que me dio 
para llégar a ser un profesionista; y lá 'E.!N:'E.<P.. .)llrag6n, ef que me liaya acogiáo en 
sus aufus,, porque en e/Tas aprenáí fos conocimientos áe esta liennosa carrera áe Cicenciatura 
en áereclio; toáo e([ó, gracias a que ezyten; pues por naáa, áan toáo a lós liijos áe lás 
ciáses soci'alés áe más escasos recursos, para que escalén un peúfaño más en lá vUfa socia{ y 
prefesionaí. y por su lá6or sociaf eáucativa, seguirá sienáo lá universiáaá áe :Mé.'(jco . 

.)11. !M.IS !M.:4'ES'PRPS 

/l9raác=co su eifuer:;o,, sacrifii:io y amor que ti'enen a Ca enseña~a, pues es áe un vafor 
invafua61é. puesto que sin reci6ir una justa retn.6ución económica por su enseñan=a, nos 
transmiten su sa6iáun"'a. con e( único interés áe que seamos mej'ores, tanto en ÚJ vi"áa 
personar como profasionafme11te, fimitanáo su lá6or áe forma aítruista, comprometiáos 
sófo, co11 lá 06Í11Jación áe engraáecer a nuestra universiáaá, ponienáo toáo su eifuer.:o y 
seneáaá, _v con alégria que proáuce ·ver que lá semillá que siem6ran áaftutos,.fincan como 
siempre, con su eifuer.:o y sacrificios, er lieclio áe que lá universiáaá siga sienáo, por 
mucfio .. nuestra má. . ..:jma casa áe estudios ... 

Licet1c1aáo :José .)11.ntonio So6eranes !M.eruíoza, áoy gracias por sus atenciones y er 
tiempo que in·virtió para dirigirme en lá elá6oración áefpresente tra6ajo áe investigación, 
a éf mis ir!finitas gracias, pues me eJ(Jendió su mano amiga para finaír=ar lá carrera, para 
cro.::.ar la meta, a áar ese úúimo esfaer:o en camino a Úl tituCaci'ón, aunque aún queáa 
muclio por áelánte, espero no áe.frauáarló. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 



'Ié áoy Úls eracias, por que con tu cariño y apoyo, lk9aste a lknar eí liueco que lia6ÚJ en 
·viáa, lias sa6iáo ser lá mujer en lá que encuentro apoyo, esperan:::a, confian:::a y ,.,,spaíáo 
para ·vencer lós retos y pro61émas áe lá viáa; y tokránáome toáo, mis groserÚJS y malás 
actituáes, aífinal si'empre te encuentro a mi úiáo, encuentro tu mano, tu calóry tu amor, 
y en effo me n:fugi'o para encontrarconsuefo; gracias amorporestarconmitJo. 

TESIS CON 
FALLA DE O'RiGEN 
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INTRODUCCIÓN 

Para los países latinoamericanos, el Juicio de Amparo mexicano ha 

constituido un ejemplo en cuanto a la creación de una institución 

similar e incluso, con la misma denominación. 

En su aspecto más notable, es un hecho indiscutible que con el juicio 

de amparo mexicano, se busca la protección de los derechos de la 

persona humana consagrados constitucionalmente fundamentales, asi 

como aquéllos derechos de las personas morales. 

Tristemente, por una de las paradojas que se presentan en la 

evolución de las instituciones jurídicas, nuestra máxima institución 

procesal ha experimentado un rezago en relación al desarrollo del 

Juicio de Amparo que podemos calificar de "latinoamericano"; está 

quedándose atrás en el dinamismo de la justicia constitucional que se 

advierte en otros paises, tanto europeos como sudamericanos. 

El sector en el cual encontramos una situación estática de nuestro 

juicio de amparo radica precisamente en la impugnación de las leyes 

inconstitucionales, es decir, en el "amparo contra leyes", en cuanto 

seguimos conservando un criterio sacramental de la famosa fórmula 

Otero. El amparo contra leyes se ha transformado no sólo en el 

derecho constitucional europeo a través de la creación de tribunales 

constitucionales específicos, sino también en varios paises 

latinoamericanos, en los cuales se abre paso la declaración general de 
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inconstitucionalidad, como ya ocurrió desde hace tiempo en Colombia 

y Venezuela, y más recientemente en Panamá, El Salvador y Costa 

Rica. 

En México, la doctrina y la jurisprudencia siguen pugnando por los 

efectos particulares de la sentencia que otorga el amparo contra 

disposiciones inconstitucionales o anticonstitucionales, de acuerdo con 

el principio que se condensa en la llamada "Fórmula Otero", que como 

es sabido se ha conservado casi sacramentalmente a partir de su 

establecimiento en el articulo 25 del documento constitucional 

conocido como "Acta de Reformas", promulgado el 21 de mayo de 

1847, y que se inspiró en las ideas del ilustre jurista mexicano Mariano 

Otero. 

La principal problem•tlca que se presenta con la aplicación exclusiva 

de los efectos particulares cuando se impugnan leyes 

anticonstitucionales, e• la •lgulente: 

1.- Infringe uno de lo• principio• b••lco• del r•glmen del E•Uido 

Democrático de Derecho, que de•can•a en la Igualdad de lo• 

gobernado• ante la ley, el que ee ve conculcado con la 

sub•i•tencla de dl•po•iclonee normativa• que han eldo 

declarada• lnconetltucionale• o antlconetltuclonalee por la 

Suprema Corte de Juetlcia, ya que el bien alguna• pereonae o 

entidad•• que cuentan con recureoe económico•, pueden acudir 
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al asesoramiento profesional de distinguido• abogado• para que 

Interpongan oportunamente la demanda de amparo respectiva, el 

resto de la población no cuenta con ese asesoramiento, por ende, 

está obligada a cumplir con un ordenamiento, aun cuando sea 

contrario a nuestra Carta Magna. 

La declaración general que se traduce en la invalidez de las leyes 

inconstitucionales, impide que éstas se sigan aplicando en perjuicio de 

un grupo mayoritario de gobernados, y por ello se ha impuesto el 

régimen de la declaración general, que no es absoluto, en una gran 

parte de los ordenamientos contemporáneos. 

2.- El dictado de sentencias, caso por caso, apoyada• en lo• 

mismos razonamientos e Inclusive en jurisprudencia obligatoria 

cuando se trata de la Impugnación de leyes en el juicio de 

amparo, retrasa considerablemente la labor de la Suprema Corte 

de Justicia, al acumularse cientos de demanda• de amparo en 

contra de leyes que se consideran anticonstitucionales, y que 

previamente ya fueron declarada• como tal. 

Esta problemática se puede solucionar con la declaración general 

de lnconstituclonalidad de ley en cuestión en el juicio de 

amparo, en cuanto ésta haya sido declarada previamente por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación como inconstitucional o 

anticonstitucional, evitando de esta manera se presenten nuevas 



IV 

demandas de amparo en contra del mismo ordenamiento legal, 

logrando con ello la innecesaria acumulación de trabajo, por la larga 

cadena interminable y sucesiva de juicios, como ya se dijo, 

promovidos en contra de un mismo ordenamiento legal. 

Además, con ello se logra que el juicio de amparo sea más accesible 

para la sociedad en general, y no que nada más sirva para gente con 

los suficientes recursos como para contratar un abogado especializado 

que pueda impugnar actos y normas contrarias a la Constitución, pues 

no hay que olvidar que esta, como Ley Suprema, debe ser aplicada a 

todos por igual; su supremacia no puede depender de la capacidad 

económica de los individuos para acudir al juicio de amparo. 

En tal virtud, la propue•ta de la presente investigación se traduce en 

establecer en la fracción 11 del articulo 107 de nuestra Norma 

Fundamental la posibilidad de que, mediante un procedimiento 

adicional al que hoy existe para la resolución de la inconstitucionalidad 

de normas generales, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

cuando constate la contravención de una norma inferior con la 

constitucional, tenga facultad de emitir una declaratoria con efectos 

generales que beneficie a toda la población. 
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CAPITULO 1 

MARCO HISTÓRICO DEL JUICIO DE AMPARO 



CAPITULO! 

MARCO HISTÓRICO DEL JUICIO DE AMPARO. 

1.- ANTECEDENTES EXTERNOS. 

El juicio de amparo mexicano fue el resultado de una lenta y dolorosa 

evolución, en la que se combinaron elementos externos y factores 

nacionales. Han sido objeto de verdaderas controversias los orígenes 

de nuestro juicio de amparo, ya que los tratadistas en la materia 

formulan diversas referencias en cuanto a los antecedentes históricos 

externos del mismo, razón por la cual a continuación mencionaremos 

cuatro grandes corrientes externas, que pueden definirse como las 

que mayor influencia tuvieron en el nacimiento del juicio de amparo en 

México. 

1.1.- ESPAÑA 

Después de tres siglos de dominación cultural y polltica de la madre 

patria, en la Nueva España, la influencia española se tornó menos 

evidente pero inevitable en el desarrollo del derecho mexicano, y por 

ello. el nombre del mismo amparo proviene de antecedentes 

castellanos y aragoneses. 

Concretamente, para efectos de nuestro estudio habremos de 

referirnos a la situación que imperaba en el Reino de Aragón durante 

la Edad Media; en él, se libraron constantes batallas entre los 

residentes cristianos y los invasores moros. 
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En et medioevo, dentro del territorio espai'lol se forjó un sistema de 

fueros que estaba constituido por tos privilegios que el rey se h•bl• 

visto obllg•do a conceder • I• noblezm o a los habl .. ntes de 

ciertas villas como estimulo o premio a I• conduc .. que h•bl•n 

observado durante la lucha contra los moros; et contenido de tos 

fueros era et derecho escrito que implicaba et respeto a su libertad y a 

las propiedades de los nobles y habitantes de villas y ciudades 

determinadas. Los fueros aragoneses son los antecedentes hispánicos 

del juicio de amparo de los que mucho se ha escrito, pero solo nos 

limitaremos en sei'lalar, de manera particular, ta influencia y 

aportaciones del derecho de Castilla, que fue el que de manera directa 

se aplicó a tas colonias espai'lolas en América. 

Los procesos forales, como ya se dijo, constituyen antecedentes 

españoles de nuestro juicio de amparo. En su época, constitulan 

verdaderas instituciones de protección hacia las disposiciones 

normativas encaminadas a garantizar los derechos de tos individuos. 

En ellos se estableció et peñeccionamiento de procesos tendientes a 

la efectividad de tos derechos públicos establecidos, motivo por et cual 

se crean tas Reates Audiencias, a las que se tes otorgó et carácter de 

más alto tribunal, encargado de conocer de tas violaciones que 

afectaban a las personas en tos derechos que tes otorgaban tos fueros 

y que por medio del "justicia mayor" se le solicitaba protección. 

El Justicia Mayor; era un cargo supremo de ta administración judicial 

del reino aragonés. Se origina et siglo XII, cuando las Cortes de Egea 

configuraran la función judicial del Justicia, cargo de nombramiento 

TESIS e::~,; 
FALLA DE ORIGEN 
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real reservado exclusivamente a la nobleza y que se entiende con los 

litigios entre el rey y los nobles. Las cortes de Zaragoza le confirieron 

el carácter de interprete de los fueros, siendo el último intérprete de las 

leyes, que conocía las causas del Rey, considerado como un valuarte 

muy seguro contra la opresión, pues él, decidla sobre si deblan 

ejecutarse los decretos u órdenes reales; él, amparaba a los 

particulares cuando contra ellos o sus bienes se cometla algún 

atentado o se temla que se cometiese por las autoridades; y contra 

sus fallos que deblan obedecerse en todo el reino, no prevalecían ni 

las ordenes del soberano. 

Ahora bien, los procesos forales en los que la Justicia mayor 

intervenia eran los siguientes: 

Proceso Foral de Aprehensión.- En el se decretaba la posesión y 

goce de bienes y derechos al poseedor, en tanto no se resolviese 

como indebida su posesión, por medio de un procedimiento judicial. 

Proceso Foral de Inventarlo.- Era un proceso con caracterlsticas 

semejantes al anterior, sólo que el secuestro se realizaba sobre bienes 

muebles, documentos y papeles en el cual el peticionario argumentaba 

fuerza y opresión y sin acreditar su derecho para solicitarlo, obtenía 

del Justicia Mayor que dejase los muebles y papeles en poder de 

quien los detentaba, inventariándose esos bienes otorgándose fianza, 

y por virtud de éstas los bienes se guardaban mientras conclula el 

juicio, para determinar quién tenía mayor derecho de las cosas que 

pretendían poseer los muebles de cualquier especie. 
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Proceso Foral da Manifestación .- A través del proceso foral de 

manifestación se tutelaba la libertad personal. La imposición de una 

pena corporal mayor de la que debla corresponder o la imposición de 

una pena corporal sin formar autos, o formándolos con violaciones de 

los fueros o excediendo notoriamente de lo precedente juridicamente, 

eran los actos de autoridad controlados por el proceso denominado de 

manifestación. Mediante este proceso foral de manifestación se podía 

moderar la cuantía de la pena impuesta, se oía en defensa a quien 

había sido condenado sin justa causa, sin pruebas o sin formarle 

proceso con la debida legalidad. 

Proceso Foral da Firmas.- El despacho de estas firmas se hacía de 

manera exclusiva ante el Justicia, pues al ser el celador de los fueros y 

el Juez Mayor del Reino, ninguno sino él, podía despacharlas. Estas 

firmas siempre se despachaban en defensa y resguardo de los 

derechos, que tenían y de que gozaban los naturales del reino, contra 

quienes se irrogaba, o temía que irrogase alguna opresión, alguna 

escritura o posesión que se habla deducido. Para la mejor 

comprensión de éstas, transcribimos el concepto que proporciona 

Víctor Fairén Guillén: "La firma de derecho, era una orden de inhibición 

que se obtenía de la Corte del Justicia, basándose en justas 

excepciones -alegaciones defensivas, in genere y con prestación de 

fianza que asegurase la audiencia al juicio, y el cumplimiento de la 

sentencia- el iudicati solvendo- otorgándose en general, contra jueces, 

oficiales y aun particulares a fin de que no perturbasen a las personas 

y a los bienes contra fuero y derecho; existiendo tanto en materia civil 
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como criminal (como polltica, hay que añadir). Era pues una garantla 

de los derechos individuales y políticos. " 1 

Otros antiguos fueros y ordenamientos legales españoles son los que 

a continuación mencionaremos. 

Fuero de Vizcaya.- En este ordenamiento, desde al año de 1452, en 

el capitulo XIII, se establecen derechos de los vizcaínos oponibles al 

poder soberano; asi, ellos no podian ser citados fuera de Vizcaya, 

aunque fuera por su señor. 

Fuero de Juzgo.- El fuero de juzgo lo hizo Fernando 111 para uniformar 

la legislación en las provincias que conquistaba, con abolición de los 

fueros municipales. Representa, en la consolidación de la unidad 

española de su época, una reafirmación del poder monárquico frente a 

los señorios feudales y una presunta sustitución de las normas 

jurídicas locales por las normas jurídicas del monarca. 

Espéculo.- El Espéculo también es una redacción del poder central 

contra los poderes fraccionados, constituido por cinco libros. En el se 

indica expresamente que son inconvenientes la existencia de muchos 

fueros en las poblaciones. Redactado por órdenes de Alfonso X, dicho 

código entre otros nombres obtuvo el de Fuero Real. En dicho fuero no 

es arbitraria la elaboración de leyes por el monarca, pero deberían 

estar fijadas bajo los parámetros del naturalismo, estando atribuida al 

1 FAIREN GUILLEN, Vlctor. Anfec@dsntpa Aragontt1e1 de lqa iyjcioJ de Amparo. U.N.A.M., Mexico, 1971, p.65 



rey la administración de la justicia. Empero, dentro del libro quinto 

tenemos que se contempla el derecho de todo ciudadano, que era 

afectado en un juicio, de interponer el recurso de alzada. 

Las Siete Partidas.- Las Siete Partidas de los anos 1256-1263, 

constituyen la obra juridica máxima del rey de León y Castilla Alfonso 

X, conocido justificadamente como "El Sabio". Se considera a la 

manera de Justiniano que la facultad legislativa es atribución regia. 

Como antecedente del amparo, en la parte introductiva del Titulo XXIII 

de la Tercera Partida, se habla de amparo y de amparamiento para 

designar desde antiguo defensa, protección o auxilio de los derechos 

de una persona. 

La Institución obedézcase pero no •• cumpla.- El fundamento 

filosófico de tal institución está contenido en la validez del derecho 

natural, pues sobre las disposiciones del monarca estaban las normas 

jurídicas intrinsecamente válidas, de tal manera que los derechos que 

el soberano podía imponer deberían estar subordinados 

jerárquicamente a las disposiciones legales vigentes, que no podian 

ser contrarias a lo dispuesto por el derecho natural. 

Sobre estas ideas. si el monarca emitla un juicio que contraviniera las 

disposiciones jurídicas o la costumbre naturalista, se debla a las 

informaciones viciadas o incorrectas que habla recibido en el caso 

concreto; a esta figura se le llamo obrepción, o bien, podía deberse a 

que el rey no había sido enterado de los derechos. porque se le 
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hubieran ocultado situaciones determinadas para el sentido de la 

resolución, y a esta figura se le conocla con el nombre de subrepción. 

Si alguna de estas hipótesis se llegase a presentar, el agraviado con el 

dictamen del rey, podia pedir que se concediera la carta de 

obedézcase y no se cumpla, lo que significaba que se respetaba la 

orden del rey, pero no era acatada, evitando los efectos que hubiese 

podido acarrear de haberse concretado la resolución del soberano. 

Constitución da Cádlz da 1812.- En la doctrina mexicana se ha 

concedido a la Constitución Espai'lola de 1812, el carácter de fuente 

indiscutible de la evolución que conducirla a nuestro actual amparo. 

Consideramos tal criterio muy acertado pues, además de la 

consagración de derechos públicos subjetivos del gobemado, 

oponibles al poder público, se estableció la competencia de las Cortes 

para conocer de la conculcación a esa constitución. 

1.2.- INGLATERRA 

El régimen de protección al derecho fundamental del individuo, asi 

como la proclamación de la libertad humana y su protección jurídica, 

alcanzó admirable grado de desarrollo en Inglaterra. La consagración 

y protección juridica de la libertad basada en el esplritu y 

temperamento anglosajón, distinguidos por defensores tenaces de la 

libertad dentro de la comunidad británica; fue una evolución lenta 

desde los más oscuros origenes de los pueblos que habitaron Gran 

Bretai'la y es fruto de sus costumbres y su vida misma. 
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Como punto de partida hace referencia Emilio Rabasa a una época 

primitiva inglesa en la que, "los anglosajones dirimlan sus querellas 

bajo el sistema de la vindicta privada, en el que se resuelven las 

diferencias interhumanas por ellos mismos, sin la intervención de 

juzgadores intermediarios"2 

En los comienzos de la sociedad inglesa, concretamente en las 

primeras épocas de la Edad Media, prevalecía el régimen de la 

"vindicta privata", sin embargo con posterioridad se introdujeron 

limitaciones a esa práctica social, y ya en ciertos períodos no podla 

emplearse violencia alguna, en aras del rey, quien paulatinamente fue 

instituyendo nuevas prohibiciones al uso de la violencia. El conjunto de 

estas restricciones recibla el nombre de la Paz del Rey. 

Paulatinamente se otorgó al rey la facultad de decir el derecho frente a 

situaciones controvertidas, y en los confines del reino, se esperaba 

con ansiedad la llegada del monarca para implantar su justicia, pero 

como es lógico, el rey no podla estar en todas partes. lo que provocó 

una saludable delegación de facultades a favor de entidades que 

tuvieron a su cargo impartir justicia en representación del monarca, 

surgiendo así; la siguiente figura juridica: 

Curia Regl• o Corte del Rey.- Tenía varias atribuciones, que el rey le 

había delegado, y de esta forma fue sometiendo a los diversos 

tribunales de los distintos pueblos que habitaban Inglaterra; 

z RABASA. EMILIO. El Jyicio Constitycional. Editorial Pom.Ja, México. 1985. p.153. 
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produciéndose en este pais un fenómeno de centralización en el que 

las costumbres provinciales fueron cediendo terreno a las costumbres 

del reino, y las cuales se denominaron "el common law", el cual 

podemos definir como un conjunto normativo consuetudinario 

enriquecido y complementado por las resoluciones judiciales de los 

tribunales ingleses, y en particular por la Corte del Rey, la cual a su 

vez sentó precedentes obligatorios no escritos para casos sucesivos; 

dando nacimiento, a través de las decisiones de los jueces, alrededor 

de los mas variados casos, a la jurisprudencia, que vino a pulir el 

derecho consuetudinario central inglés. 

La propiedad y seguridad personal de los hombres libres, se consolidó 

de manera muy respetable, ante los detentadores del poder público, 

por medio del Common Law. En él, la sociedad inglesa exigió respeto 

a sus prerrogativas ante la autoridad monárquica, propiciando el 

nacimiento de nuevos ordenamientos jurídicos como lo son: 

La Carta Magna.- En los primeros años del siglo XIII, los nobles de 

Inglaterra logran coaccionar al rey Juan sin Tierra, para que firmara la 

Carta Magna. en la que obtienen significativas conquistas de derechos 

oponibles al poder público. La jurisprudencia inglesa corroboró 

constantemente, en sus fallos, los derechos del gobernado 

establecidos en ella y en el año de 1297 el rey Eduardo 1, se vió 

obligado a confirmarla, además de establecer la tutela de una nulidad 

de la sentencia que contrariara a la referida Carta Magna. 
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El Petltlón of Rlgths o Petición de Derechos.- En la Carta Magna se 

ven los orígenes del actual Parlamento Inglés, que se constituyó en 

institución politica y jurldica que permitía la ampliación del derecho del 

gobernado oponible al poder público: tal exigencia se ve contenida en 

el documento Petitión of Rigths o Petición de Derechos, expedido en la 

época de Carlos 1. 

El Wrlt of Habeas Corpus.- al igual que otras instituciones, fue 

consagrado por el derecho consuetudinario inglés, y se significó en un 

procedimiento eficaz para proteger la libertad personal del individuo, 

contra toda detención y prisión arbitraria, cualquiera que se sea la 

categoría de la autoridad que la haya ordenado, y aun cuando ellas no 

sean motivadas sino por el acto de un particular. 

El Blll of Rlgths.- Con motivo del acontecimiento ocurrido en 1688, 

cuando el Parlamento privó de sus derechos a Jacobo 11 y llamó al 

trono a Guillermo de Orange, dicha circunstancia fue aprovechada 

para reducir los derechos del rey, a través del célebre Bill of Rihgts, de 

13 de febrero de 1688, dándose de esta forma una nueva restricción 

en las prerrogativas reales. 

El Bill of Rigths o Ley que declara los derechos y libertades del 

súbdito, establece de manera formal la declaración, en trece artículos, 

de la libertad práctica y eficaz de conciencia para los protestantes, la 

libertad de elección y deliberación de los miembros del Parlamento, y 

de la prohibición expresa a la corona. por ser actos ilegales, para 

suspender la leyes o pasar por alto su ejecución, sin el consentimiento 
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previo del Parlamento; para emitir moneda, y para levantar y sostener 

ejércitos dentro del reino en tiempo de paz. 

Eduardo Coke.- Como comentario final agregaremos que con el 

establecimiento de derechos a favor del Parlamento, éste creció en 

poderlo; sintiéndose el centro del poder, su conducta caía cada vez en 

ser soberbia pero fue a la llegada del ilustre Juez Edward Cake, que 

cambio de actitud, "pues éste, hizo una proclamación de la 

supremacia de la constitución y sostuvo que ni el rey, ni el Parlamento 

son soberanos, la soberania radica en el pueblo y el parlamento está 

formado por representantes del pueblo y son servidores del pueblo; el 

Parlamento no es soberano y no siéndole, no está capacitado para 

expedir leyes contrarias al Common Law."3 

1.3.- ESTADOS UNIDOS DE NORTE AMÉRICA. 

Huyendo de Inglaterra por situaciones económicas. pollticas o 

religiosas, llegan a tierras americanas los primeros colonizadores de 

origen inglés; quienes motivados por la esperanza de la libertad, 

tradición innata del pueblo inglés, se trasladan a las tierras del nuevo 

mundo. Familias enteras. comienzan la colonización de Norte América, 

estableciendo a su vez el derecho inglés (trasladado por ellos mismo) 

para imponerlo como el ordenamiento que regirla la vida de dichas 

comunidades. 

3 RIOS ESPINOZA. Alejandro. Amparo y Casación México. 1990, Editorial Pórrúa, pp. 24-25. 
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Las Carta• de Establecimiento.- Era un derecho de origen inglés que 

no tenia vigencia en Inglaterra, y como sucedió en México respecto a 

la aplicación de varios ordenamientos legales de origen espanol, las 

Cartas de Establecimiento fueron forjadas al lado del derecho inglés 

importado, para ser aplicadas en las Colonias de Norte América; en 

ellas, el monarca inglés concedia a los colonos, derechos para elegir a 

sus gobernantes, dictar sus leyes y elegir a sus jueces, tales cartas 

con posterioridad darían origen a las constituciones locales de dichas 

colonias. 

Los Writs americanos.- Surgen en la época de la colonia del pueblo 

estadounidense, y están vinculados a la tutela de la constitución y la 

ley, El writ nos dice en forma general Arilla Bas: "es un procedimiento 

por medio del cual una persona es citada para comparecer ante un 

tribunal"4
: dentro de estos writs encontramos los siguientes: 

a) Wrlt of Habeas Corpus.- Es la institución por medio del cual se 

tutela unos de los dones más preciados del hombre, la libertad; 

siendo un instrumento local regido por leyes estatales y a cuyo 

conocimiento deben avocarse los organismos jurisdiccionales de 

cada entidad federativa. 

b) Writ of certiorari.- Es establecido como un recurso que operaba en 

los casos en que eran violadas las leyes del procedimiento por una 

autoridad local, se tramitaba ante el tribunal de alzada a efecto de 

4 ARILLA BAS, Femando. Ley do Amparo Retgrmada, Editores Mexicanos Unidoa, M6xico. 1973, p.8. 
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que éste, requiriera a su inferior, a fin de que remitiera el 

procedimiento en trámite o expediente concluido, para cerciorarse 

que el procedimiento estuvo apegado a derecho, y en su caso, 

ordenar al inferior subsanase las omisiones en él cometidas, 

modificara, revocara sus resolución, o bien confirmara lo actuado 

por éste. 

e) Wrlt of lnjunctlon.- Tiende a la efectividad de la supremacía del 

derecho federal sobre el derecho de los Estados, la injunction 

(mandato) la expedía un Tribunal federal y en él ordenaba a los 

Tribunales Estatales, la suspensión de toda cuestión que hubiera 

sido sometido a su conocimiento, dando al promovente un mandato 

en el cual suspendía o impedía la ejecución de cualquier acto illcito 

ejecutado por un particular o autoridad. Al respecto Alejandro Rlos 

Espinoza, no dice: "desempeí'la la misma función que el incidente 

de suspensión y que el amparo en nuestro sistema, pero no en 

materia penal sino en la civil y administrativa exclusivamente, ya 

que para cada una de éstas. la institución americana dispone de un 

recurso determinado"5 

d) Wrlt of mandamus.- Constituido por la palabra latina 

"mandamus" que significa: ordenamos o mandamos. Por medio 

de este recurso la Corte dirigía a su inferior la ejecución de actos 

que éste tiene la obligación de ejecutar; este writ no procede en 

contra del Ejecutivo Federal, del Congreso de la Unión o de las 

5 RIOS ESPINOZA. Alejandro, op cit. p.32. 
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Legislaturas Locales, lo que constituye ta diferencia mas notable 

con nuestro juicio de amparo. 

1.4.- FRANCIA 

La revolución francesa, fue resultado de ta rebelión del pueblo 

francés, en contra de tos privilegios de tos nobles y clérigos, quienes 

tos mantenían en una grave e intolerable pobreza; con el triunfo de 

esta violenta rebelión popular; et pueblo francés logro instituir tos 

derechos inherentes a la persona, como lo son la libertad, la 

propiedad y la seguridad juridica, entre otras; este conjunto de 

prerrogativas quedaron consagrados en la: 

Declaración de los Derecho• del Hombre y del Ciudadano.- En 

1789 se dió en Francia la Declaración de los Derechos del Hombre, 

según dijimos, en ella se consagraron tos derechos fundamentales 

del hombre, además se proclamó la democracia como sistema de 

gobierno, afirmando que et origen del poder público y su 

fundamental sustrato es el pueblo; se consideró al individuo como el 

objeto esencial y único de la protección del Estado y de sus 

instituciones jurídicas, a tal grado de no permitir la existencia de 

entidades sociales intermedias entre él y los gobernados 

particulares; se consagró también el principio liberal, vedando al 

Estado de toda injerencia en las relaciones entre particulares; y se 

incluyó la existencia de los derechos naturales del ser humano 

como imprescriptibles e inalineables. 
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Los primeros revolucionarios franceses creian que con la sola 

inserción de los derechos del hombre en un cuerpo legal sancionado y 

votado por el pueblo, y con erigirlo a la categoria de norma suprema, 

la actividades de las autoridades estatales se verla supeditada a sus 

mandamientos, por la sola solemnidad de su carácter; mas a pesar de 

ello, se siguieron cometiendo atropellos y violaciones. En vista de lo 

anterior un político y jurista francés, Sieyes, concibió la idea de crear 

un organismo, cuyas atribuciones constituyeran una garantia jurldica y 

polltica a los meros derechos contenidos en la declaración de 1789 y, 

en general al régimen constitucional; surgen asl: 

El Tribunal de Casación.- Se constituye como un órgano de control 

constitucional no judicial, situado al lado del poder Legislativo, para 

controlar que los órganos judiciales en ejercicio de sus funciones, no 

invadiesen la esfera juridica del propio poder, otorgándole una 

naturaleza política legislativa, destinado a mantener en su integridad el 

canon de la separación de poderes. 

No es sino hasta la llegada del Código de Napoleón, que se le cambia 

el nombre por el de Corte de Casación, otorgándosele la facultad de 

poder interpretar las leyes, consolidándose como un verdadero 

recurso de los gobernados, por virtud del cual se combatla la 

ilegalidad de las sentencias definitivas de ulterior grado que se 

dictaran en los juicios penales y civiles, pudiéndose impugnar tanto las 

violaciones que se cometieran, durante el procedimiento, como los 

errores de derecho en que incurriera el Juez inferior, en la sentencia 

definitiva. 
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La ley de 1 de abril de 1837, convirtió a la Corte de Casación en la 

Suprema Corte reguladora de la interpretación jurisdiccional, con lo 

que ejerció el poder de control de legalidad y constitucionalidad. 

El Senado Conservador de Sieyes.- Se crea de manera simultánea 

al Tribunal de Casación y al derecho a la revolución cuando no se 

respetase la constitución; esta institución, nace ante la imperante 

necesidad de que existiera un organismo con atribuciones para 

conocer de cualquier transgresión a los derechos del hombre o a la 

organización constitucional del Estado Francés. 

Originalmente se llamaba Jurado Constitucional, pero en la 

Constitución de 1799, bajo auspicios de Napoleón 1 se constituyó 

como organismo denominado Senado Conservador de Sieyes, 

quedando formado con ochenta miembros inamovibles, cuya función 

principal consistia en estudiar y decidir todos los asuntos que le 

plantearan sobre constitucionalidad de leyes y otros actos de autoridad 

que se sometieran a su conocimiento por via de queja, al denunciarse 

los actos contrarios a los derechos del hombre o a las disposiciones 

constitucionales. 

Dadas las facultades monárquicas que adquirió al coronarse 

emperador, Napoleón, ejerció influencia excesiva en el Senado 

Conservador que sirvió ilimitadamente a sus interés, lo que lo llevo al 

fracaso y al desprestigio, pues a partir de ahi se consideró meramente 

como un instrumento político, mas que un verdadero guardián de los 

derechos de los gobernados. 
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El Senado Conservador es considerado como el antecedente directo 

de la institución mexicana conocido como Supremo Poder 

Conservador que se instituyó en las Siete Leyes Constitucionales de 

29 de diciembre de 1936. 

2. ANTECEDENTE INTERNOS. 

Concretamente podemos afirmar que. los verdaderos antecedentes de 

nuestro juicio de amparo se dan al inicio de la vida independiente de la 

nueva nación mexicana. 

El Derecho español fue aplicado en México durante todo el tiempo que 

duró la colonia; es en la época independiente que deja de emplearse y 

se rompe con la legislación española; siendo los forjadores de la 

nueva nación mexicana, quienes dirigen sus esfuerzos para implantar 

un marco juridico que diera la seguridad y paz social que en esos 

momentos se necesitaban, encontrándose (en lo concerniente con la 

materia politco-juridica) con una gran variedad de modelos y 

antecedentes extranjeros, todos ellos evidentemente influenciados por 

las doctrinas derivadas de la Revolución Francesa y el sistema 

americano, y por que no decirlo, de la tradición en la aplicación y 

conocimientos que heredó la legislación española a México. 

2.1.- ÉPOCA INDEPENDIENTE. 

Dentro los ordenamientos legales surgidos en el periodo 

independiente y que anteceden a la actual legislación mexicana que 
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rige nuestro juicio de garantlas, no todos se constituyen como 

precedentes que hayan propiciado de manera franca el nacimiento del 

juicio de amparo; ya que en ellos no encontramos las premisas 

directas que hayan desembocado en el nacimiento de tal institución, 

es por ello que sólo analizaremos a aquellos, en los cuales se 

gestaron los indicios que finalmente propiciaron el nacimiento del juicio 

de garantías; entre tales ordenamientos legales encontramos: 

2.2.- LAS SIETE LEYES CONSTITUCIONALES DE 1838. 

El ordenamiento denominado las Siete Leyes Constitucionales. de 29 

de diciembre de 1836, constituye el primer antecedente, pues el mérito 

inicial de tal documento supremo, es el establecimiento de un catálogo 

claro y especializado de las hoy llamadas garantlas individuales y que 

no son otra cosa que los derechos del gobernado oponibles al poder 

público, además del establecimiento de un órgano encargado de la 

observancia de la Ley Suprema y leyes secundarias, estableciendo un 

equilibrio entre los poderes existentes en esa época. 

Es en la Segunda Ley Constitucional, donde está establecida la 

regulación y organización de un órgano denominado "Supremo Poder 

Conservador", tal órgano estaba integrado por cinco individuos, los 

cuales tenian que ser renovados cada cinco años (articulo 1 º). La 

creación del Supremo Poder Con••rvador no es original del 

constituyente de 1836, pues tomaron el modelo francés constituido en 

el Senado Conservador, ideado por Sieyes en la Constitución 

Francesa de 13 de diciembre de 1799. 
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Las exageradas facultades atribuidas al Supremo Poder 

Conservador, lo revestian de atribuciones desorbitadas, pero sin 

duda le daban un carácter de órgano equilibrador entre los demás 

poderes. 

Supremo Poder Conservador.- El artículo 12, del citado precepto 

legal, fijaba atribuciones al Supremo Poder Conservador, del que se 

desprende que no actuaba de propia iniciativa para declarar la 

inconstitucionalidad de las leyes o decretos sino que requería la 

exigencia del Supremo Poder Ejecutivo o la Alta Corte de Justicia. 

Lo negativo del Supremo Poder en cita, estribaba en la dependencia 

hacia los otros poderes ya que para actuar requería de la excitativa de 

ellos. Además, carecía de fuerza para controlar al poder ejecutivo 

Asimismo sus determinaciones anulaban las actuación de los otros 

poderes, lo que establecía una situación de pugna que neutralizó su 

efectividad. 

La vida del Supremo Poder Conservador, fue efímera como lo fue la 

propia Constitución de 1836, y en verdad la actuación de este 

organismo no fue muy importante, ya que ni siquiera pudo actuar 

conforme a las normas que lo crearon; lo loable en él, es el esfuerzo 

que significó su creación desde el punto de vista de la existencia de un 

organismo especifico, encargado del control de la Ley Fundamental y 

de las pureza de las leyes secundarias. 
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2.3.- EL VOTO DE JOSÉ FERNÁNDEZ RAM(REZ. 

Debido a los múltiples conflictos y criticas negativas que provocó la 

instauración del Supremo Poder Conservador, se designó una 

comisión especial para que estudiara y redactara las reformas que 

deberían introducirse a la Constitución de 1836. 

Es de especial mención la aportación que tuvo en dicha comisión, el 

diputado de nombre José Fernández Ramirez. quien presentó un 

proyecto ante la misma, en el cual pedia desapareciera el Supremo 

Poder Conservador y se atribuyera precisamente a la Suprema Corte 

de Justicia, la facultad para conocer y resolver de las cuestiones que 

se plantearan sobre casos de inconstitucionalidad de las leyes. 

El llamado voto de Ramirez, nombre con el que se conoció y quedó 

asentado en la historia de nuestras instituciones pollticas como un 

antecedente indudable de la adopción que, en definitiva hicimos de un 

sistema de defensa de la Constitución de tipo jurisdiccional, confiado 

al Poder Judicial. 

2.4.- INFLUENCIA DE ALEXIS DE TOCQUEVILLE. 

Alexis de Tocqueville nació en Paris el 29 de julio de 1805, estudió 

para abogado en la Facultad de Derecho de París y a la edad de 26 

años, en 1831. llegó a la isla de Manhattan en un viaje a los Estados 

Unidos que se prolonga por nueve meses. 
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Después de estudiar y observar el sistema jurídico norteamericano, 

plasma sus conocimientos en su obra "La Democracia en América", 

que se edita en Paris en el afio de 1835, obra que fue traducida al 

castellano por A. Sánchez Bustamante, y llega a México en el afio de 

1837, lo que permite su conocimiento por José Fernando Ramirez, 

Manuel Crescencio Rejón, Mariano Otero y Ponciano Arriaga, 

forjadores de nuestra institución de amparo. 

Jesús Reyes Heroles, se refiere a la proyección de la obra de 

Tocqueville en el pensamiento de Mariano Otero al decir: "La 

influencia de Tocqueville, a quien el jalisciense cita por primera vez en 

su discurso de 16 de septiembre de 1841. va a ser preponderante en 

otros aspectos: indagar una explicación del desarrollo histórico, la 

supremacía de la Constitución, el control de la constitucionalidad de 

las leyes. la información del funcionamiento del Poder Judicial 

norteamericano, el deslinde de competencia entre el poder federal u 

los federados y el juicio polltico en los Estados Unidos. Puede decirse 

que, si bien conoce. como lo prueba su examen analítico, la obra de 

los federalistas norteamericanos, su conocimiento fundado sobre la 

democracia de los Estados Unidos proviene de Tocqueville, quien le 

proporciona un gran arsenal técnico y lo conduce al juicio 

constitucional"6 

Por su parte el distinguido maestro Don Ignacio Burgoa expone: "Es 

de suponerse fundamentalmente que Rejón conoció el régimen 

•REYES HEROLES, JesUs. Estyd10 Prellm1nar g la Obra dp Manano Otero, Obras, Editorial PomJa. M••lco 1967. p.15 
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constitucional norteamericano al través de la maravillosa obra de 

Alexis de Tocqueville, "La Democracia en América", en la que su autor 

presentó un estudio completo del sistema normativo federal de los 

Estados Unidos"7 

De las opiniones vertidas por los especialistas del amparo, y de los 

antecedentes examinados, deducimos que, corresponde a 

Tocqueville, una gran influencia en el nacimiento del amparo en la 

legislación mexicana. 

2.5.- CRESCENCIO REJON Y EL PROYECTO DE LA 

CONSTITUCIÓN DE YUCATÁN DE 18'1. 

Con mucha justicia debemos de considerar a Manuel Crescencio 

Rejón, al determinar los antecedentes nacionales del juicio de amparo, 

como el verdadero precursor de nuestro sistema de defensa de las 

garantías individuales, pues su labor realizada en ello, ocupa un lugar 

de primerisima importancia. Don Manuel Crescencio Rejón, cuyo 

nombre completo es Manuel Crescencio Garcia Rejón y Alcalá, nace 

en 1799 en Balonchenticul, Distrito de Campeche que, en aquella 

época, pertenecía a Yucatán. 

En el breve tiempo que duró la separación del Estado de Yucatán, a 

consecuencia de la implantación del Centralismo, con el auxilio o 

participación de los abogados Pedro C. Pérez y Darlo Escalante, 

7 BURGOA ORIGUELA. Ignacio. El Jyjc!o de Amparo Editorial Porrúa, Mexico. 1991, p. 134. 
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Crescencio Rejón, presentó un proyecto de Constitución para dicha 

entidad, motivo por el que se le ha atribuido la paternidad del juicio de 

amparo; ya que, en ese proyecto de constitución local, utilizó el verbo 

"amparar" para referirse al acto jurisdiccional anulatorio de la actividad 

estatal contraria a la constitución, así mismo otorgaba a los órganos 

judiciales del Estado, el control de la constitucionalidad, ejercido a 

través de la vía jurisdiccional. 

Echánove Trujillo, amigo y compai'lero de Rejón, publicó la historia de 

la vida del gran político yucateco, en un libro titulado "La Vida Inquieta 

y Pasional de Rejón". En el, cuenta un curioso pasaje de su vida; dice, 

que en la Plaza de la Constitución, en Yucatán, existian unos cajones 

de venta de libros, y fue ahí donde Don Manuel Crescencio Rejón, 

adquirió la traducción al espai'lol de la célebre obra de Alexis de 

Tocqueville, "La Democracia en América", y en ella, se enteró con 

detalle, de los juicios del ilustre magistrado francés sobre el 

funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia en el vecino pals, en 

lo que se refiere a su intervención en los casos de inconstitucionalidad 

de las leyes y defensa de los derechos individuales. 

En relación a lo aludido en párrafos anteriores, nos permitimos 

transcribir las opiniones que han vertido en sus obras, sobre este 

particular, dos excelsos autores mexicanos. 

Héctor Fix Zamudio indica que: "con toda justicia ha sido considerado 

uno de los creadores del amparo, formuló un proyecto de constitución 

local en el cual consagró de manera efectiva una garantia jurisdiccional 
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de la ley superior, que recibió el nombre de amparo y que iba quedar 

grabado permanentemente en el esplritu nacional".8 

Asimismo el insigne constitucionalista mexicano Felipe Tena Ramirez, 

es mucho mas exquisito, al referir la aportación realizada por Don 

Manuel Crescencio Rejón a nuestro juicio de amparo en los siguientes 

términos: "Al igual que en el pensamiento de Ramirez, influyeron en el 

de Rejón, las ideas de Tocqueville y la aversión al Poder Conservador; 

pero en la obra del politice yucateco fue donde hallaron aquéllas su 

formulación jurídica, merced a la cual iban a ingresar poco después en 

nuestro derecho público. Ciertamente que en 1840 el campo estaba 

preparado y las ideas germinaban, pero su primer brote fecundo se dio 

en la provincia disidente, que al ser acogida de nuevo en el seno de la 

nacionalidad mexicana, habrla de entregar su obra para ser 

perfeccionada y llegar a constituir el juicio de amparo. "9 

Como ya hemos referido en lineas anteriores. en el proyecto de la 

Constitución de Yucatán, Rejón juzgó conveniente y hasta indispensable 

la inserción, en su Carta Polltica, de varios preceptos que constituyeran 

diversas garantías individuales, consignándolos por primera vez en 

México; ejemplo de ello lo constituye la libertad religiosa; además de 

haber reglamentando los derechos y prerrogativas que el aprehendido 

debe tener, en forma análoga a lo que establecen las disposiciones de 

los articulas 16, 19 y 20 de la Constitución vigente. 

8 FIX ZAMUDIO. Héctor, El Juicio de Amparo, Editorial Porrúa, México, 1964, p.223 
9 TENA RAMIREZ, Fehpe. Derecno Con2Jrtyc1onal Ms:•1cano, 31• Edición. Editonal PorrUa, M9xico, 1997, p.507 
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La creación de un medio controlador del régimen constitucional o 

amparo (como el mismo lo llamó), ejercido o desempei'\ado por el 

Poder Judicial, fue lo que verdaderamente significó un progreso en el 

Derecho Público mexicano, con la ventaja de que dicho control se 

hacia extensivo a todo acto anticonstitucional. 

El Amparo, como dijimos, era procedente contra cualquier violación a 

cualquier precepto constitucional, que se tradujera en un agravio 

personal en los términos que exponemos a continuación: Daba Rejón 

competencia a la Suprema Corte para conocer de todo juicio de 

amparo contra actos del gobernador del Estado (Poder Ejecutivo) o 

leyes de la Legislatura (Poder Legislativo) que entrai'\aran una 

violación al Código Fundamental. A los jueces de primer instancia 

también Rejón los reputaba como órganos de control. pero sólo por 

actos de autoridad distinta del gobernador y de la legislatura que 

violaran las garantlas individuales, siendo los superiores jerárquicos 

de los propios jueces quienes conocian de los amparo interpuestos 

contra sus actos por análogas violaciones constitucionales. 

En dicha constitución, con la creación del juicio de amparo se 

establecia la supremacla del Poder judicial, que histórica y 

tradicionalmente la tirania mantuvo en el descrédito y nulidad; debido 

a los intereses particulares del Poder Ejecutivo, que casi siempre y 

durante toda la época colonial ( y aún después de esta), hacia uso de 

la fuerza y la violencia, para conseguir sus fines e intereses. Ahora, 

según lo que planteaba Rejón, se dejaba en el Poder Judicial a través 

de sus fallos, la consideración y respeto que merecla la fuerza moral 
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de la justicia, pues este no buscarla ejercer sus atribuciones a través 

de las armas, sino su poder estaría inmerso en la equidad y la justicia; 

de esta manera los jueces, atenderían en sus fallos, a lo prevenido en 

el Código Fundamental, prescindiendo de las leyes y decretos 

posteriores que de cualquier manera lo contraríen. 

Con esto el proyecto de reformas de la Constitución de Yucatán, y lo 

aportado en ella por Don Manuel Crescencio Rejón, se constituían en 

el cimiento más importante y trascendente de los derechos oponibles 

de los gobernados a las autoridades, dando origen al nacimiento del 

Juicio de Amparo, como órgano protector y guardián de los derechos 

del individuo, consagrados en nuestra Carta Magna. 

2.6.- BASES ORGANICAS DE 1843. 

En el año de 1842, las Leyes Constitucionales de 1836, ya no 

satisfacían las aspiraciones de gobernantes y gobernados, por lo que 

se integró un congreso constituyente, en el que se nombró una 

comisión de siete personas para elaborar un Proyecto de Constitución. 

Dentro de la Comisión se formaron dos grupos, uno minoritario y otro 

mayoritario, perteneciendo Mariano Otero a los primeros, quienes 

tenian inclinación por el sistema federalista contrario a los mayoritarios 

que tenían preferencia por el sistema centralista, lo que dió por 

resultado que se produjeran dos proyectos, y en un esfuerzo 

descomunal, ambos grupos se unieron para formar un tercer proyecto, 

el cual no agradó a Antonio López de Santana, quien expidió un 
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decretó en 19 de diciembre de dicho año, por medio del cual declaró 

disuelta dicha comisión nombrando en su sustitución a una Junta de 

Notables, cuyo carácter deshonesto era evidente; pues quedó 

integrado por personas incondicionales a Santana; se encargó de 

elaborar las Bases de Organización Polltica de la República Mexicana, 

expedida el 12 de junio de 1843. 

Aunque finalmente el proyecto elaborado por esta comisión no seria 

tomado en cuenta por sus sucesores, lo trascendente e importante 

para nuestros fines del recorrido histórico es el proyecto del grupo 

minoritario, pues éste representa una evolución al amparo en el 

terreno federal, cuyo contenido habria de influir en futuras 

consideraciones para nuevos ordenamientos legales, ya que en él se 

establecia la preocupación de establecer un medio de tutela y 

protección en contra de los actos de autoridad considerados 

anticonstitucionales. 

Como ya lo mencionamos, en el mes de diciembre de 1842, se 

establece la Honorable Junta Legislativa con el propósito de elaborar 

lo que después serian las Bases de Organización Política de la 

República Mexicana. o Bases Orgánicas de 1843, que fueron 

sancionadas por el Supremo Gobierno Provisional. el 12 de junio de 

1843, y publicadas en el Bando Nacional de 14 de ese mes y año; en 

éstas se suprime el Supremo Poder Conservador que se había 

instaurado en las Leyes Constitucionales de 1836; y se atribuye al 

Poder Judicial, la función de revisar las sentencias que dictarán los 

jueces inferiores en lo relativo a los asuntos del orden civil y penal. 
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Por otra parte, se facultó al Congreso para reprobar los decretos 

dados en las Asambleas Departamentales cuando fueran contrarios a 

la Constitución o a las leyes, con sujeción a las propias Bases; pero 

que no constituyen un antecedente del juicio de amparo, pues lo único 

destacado es que suprime al Supremo Poder Conservador, pues en lo 

demás, sólo se percibe un retroceso, ante la carente ausencia de 

preceptos que consagraran las garantías individuales. 

2.7.- ACTAS DE REFORMAS DE 1847. 

El régimen federal fue restablecido mediante la convocatoria a un 

Congreso Constituyente que inició sus labores en diciembre de 1846, 

en el seno de ese congreso se designó a un grupo de juristas que 

tendrían a su cargo la elaboración del documento constitucional 

correspondiente . 

Derivado de la urgencia de establecer un ordenamiento legal, 

provocada por la injusta guerra que sostenla México con los Estados 

Unidos, y estando las tropas de éste país, a unos cuantos kilómetros 

de la capital mexicana; dentro del grupo constituyente se encontraban 

algunos que se pronunciaban por la restauración de la Constitución de 

1824 y otros que se pronunciaban en contra; entre éstos se 

encontraba Mariano Otero, quien por medio de su voto particular, 

forjó los puntos cardinales, que poco tiempo después se convertirian 

en el propio texto de dicha acta. 
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Las ideas de Mariano Otero que, como ya dijimos, fueron acogidas en 

sus perfiles cardinales en el Acta de Reforma de 1847, entranan 

además, un valioso documento en la historia del Derecho 

Constitucional de nuestro país, encierra muy importantes 

enseñanzas en esta rama jurídica, implicando un estudio penetrante 

de sus diversos aspectos, que legitima a su autor como uno de los 

más brillantes juristas mexicanos. pues funda el sistema mixto de 

protección constitucional. 

Un principio de vital importancia que se estableció en dicha acta, es 

el denominado principio de la Relatividad de los efectos de las 

sentencias de amparo, también conocido como Fórmula Otero, que 

quedó inserta en el articulo 25, que es sin duda alguna lo más 

importante y trascendente de la aludida acta; el cual era del tenor 

literal siguiente: 

"Los Tribunales de la Federación ampararán a cualquier 

habitante de la República en el ejercicio y conservación de los 

derechos que le concedan esta Constitución y las leyes generales 

contra todo ataque de los poderes Legislativos y Ejecutivo, ya de 

la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos tribunales a 

impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el 

proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley 

del acto que la motivare." 
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Por último agregaremos el comentario del amparista mexicano de 

principios de siglo, Silvestre Moreno Cara, quien refiere: "... tan 

luego como se restableció el régimen federal, encontramos que el Acta 

de Reforma de 18 de Mayo de 1847, el articulo 25 que determina un 

grado más de peñección en el sistema que se había adoptado y que 

parecla que era el único que podía dar una solución acertada al dificil 

problema de poner los derechos individuales a salvo de todo ataque 

por parte del poder, sin que éste perdiera su autoridad y sin peligro de 

caer en la anarquía."'º 

2.8.- CONSTITUCIÓN FEDERAL DE 1857. 

El 14 de Febrero de 1856 inicia sus labores el Congreso Extraordinario 

Constituyente, convocado por Juan Alvarez, en acatamiento a lo 

dispuesto por el plan de Ayutla, no olvidando que dicho plan constitula 

la bandera polltica del partido liberal en las Guerras de Reforma, que 

finalmente terminaron por implantar el liberalismo e individualismo 

puros, como reglmenes de relaciones entre el Estado y el individuo. 

Entendiéndose por individualismo un contenido posible de los fines del 

Estado, o sea, que éste opta por la realización de un objetivo, que 

estriba precisamente en la protección y conservación de la 

personalidad individual, en aras de la cual precisarla sacrificar 

cualquier otro interés, naturalmente con las consiguientes salvedades. 

Por el contrario, el liberalismo implica la actitud que el Estado adopta y 

'ºMORENO CORA. Silvestre. Tratado del Jyicio de Amparo, Editorial Porrúa. M~xico 1950, p. 13 

30 



asume por conducto de sus órganos frente a la actividad particular, en 

el sentido de garantizar a ésta un amplio desarrollo mientras no 

provoque el desorden dentro del medio social. 

Por ello el régimen liberal, tal como surgió de los postulados 

fundamentales de la Revolución Francesa, conceptúa al Estado o al 

Gobierno del Estado, como un mero vigilante de las relaciones entre 

los particulares, en las cuales solamente tiene intervención cuando 

puedan provocar manifiestos desórdenes en la vida social. 

Puede afirmarse pues, que dicha Constitución fue el reflejo auténtico 

de las doctrinas imperantes en la época de su promulgación, 

principalmente en Francia, para las que el individuo y sus derechos 

eran el primordial, si no el único, objeto de las instituciones sociales, 

que siempre debían respetarlos como elementos superestatales, 

implantando dicha constitución una posición francamente 

individualista, a la vez que también implanta el liberalismo como 

régimen de relaciones entre el Estado y los gobernados. 

Dentro del seno de este congreso designado para la elaboración del 

Proyecto de la Constitución, destacaba de entre sus miembros el 

diputado Ponciano Arriaga, quien la preside y a quien, además, se le 

atribuye el mérito de haber sido el redactor principal del proyecto. 

Es sin duda la contemplación y consagración de la llamada Fórmula 

Otero, en dicha Constitución, como también la colaboración de 

Ponciano Arriaga, quien propuso la supresión de órganos politicos 
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para el control constitucional. dejándose exclusivamente tal defensa a 

los tribunales de la Federación, o de éstos conjuntamente con los del 

Estado; sin embargo, peligraba gravemente la institución al dársela 

intervención a un jurado compuesto por ciudadanos incultos en la 

materia juridica. teniendo en cuenta el mecanismo tan técnico que 

desde entonces caracterizaba al .Juicio de Amparo. 

El proyecto originario del articulo 102, recogía los principios heredados 

del proyecto de minoría de 1842 y, sobre todo, del articulo 25 de Acta 

de Reformas, delineando las características de la acción de amparo. 

Asi, en esta Constitución, en su articulo 101, establece la procedencia 

del .Juicio de Amparo, siendo similar al texto actual del articulo 103 

constitucional, en tanto que en el numeral 102. se prevén los principios 

fundamentales del juicio de amparo tales como: instancia de parte 

agraviada; prosecución judicial del procedimiento y relatividad de los 

efectos de las sentencias de amparo. 

En la sesión del Congreso de 28 de octubre de 1856, el diputado .José 

Fernando Ramirez. quien en el ano de 1840 formuló un voto particular 

significativo; "de manera triste y sin fundamento jurídico convincente, 

criticó arduamente el proyecto originario del articulo 122, sosteniendo 

que al facultar a los jueces la declaración de inconstitucionalidad de 

las leyes provocaba una invasión de competencia del poder legislativo, 

considerando que los tribunales se convertirlan en legisladores 

superiores a los Estados y poderes federales, concluyendo 

básicamente que la única forma real y efectiva de control 

constitucional y obtener la defensa de la Ley Suprema, consistla en el 
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repudio de la opinión pública de los actos emanados de los órganos 

legislativos que resultarán violatorios de la misma, procediéndose en 

este supuesto a su derogación. " 11 

La importancia que reviste la Constitución federal de 1857 para los 

antecedentes de la acción de amparo resulta absoluta, puesto que es 

en este ordenamiento donde se estableció de manera definitiva y 

hasta nuestros dlas los principios que la rigen, regulándose mediante 

las distintas leyes reglamentarias que desde entonces se expidieron. 

2.9.- CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS DE 1917. 

Después de una largo periodo de dictadura encabezado por Porfirio 

Diaz, estalla en 191 O el movimiento revolucionario. Venustiano 

Carranza, en su calidad de primer jefe del Ejército Constitucionalista, 

convocó a la celebración de un Congreso Constituyente. El primero de 

diciembre de 1916, Carranza entregó personalmente el Proyecto de 

Constitución y dio a conocer los motivos que fundaban sus preceptos; 

de esta forma se aprueba la vigente Constitución Federal, denominada 

oficialmente '"Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos", 

promulgada en la Ciudad de Querétaro el 5 de febrero de 1917. 

Separándose del espíritu eminentemente individualista de la anterior 

Ley Suprema de 1857 (en la que los derechos humanos se 

11 Cfr. ZARCO. Francisco. Histona del Cgngrepo Cqnst1tuyentp (1856·1857>, Mé•ico. C°'egio de M•x1co, 1956. p.990 
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encontraban por encima del reconocimiento estatal), el articulo 1° de la 

Constitución Federal de 1917 dice: 

"En los Estados Unidos Mexicanos todo Individuo gozarlil de las 

garantias que otorga esta Constitución, las cuales no podrliln 

restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones 

que ella misma establee•" 

Esta Ley Fundamental contiene 136 artículos divididos en nueve 

títulos. Las garantlas individuales a las que se refiere el articulo 1° se 

contienen en el capítulo primero, que abarca los primero 29 preceptos. 

En ellos se plasman derechos fundamentales y libertades públicas, 

destacando, sobre todo, para los efectos de la acción de amparo los 

artículos 14 y 16; en estos dos preceptos se contiene el principio de 

legalidad, a través del cual el ámbito protector del amparo se hace 

extensivo a toda la Constitución y, en general a la totalidad del 

ordenamiento jurídico nacional. 

El articulo 1 03 de la Constitución de 1917, reprodujo con exactitud el 

precepto 101 de la anterior Constitución de 1857. El actual articulo 

103, incluyendo las leves adiciones, publicadas el 31 de diciembre de 

1994 en el Diario Oficial de la Federación, establece la procedencia de 

la acción de amparo en los siguientes términos: 

"Articulo 103.- Los tribunal•• d• la Federación resolverán toda controversia 

qua se suscita: 

1.- Por layas o actos da la autoridad qua violan las garantias Individuales; 
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11.- Por leyes o •ctos de I• •utorid•d feder•I que vulneren o restrinJ•n I• 

sober•nl• de los Estedos o I• -fer• de competencl• del Distrito Federe!; y 

111.- Por leyes o •ctoa de l•s •utorid•des de loa Eatedos o del Distrito Federel 

que lnv•d•n I• esfer• de competencl• de l•s •utorid•de• federeles." 

Asimismo, el articulo 107 (que corresponde al escueto articulo 102 de 

la Constitución de 1857) de una manera muy amplia, sienta los 

principios y bases fundamentales del juicio de amparo. 

Los citados artículos 103 y 107 de la Constitución, así como los 234 

articulas de la Ley de Amparo, reglamentaria de dichos preceptos 

constitucionales, constituyen el marco legal del proceso jurisdiccional 

que mayor arraigo, cariño y prestigio tiene entre los juristas y el pueblo 

de México: el Juicio de Amparo. 
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CAPITULO 11 

ELAMPARO:GENERALIDADES 

1.- NATURALEZA JURiDICA. 

Para estar en condiciones de determinar la naturaleza jurldica del 

Juicio de Amparo, procederemos a establecer su género próximo. es 

decir, aquella caracterlstica propia de su esencia; y, atendiendo a lo 

anterior se hace necesario, exponer las siguientes caracterizaciones 

propias de nuestro Juicio de Amparo 

El Control da Con•tltuclonalldad. 

Se ha dejado ver el Juicio de Amparo como un medio jurldico de 

protección o tutela de la constitucionalidad; esto se puede constatar en 

el primer documento jurídico polltíco mexicano que lo instituyó. como 

fue el proyecto de Constitución Yucateca de 1840, ahl, su procedencia 

se declaró contra cualquier acto del gobernador o ley de la legislatura 

que, en agravio del gobernado, violase la Constitución y no 

únicamente los preceptos en que consagraba las garantlas 

individuales. 

Las instituciones que proceden en la historia al Juicio de Amparo, 

dejan ver como objetivo principal y esencial, la protección o tutela de 

ciertas prerrogativas que los gobernados pueden reclamar del 

gobernante; por consiguiente, los derechos públicos individuales, que 

no son otra cosa que prerrogativas o garantlas de los gobernados 
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frente a las autoridades, en la generalidad de los reglmenes jurldico­

estatales de diversos paises, forman parte integrante del orden 

constitucional del Estado. 

Éstas históricas instituciones controladoras, presentan una evolución, 

pues si bien originalmente tuvieron como objetivo principal proteger los 

derechos del hombre o garantlas individuales frente al poder público, 

posteriormente fueron ensanchando sus objetivos, haciendo extensiva 

su tutela al régimen constitucional Integro: es esta evolución la que se 

ha visto reflejada en nuestro actual Juicio de Amparo, desde su 

creación hasta nuestros dlas: ha experimentado en su fin de protector 

de los derechos de los gobernados, una notable evolución, que lo ha 

convertido en el medio idóneo jurídico de protección a todo el orden 

establecido en la Ley Fundamental: teniendo la virtud principal de 

encontrarse en una estructura unitaria y no de manera dispersa, como 

sucede en la mayoría de figuras jurldicas extranjeras que persiguen 

parcial y distintamente análogas finalidades. 

En resumen, el Juicio de Amparo, tiene dos finalidades esenciales: la 

primera es la protección de las garantlas del gobernado, para que 

éste, obtenga en su beneficio, la observancia de la ley Fundamental 

contra todo acto de cualquier órgano del Estado que las viole o 

pretenda violarlas: y la segunda establecer el régimen competencia! 

existente entre las autoridades federales y las de los Estados: además 

el Juicio de Amparo extiende su tutela a toda la Constitución a través 

de la garantía de legalidad consagrada en el articulo 16; 

37 



constituyéndose asi, como et medio de control conatltuclonal en 

nuestro sistema juridico mexicano. 

El Control de Legalidad. 

El amparo ha ampliado palpablemente su radio de acción hasta 

convertirse en un medio de control, no sólo de ta constitucionalidad, 

sino también de la legalidad de tos actos de autoridad; ampliación que 

no es producto de una indebida práctica judicial ni de su torcido 

ejercicio, sino operada por preceptos constitucionales expresos como 

lo son los articulas 14 y 16 constitucionales. El articulo 103 

constitucional en relación con et articulo 1° de la Ley de Amparo 

establece: 

"Articulo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controverela 

que se suscite: 

l. Por layas o actos de autoridad que violen las garantlas lndlvldu•le•;" 

A su vez, los articulas 14 y 16 constitucionales consagran, con 

diversas caracteristicas. ta garantía de legalidad. Por tanto, mediante 

la invocación de tales preceptos constitucionales, et Juicio de Amparo 

no sólo controla la constitucionalidad del actuar de ta autoridad estatal, 

sino que también controla ta legalidad de la actuación de ta autoridad 

estatal. 

Es ilustradora de esta postura ta opinión de Antonio Carrillo Flores, al 

exponer: .. Fuera de toda controversia filosófica que no tiene lugar en 
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un estudio técnico jurldico, hay que admitir que la extensión actual de 

los articulas 14 y 16 constitucionales, el denominador con que se halla 

en el amparo es la definición de la legalidad. El particular encuentra en 

él un procedimiento para defender el derecho que tiene a la legalidad 

de los actos de la administración y a la legalidad de las sentencias 

judiciales. Tiene también, es indudable, el derecho de provocar el 

examen de la constitucionalidad de la norma aplicable, pero esta 

defensa es más excepcional y sólo se hace valer en los amparos que 

se enderezan contra leyes ... " 12 

De lo anterior, es dable concluir que el .Juicio de Amparo tiene el 

carácter de control de la garantla individual de legalidad que se 

encuentra establecida en los referidos preceptos constitucionales 14 y 

16 de nuestra Ley Suprema, imponiendo a todas las autoridades del 

país, la obligación de sujetar sus actos a las disposiciones de la Carta 

Magna, protegiendo a los gobernados en sus prerrogativas 

constitucionales; consagrándose asl, como un órgano de control de 

legalidad. 

El control de constitucionalidad por Órgano Politico y por Órgano 

.Jurisdiccional. 

Los sistemas de defensa constitucional pueden clasificarse en dos 

grupos; desde el punto de vista de la naturaleza polltica o judicial del 

órgano al cual, se confiera la defensa. Cuando se trata del: 

1z CARRILLO FLORES, Anlon10. La Justicia Federal y la Administración Pública, 2• Edición, Editorial Porn.Ja, 
México. 1977. pp 211~212. 
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Control por Órgano Polltlco: la Constitución se confla para su 

guarda a algún órgano de los ya existentes dentro de la división de 

poderes, o puede crearse un órgano especialmente para ello; un claro 

ejemplo de ello lo constituyó en México el llamado Supremo Poder 

Conservador instituido en la Segunda Ley Constitucional de la 

Constitución Centralista de 1836. 

De lo anterior podemos concluir que el control por órgano político 

requiere de la creación de un poder especial del Estado, que se 

agrega como un cuarto poder a los tres tradicionales y a él se 

encomienda como misión principal o exclusiva la de anular las leyes o 

actos inconstitucionales. 

Respecto del Control por Órgano Judicial, su principal característica 

en un Estado democrático constitucional, es el reconocimiento del 

Poder Judicial de su categoría, de la importancia de su función en el 

Estado; y eso se da cuando realmente puede controlar la 

constitucionalidad y legalidad de los otros órganos del Estado. 

Entonces. una vez reconocida dicha categoría, éste órgano tiene como 

función, declarar, de oficio, o a petición de personas u órganos 

públicos legitimados, que una ley o un acto son contrarios a la ley 

fundamental, siendo que con tal declaración se anula el acto o la ley 

inconstitucionales. 

En conclusión el control por un órgano judicial lo ejercen órganos 

jurisdiccionales, y en México, esta encomendado por medio del Juicio 
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de Amparo, al Poder Judicial Federal, quien es el encargado del 

control de constitucionalidad y legalidad de los actos o leyes, que 

conculquen los derechos de los gobernados. 

Control jurisdiccional por vi• de acción y por via de excepción. 

El ejercicio del sistema de control por órgano jurisdiccional puede 

asumir estas dos formas: o bien se realiza por via de acción, o bien 

por via de excepción. Podemos precisar como caracteres de la tutela 

constitucional, por vía de acción, los siguientes: 

a) En la via de acción, como su nombre mismo lo indica se concede 

el derecho público subjetivo de acción a un gobierno, a efecto de 

que pueda plantear ante un órgano judicial de control la presunta 

inconstitucionalidad de un acto o ley procedente de autoridad quien 

tendrá la calidad de autoridad responsable, emisora del acto 

reclamado. 

b) Ante el ejercicio del derecho de acción, se excitará la actividad 

jurisdiccional del órgano judicial de control, quien desplegará sus 

funciones para decir el derecho sobre el problema de carácter 

controvertido que se plantea alrededor de la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad del acto de autoridad estatal impugnado. 

c) Por supuesto que, la acción dará inicio a un procedimiento 

jurisdiccional autónomo e independiente de aquel procedimiento 

judicial, administrativo o legislativo, del que haya emanado el acto 

de autoridad impugnado por presunta inconstitucionalidad. 
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d) La sentencia que se dicte en el procedimiento autónomo 

constitucional planteado, se limitará a la decisión de la cuestión 

constitucional planteada y no resolverá casos en forma general 

puesto que la acción se ha ejercitado sólo respecto de la afectación 

presunta al titular de la acción. 

e) El amparo mexicano se ha desarrollado como un procedimiento 

autónomo que tiene como presupuesto necesario para su desarrollo 

el preliminar ejercicio del derecho de acción que por esta motivo se 

convierte en un presupuesto necesario para que se instaure el 

proceso de amparo. 

Sobre el tema de via de excepción, nos ilustra el gran amparista 

Alfonso Noriega, al referir: "en un juicio de carácter civil o penal se 

plantea, como cuestión accesoria a la principal debatida el problema 

de saber si la ley que se va a aplicar para resolver .... está o no en 

pugna con la Constitución'" 3 

La breve explicación doctrinal nos permite arribar a las siguientes 

conclusiones, sobre los elementos de la vía de excepción: 

a) No se inicia un procedimiento especial en el que se resolverá el 

planteamiento de acto o ley inconstitucional. Se está en presencia 

de un procedimiento controvertido, ante una autoridad judicial o 

administrativa, en el cual el juzgador, está facultado para hacer un 

13 NORIEGA. Alfonso, Lecciones de Amparo, Tomo I, Editorial Porrúa. México 1998. pp. 50·51. 
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pronunciamiento sobre la constitucionalidad de acto o ley tildados 

de inconstitucionales. 

b) El tema central controvertido en el procedimiento planteado no es 

constitucional. El apunte de constitucionalidad es sólo accesorio al 

principal controvertido. No se requiere intentar el ejercicio de una 

acción, basta que a petición de interesado, o de oficio, se plantee 

la situación de posible aplicación de una presunta ley 

inconstitucional. 

c) Por supuesto que el amparo no es un medio de control que se 

ejerza por vía de excepción. 

En el derecho mexicano se puede considerar el control por vía de 

excepción en la segunda parte del articulo 133 constitucional, que 

de manera literal reza lo siguiente: " ... Loa jueces de cada Estado se 

arreglaran a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 

disposiciones en contrario que pueda haber en las 

Constituciones o leyes de lo• Estados ... " 

El Auto-control de la Constitucionalidad. 

En el auto control de la constitucionalidad, son los mismo jueces, de 

cualquier categoria que sean. lo que por exclusión aplicativa de una 

ley secundaria opuesta a la Constitución, tutelan ésta en cada caso 

concreto mediante la adecuación de sus decisiones a los 

mandamientos del Código Fundamental, esto deriva como bien se 

habrá advertido del sistema de auto-control constitucional. 

43 



El problema del auto control de la constitución está íntimamente ligado 

al princ1p10 de la Supremacía Constitucional, es decir, si la 

Constitución es la ley suprema, si todas las leyes secundarias, sin 

excepción, deben cei'lirse a sus disposiciones o si, al menos, no deben 

contravenirlas, dicho principio se haría nugatorio en caso de que las 

autoridades estatales prefiriesen aplicar, en el desempei'lo de sus 

funciones especificas. la norma infractora sobre el mandato de la ley 

fundamental, surgiendo sólo la posibilidad de invalidar el acto 

aplicativo correspondiente mediante el fallo que respecto a la 

controversia que por ello se suscite, pronunciara el Poder Judicial 

Federal. 

Por último diremos que el auto control de la constitucionalidad plantea 

un problema de hermeneútica jurídica que se tratara en el siguiente 

punto de estudio. 

El articulo 133 Constitucional. 

Para entrar en el estudio de este articulo se hace necesaria su 

transcripción para una mejor compresión; dispone tal precepto 

constitucional lo siguiente: 

" Articulo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 

emanen de ella y todos los tratados que eat6n de acuerdo con la mlama, 

celebrados y que se celebren por el Presidente de la Repúbllca, con 

aprobación del Senado, aerán la Ley Suprema de toda la Unión. Los Jueces 

de cada Estado ae arreglarán a dicha constitución, ley- y tratado•, a ~ar 
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de l•s disposiciones en contrario que pued•n h•ber en las Constltuclon- o 

leyes de los Es .. dos." 

Del precepto legal transcrito, podemos desprender que el mismo 

permite a los jueces de los Estados realizar, en cierta medida, un 

control de la constitucionalidad de las leyes locales, en atención a que 

han de preferir la Constitución, leyes federales y tratados 

internacionales frente a disposiciones contrarias del Estado en el que 

ejercen su función jurisdiccional. Se plasma en el articulo 133 

constitucional la supremacía de la Carta Magna frente a leyes y 

tratados, así como una supremacia de la Federación frente a la 

soberanía de las entidades federativas. 

Ha sido objeto de apasionadas discusiones entre grandes e ilustres 

juristas respecto de este tema en particular; en relación a que dicho 

articulo de nuestra Carta Magna, es obscuro e incongruente, otros 

enfatizan su critica desde el punto vista en cuanto a que el mismo, 

surgió como una réplica del articulo 6º de la Constitución 

Norteamericana; lo que da por origen acalorados debates, de que si 

en nuestro país debe operar dicho auto-control, con vista a lo 

establecido en el supracitado precepto constitucional; pero, no siendo 

el punto central a tratar en el presente trabajo de investigación, se 

estima innecesario abundar más en el tema. 

Ahora bien, una vez establecido el género próximo del Juicio de 

Amparo podemos llegar a definir su naturaleza, asi como su finalidad 

en los siguientes términos. 

45 



El Juicio de Amparo es el instrumento procesal creado por nuestra 

Constitución Federal para que los gobernados cuenten con el medio 

para proteger sus garantlas constitucionales, de las violaciones que al 

respecto cometan las autoridades, ese instrumento otorga a los 

ciudadanos una protección fácil y accesible para defender sus 

derechos mas fundamentales; funcionando como amortiguador entre 

las garantías constitucionales y los intereses legales de los 

gobernados y el Poder del Estado, propiciando un clima de derecho; 

de lo cual se desprende que las normas que regulan el procedimiento 

constitucional deben interpretarse con esplritu generoso, que facilite el 

acceso del amparo al pueblo gobernado, ya que lo más importante en 

un régimen de derecho, es obtener la composición de los conflictos 

que surgen entre gobernados y gobernantes, y no resolver 

judicialmente sobre el fondo de las pretensiones de éstos. 

2.- OBJETO DEL AMPARO. 

El objeto del amparo está delimitado de manera expresa y clara en el 

articulo 103 conetituclonal, cuyo texto dispone: 

.. Los tribunales de la federación resolverán toda controversia que •• suaclte: 

1.- Por leyea o actos de la autoridad que violen laa garatnlas lndlvldualea; 

11.- Por leyea o actos de autoridad federal que vulneren o reatrlnjen la 

soberania de los Estedos o I• eafer• de competencle del Dlatrlto Federel, y 

111.- Por leyes o actos de les eutorldedes de loa Estedos o del Dlatrlto Federal 

que invedan I• esfera de competencle de le eutorlded federel". 
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Por su parte el articulo 1° de la Ley de Amp•ro Regl•ment•rl• de 

lo• Articulo• 103 y 107 de la Conatituclón Politica de loa E•t•dos 

Unido• Mexicano•, eatablece: 

"articulo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda 

controversia que •• suscite: 

l. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantlas 

Individuales; 

11. 11 Por l•Y•• o actos de la autoridad federal que vulneren o 

restrinjan la soberanla de lo• Estados; 

111. Por leyes o actos de la autoridad•• de éstos que Invadan la 

esfera de la autoridad federal." 

A pesar de que los articulas 103 constitucional y el articulo 1° de la 

Ley de Amparo parecen limitar el objeto del amparo; sobre este 

particular el maestro Eduardo Pallares refiere: "El amparo tiene un 

doble objeto, uno mediato y general que consiste en mantener el 

orden constitucional y el principio de legalidad. El otro objetivo, 

próximo e inmediato, estriba en conceder a la persona que lo solicita la 

protección de la .Justicia de la Unión, lo cual se realiza con referencia 

al caso particular, sin hacer declaraciones de carácter general. " 14 

A pesar de que el articulo 103 constitucional y el articulo 1° de la Ley 

de Amparo parecen limitar el objeto del amparo, estamos de acuerdo 

con el Maestro Pallares en que el amparo tiene por objeto mantener el 

1• PALLARES. Eduardo, Oicccionano Teórico Práctjco del Juicjo de Amoaro, Editorial PornJa, 
México 1978, p. 1. 
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orden constitucional. En efecto, a través de las garantlas de legalidad 

plasmadas en los artículos 14 y 16 constitucionales no sólo se 

protegen las garantías individuales, sino se tutela toda la Constitución. 

Por lo tanto, el objeto del Juicio de Amparo. está constituido por actos 

o leyes de cualquier autoridad que vulnere o restrinja las garantías 

individuales. asl como por leyes o actos que interfieran 

recíprocamente la distribución de competencia entre autoridades 

federales o locales. Ahora bien, dado el alcance de los artículo 14 y 16 

constitucionales, que consagran sendas garantías de legalidad y 

seguridad jurídica, se amplia la finalidad del amparo a la tutela de toda 

la constitución y a la tutela de toda ley secundaria, a la que deben 

apegarse todas la autoridades federales, locales o municipales. 

3.- CONCEPTO DE AMPARO. 

Intentar por propio cuenta ofrecer un concepto del juicio de amparo, 

sería temerario, atrevido e irrespetuoso por nuestra parte: es sin duda 

así. puesto que han sido innumerables doctrinarios y estudiosos del 

derecho quienes han intentado ofrecer un concepto adecuado para tal, 

pero esto ha sido objeto de discusiones y críticas por parte de sus 

homólogos; atendiendo a la falta de un conocimiento profundo sobre el 

particular. y al debido respeto que merecen personas que han 

dedicada su vida a la ciencia del derecho y en especifico al amparo; es 

por ello que a continuación transcribo los conceptos que han 

expresado diferentes doctrinarios y estudiosos del derecho sobre la 

materia. 
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En el ano de 1896 Ignacio L. Vallan. definía al amparo de la 

siguiente manera: " ... es el proceso legal intentado para recuperar 

sumariamente cualquiera de los derechos del hombre consignados en 

la Constitución y atacados por una autoridad de cualquier categoría 

que sea, ó para eximirse de la obediencia de una ley o mandato de 

una autoridad que ha invadido la esfera federal o local 

respectivamente"15 

Por su parte Juventlno V. Ca•tro, expone el siguiente concepto: "El 

Amparo es un proceso concentrado de anulación- de naturaleza 

constitucional- promovido por via de acción, reclamándose actos de 

autoridad, y que tiene como finalidad el proteger exclusivamente a los 

quejosos contra la expedición o aplicación de leyes violatorias de las 

garantías expresamente reconocidas en la Constitución: contra los 

actos conculcatorios de dichas garantías: contra la inexacta y definitiva 

atribución de la ley al caso concreto: o contra las invasiones 

reciprocas de las soberanlas ya federal ya estaduales. que agravien 

directamente a los quejosos, produciendo la sentencia que conceda la 

protección el efecto de restituir las cosas al estado que tenían antes de 

efectuarse la violación reclamada -si el acto es de carácter positivo -. 

o el de obligar a la autoridad a que respete la garantla violada, 

cumpliendo con lo que ella exige. si es de carácter negativo."16 

15 VALLARTA L., Ignacio, El Juicio de Amparo y el Writ of Habeas Comys, edición facsfmilar de 
Editorial Porrúa. primera edición. México 1975. p. 39 
16 V. CASTRO, Juventino, Lecciones de Garantia y Amearo, Editorial Porrúa, M6xico 1974, p.299 
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El maestro Don Ignacio Burgoa, nos dice: "El amparo es un juicio o 

proceso que se inicia por la acción que ejercita cualquier gobernado 

ante los órganos juridiccionales federales, contra todo acto de 

autoridad (latu sensu) que le causan un agravio en su esfera jurídica y 

que considera contrario a la Constitución, teniendo por objeto invalidar 

dicho acto o despojarlo de su eficacia por inconstitucionalidad o 

ilegalidad en el caso concreto que lo origine"17 

El ilustre doctrinario Carlos Arellano Garcia, nos da un concepto 

amplio que en nuestra modesta opinión es el mas completo, y dice: "El 

amparo mexicano es la institución jurldica por la que una persona 

flsica o moral, denominada quejosa, ejercita el derecho de acción ante 

un órgano jurisdiccional federal o local, para reclamar de un órgano del 

Estado, federal, local o municipal, denominada "autoridad 

responsable". un acto o ley que, el citado quejoso estima, vulnera las 

garantías individuales o el régimen de distribución competencia! entre 

Federación y Estados, para que se le restituya o mantenga en el goce 

de sus presuntos derechos, después de agotar los medios de 

impugnación ordinario'"ª 

Analizando el concepto que nos da el citado tratadista, tenemos los 

siguientes aspectos del amparo: 

A) Institución Jurídica.- Entendemos por institución jurídica el conjunto 

17 BURGOA ORIGUELA. Ignacio. op cit". p.177 
18 ARELLANO GARCIA, Carios, El Ju!cig de Amparo, Editorial PornJa. México 2000, pp. 333-335 
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de relaciones juridicas unificadas con vista a una finalidad común. 

Como género próximo, el amparo es una institución juridica pues, está 

concebido y reglamentado por numerosas normas juridicas 

constitucionales y ordinarias que se vinculan entre si en forma 

teleológica, por una finalidad común. En el juicio de amparo, la 

finalidad común es tutelar al gobernado frente a los actos 

presuntamente irrestrictos de la autoridad estatal. 

B) Quejoso.- En todo amparo es esencial la presencia de un sujeto 

actor, titular de la acción de amparo. Ese quejoso es la persona 

física o moral, gobernada, que ejercita el derecho de acción y que 

ha resentido el agravio personal y directo. 

C) Derecho de acción.- En el concepto de amparo no podemos 

prescindir de aludir al derecho de acción, ya que esta forma de 

realización de la tutela de la constitucionalidad y de la legalidad de 

los actos de autoridad, es diferente al control por vla de excepción. 

D) Órgano jurisdiccional federal o local.- No se concibe el amparo sin 

hacer referencia al órgano de control que en el amparo, lo es, 

normalmente, el Poder Judicial de la Federación pero, en forma 

excepcional, hay la intervención de órgano jurisdiccional local, 

razón por la que lo incluimos en el concepto propuesto. 

E) Autoridad responsable.- En ningún amparo se puede omitir la 

"autoridad responsable" que es el órgano de autoridad estatal; 
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federal, local o municipal realizadora presunta de la actuación que 

se combate en el amparo 

F) Acto reclamado.- Es esencial para el amparo que haya un acto de 

autoridad estatal que se imputa por el quejoso a la autoridad 

responsable, éste es un acto en sentido estricto o una ley. El cual 

deberá establecerse en la demanda de amparo, cuál es el acto 

reclamado (articulo 116 fracción IV y 166 fracción IV de la Ley de 

Amparo). 

G) Vulneración de garantlas individuales o del sistema de distribución 

competencial.- Es presupuesto incondicional del amparo que se 

impute vulneración presunta de garantlas individuales o del sistema 

de distribución competencia!. La vulneración es presunta, el 

quejoso "'estima" que el acto o ley reclamados vulneran sus 

garantías individuales o el sistema de distribución competencia!. 

Esto no está demostrado, tendrá que hacerlo a lo largo del juicio. 

H) Restitución o mantenimiento en el goce de presuntos derechos.­

Es necesario establecer el fin del amparo. Hipotéticamente éste es 

restituir o mantener al quejoso en el goce de sus presuntos 

derechos. El amparo es restaurador de la esfera jurldica del 

quejoso, que ha sido vulnerada contra el acto o ley de autoridad 

responsable o que en forma inmediata puede ser vulnerada. 

Hablamos de presuntos derechos, toda vez que el quejoso puede 

promover amparo y no obtener resolución favorable. En este 

supuesto hubo Juicio de Amparo pero no fallo favorable. Ello se 
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debe a que el amparo no es la acción para obtener necesariamente 

un resultado favorable. Se mueve la maquinaria judicial tutelar, pero 

el resultado puede ser adverso al quejoso. 

1) Agotamiento previo de los medios de impugnación ordinarios.- Para 

que el quejoso ejercite la acción de amparo, ha de cumplir 

previamente con un principio que rige el amparo y que está elevado 

a la categoría de presupuesto procesal. Antes de ir el quejoso al 

amparo debe agotar los recursos o medios de defensa que le 

otorgue el sistema jurídico del que emane el acto o ley reclamado. 

Este es el principio que se conoce como de D•flnltlvlded. 

4.- CONCEPTO DE ACCIÓN DE AMPARO. 

Para poder entrar a la definición de acción de amparo, tendremos que 

definir el concepto de acción. 

Acción: es el derecho subjetivo de una persona física o moral para 

acudir ante un órgano del Estado o ante un órgano arbitral, a exigir el 

desempeño de la función jurisdiccional para obtener la tutela de un 

presunto derecho material, presuntamente violado por la persona 

física o moral, presuntamente obligada a respetar ese derecho 

material. 

Se considera que es un derecho subjetivo porque el actor tiene la 

prerrogativa de exigir de un sujeto obligado la realización de una 
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conducta de hacer. El sujeto obligado es el órgano estatal o arbitral, 

quien tiene la obligación de hacer, consistente en el desempeno de la 

función jurisdiccional. Cabe destacar que sólo la persona juridica es la 

susceptible de tener derechos y obligaciones, por tanto, el titular del 

derecho de acción, ha de ser forzosamente una persona física o una 

persona moral, que es la goza del derecho de acción, aunque éstas no 

lo lleguen a ejercitar, por si mismas, sino a través de sus 

representantes. 

Ahora bien la acción se integra de varios elementos los cuales 

son: 

a) Sujeto: que es el titular de la acción, denominado actor o 

demandante. Es quien acude ante el órgano jurisdiccional, estatal o 

arbitral a demandar la función jurisdiccional. 

b) Objeto: está constituido por la prestación o prestaciones que se 

reclaman por el actor al demandado. 

c) Causa: está es el derecho sustantivo o material que el actor 

pretende tener y la presunta violación a ese presunto derecho que 

el actor pretende tener. 

Una vez explicado lo anterior podemos abordar el concepto de acción 

de amparo, definiéndola en los siguientes términos: 

Es el derecho subjetivo de una persona fisica o moral, en su carácter 

de gobernado, para acudir ante el Poder Judicial de la Federación u 
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órganos con competencia auxiliar, a exigir el desempei'lo de la función 

jurisdiccional, para obtener la tutela de una garantia individual o de un 

derecho derivado de la distribución de facultades entre Federación y 

Estados, presuntamente violados por una autoridad estatal o federal 

responsable. 

5.- LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO. 

El vocablo "parte" es una expresión de origen latino: "pars, partis". En 

su genuina significación gramatical es la porción de un todo. En el 

proceso, la parte es una porción del proceso. El proceso esta 

integrado por varias partes o porciones que integran ese todo. Ahora, 

desde el punto de vista de los sujetos que intervienen en él (que son 

parte de ese todo), la palabra parte, se refiere a los elementos 

subjetivos que concurren ante el órgano jurisdiccional para que se diga 

el derecho respecto a ellos, en la cuestión principal. 

Parte, en general, es la persona que, teniendo intervención en un 

juicio, ejercita en él una acción, opone una excepción o interpone un 

recurso. Lo que caracteriza a la parte y la distingue de los demás 

sujetos, que intervienen en el juicio, e• el lnter•• en obtener una 

sentencia favorable, esto es, las partes consideran que les asiste un 

derecho que deben defender en el juicio, y actuar en beneficio propio 

resulta consubstancial a tal carácter. 

Por lo tanto "parte" en el juicio de amparo es la persona flsica o moral 

que en relación con el desempei'lo de la función jurisdiccional, recibirá 
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la dicción del derecho, respecto a la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de los actos de autoridad estatal impugnados. 

El articulo 103 constitucional, fracción 1, refiere que el juicio de amparo 

procede a instancia de parte agraviada, y en relación al articulo 4° de 

la Ley de Amparo señala que el amparo sólo puede promoverse por la 

parte a quien perjudique el acto o la ley que se reclama. 

Por su parte el articulo 5° de la Ley de Amparo que determina 

quienes son las partes en el juicio de amparo y dice: 

"Son parte en el juicio de amparo: 

l. El agraviado o agraviado•: 

11. La autoridad o autoridad•• reaponaablea; 

111. El tercero o tercero• perjudlcadoa, pudiendo Intervenir con ••• 

carácter: 

a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana 

d• un juicio o controverala que no ••a del orden penal, o 

cualquiera de laa partea en el mlamo juicio cuando el amparo 

aea promovido por peraonaa extraftaa al procedimiento. 

b) El ofendido o laa peraonaa que, conforme a la ley, tengan 

derecho a la reparación del dafto, en au caao, en loa juicio• de 

amparo promovido• contra acto• judlclal•• del orden penal, 

siempre que éatoa afecten dicha reparación o 

reaponaabllldad; 

c) La peraona o peraonaa que hayan geatlonado en au favor el 

acto contra el que •• pide amparo, cuando •• trate de 
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provldencl•• dlchld•• por autoridad•• dl•tlnhl• de la judicial 

o del trab•jo; o que, aln h•berlo geatlon•do, teng•n lnteréa 

directo en I• subalatencl• del •cto reclam•do. 

IV. El Ministerio Público Fed•r•I, quien podrli Intervenir en todo• los 

juicio• • Interponer los recurso• que ••ft•I• ••hl ley, lnclualve 

p•r• Interponerlo• en •mp•ro pen•I•• cu•ndo •• recl•m•n 

resoluclon•• de trlbun•I•• loc•I••· Independientemente de I•• 

obllg•cion•• que la mi•m• ley le precl•• p•r• procur•r 1• pront• 

y expedit• adminlatración de ju•tlcl•. Sin emb•rgo, tr•tlindo•• de 

amparo• Indirecto• en m•t•rla• civil y merc•ntll, en que sólo 

afecten lnt•r•••• partlcul•r••· excluyendo 1• materl• famlll•r, el 

Mlnlaterlo Público Federal no podrli Interponer loa recurso• que 

••ta ley ••ftala" 

Realizadas las anteriores consideraciones es procedente el estudio 

particular de cada una de las partes, tal como se hará en los 

siguientes apartados. 

5.1.- QUEJOSO 

El quejoso o agraviado en la persona física o moral que ejercita la 

acción de amparo para reclamar un acto o ley de la autoridad estatal, 

por presunta violación de garantias individuales o de distribución 

competencia! entre Federación y Estados de la República. 

Personas Fisicas : El Código Civil para el Distrito Federal y aplicable 

para toda la República en Materia Federal, en su articulo 22, 
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denominaba a la persona flsica como el individuo que adquiere su 

capacidad jurídica por el nacimiento y la pierde por la muerte. 

El menor de edad también puede pedir amparo sin la intervención de 

su legitimo representante cuando éste se halle ausente o impedido; 

pero en tal caso el órgano de Control Constitucional, sin perjuicio de 

dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un 

representante especial para que intervengan en el juicio, a menos que 

dicho menor hubiese cumplido ya catorce años porque entonces él 

mismo podrá hacer la designación de representante en el escrito de 

demanda (artículo 6° de la Ley de Amparo). 

De lo anterior se puede concluir que la persona fisica es el sujeto que, 

por autonomasia, puede reclamar los actos estatales que le vulneran 

sus garantías individuales, a través del juicio de amparo. 

Personas Morales: El Código Civil para el Distrito Federal y aplicable 

para toda la República en Materia Federal, determina: 

"Artículo 25 .- Son personas morales: 

[ ... ) 
111. Las Sociedad•• civil•• o mercantiles; 

IV. Los sindicatos, las asociaciones profesional•• y las demás a que 

se refiere la fracción XVI del articulo 123 de la Constitución Federal; 

v. Las sociedades cooperativas y mutualistas, y 
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VI. Las asociaciones distinta• de la• enumerada• que •• propongan 

fin•• polltlcos, clentlflco•, artlstlcos, de recreo o cualquiera otro fin 

licito siempre que no fueren desconocidos por la ley" 

Por otra parte estas personas, no actúan por si, sino a través de los 

órganos que las representan, como lo refiere el articulo 27 del Código 

legal invocado; el cual a la letra establece: 

"Las personas moral•• obran y •• obligan por medio de loa órganos 

que la• representan, ••a por dl•poslclón d• la ley o conforme a las 

disposiciones relativas de sus escritura• constitutivas y da •u• 

estatuto•" 

Por lo tanto en términos del articulo 103 constitucional, las personas 

morales, de carácter público o privado, pueden pedir amparo, de 

acuerdo a lo establecidos en el articulo 8º d• la Ley de Amparo; que 

señala: "Las personas moral•• privadas podr~n pedir amparo por 

medio d• sus legitimo• repr•••ntant••", y el articulo 9" de la misma 

ley, que establece: "Las par•onaa morales oflclal•• podr~n ocurrir en 

demanda de amparo, por conducto de loa funcionario• o 

representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que •• 

reclaman afecte loa int•r•••• patrimoniales d• aquéllas" 

Podemos considerar como personas morales oficiales a los órganos 

centralizados o descentralizados del poder estatal que pueden actuar 

como quejosos. pero única y exclusivamente cuando se trate de 

afectación de intereses de carácter patrimonial. 
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5.2.- AUTORIDAD RESPONSABLE. 

Desde el punto de vista gramatical la autoridad responsable debe ser 

una persona revestida de poder para el dictado de leyes, para la 

aplicación de las mismas o para administrar justicia y que está 

obligada a responder de alguna cosa o por alguna persona. 

Lo que nos lleva a deducir que en el Juicio de Amparo la autoridad 

responsable es el órgano estatal, ya sea federal, local o municipal, a 

quien el quejoso le atribuye el acto o ley reclamados, presuntamente 

violatorios de garantlas individuales o del sistema de distribución de 

competencia entre Federación y Estados. 

De lo anterior es dable desmenuzar que son autoridad•• 

responsable• federales, las que integran, centralizada o 

descentralizadamente, el sistema federal, en alguno de los tres 

Poderes: Legislativo, Ejecutivo y .Judicial. Por otra parte, son 

autoridades responsables locales las que pertenecen al sistema de 

organización interno de alguna entidad federativa, de cualquiera de 

sus tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial; y, por último, son 

autoridades responsables municipales las que pertenecen al 

sistema de organización interno de alguna entidad municipal, por la 

realización de actos administrativos o judiciales. 

Las autoridades responsables investidas de poder estatal con base en 

la Constitución o en la ley, se denominan autoridades de derecho. Son 

autoridades responsables de hecho, aquellas que, carentes de 
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investidura constitucional o legal, forman parte del aparato estatal, 

bien federal, local o municipal y realizan presuntamente una conducta 

que se impugnado en el amparo. A su vez la autoridad responsable se 

clasifica, atendiendo a la naturaleza del acto reclamado en autoridades 

Ordenadora y Ejecutora. 

Autoridad Ordenadora: es la autoridad responsable que dicta una 

orden o un mandato, que toma una decisión basada o no en la 

Constitución o la ley. 

Autoridad Ejecutora: La autoridad responsable que lleva a cabo el 

mandato legal, o la orden de la autoridad responsable ordenadora, es 

una autoridad ejecutora. También es autoridad ejecutora aquella que, 

sin fundarse en una ley, o en una orden de una autoridad ordenadora, 

realiza actos materiales que invaden la esfera juridica del gobernado, 

quien, como quejoso, pide amparo. 

La fijación del concepto de "autoridad responsable" lo hace la Ley de 

Amparo en su articulo 11 en forma más general, pero conteniendo en 

el fondo las mismas ideas : "Es autoridad responsable la que dicta, 

promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto 

reclamado" 

5.3.- TERCERO PERJUDICADO 

Procesalmente, la expresión "tercero" suele utilizarse para designar al 

sujeto que pretende deducir derechos en un juicio en el que no es 
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actor ni demandado. No obstante que no es actor ni demandado, en el 

.Juicio de Amparo se le considera parte al tercero perjudicado, dado 

que el artículo 5° de la Ley de Amparo asi lo considera; dicho 

precepto, le permite al tercero perjudicado deducir todos los derechos 

que corresponden a una parte como son: argumentar hechos 

contradictorios a los expuestos por el quejoso, solicitar el 

sobreseimiento del amparo, ofrecer pruebas, alegar, interponer 

recursos, iniciar incidentes, etcétera. 

Sin embargo; el tercero perjudicado no es una parte indispensable en 

el juicio de amparo, ya que en algunas ocasiones no existe tercero 

perjudicado, y en otras aún ante su legal notificación y su ausencia se 

puede resolver el juicio de amparo. El tercero perjudicado, en el juicio 

de amparo, puede realizar un papel opaco, de secundaria magnitud 

pero, en algunos casos, representa el interés particular opuesto al 

quejoso y su actuación contradictoria frente a las pretensiones del 

quejoso eclipsarán la tibia intervención de la autoridad responsable. 

Una vez analizado lo anterior podemos definir al tercero perjudicado 

como: la persona física o moral a quien, en su carácter de parte, la ley 

o la jurisprudencia, le permite contradecir las pretensiones del quejoso 

en el juicio de amparo, toda vez que la sentencia que se dicte en el 

mismo, puede ocasionarle perjuicios. 

No obstante que ya se ha transcrito lo que establece el articulo 5° de 

la Ley de Amparo en relación al tercero perjudicado, consideramos 

pertinente abundar en tal cuestión y al respecto el articulo, prescribe: 
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"Son parte en el juicio de amparo: 

111 .- El tercero o tercero• perjudicados, pudiendo Intervenir con ••• 

carácter: 

a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana 

de un juicio o controversia que no ••a del orden penal, o 

cualquiera de las parte• en el mismo juicio cuando el amparo sea 

promovido por personas extrafta• al procedimiento. 

b) El ofendido o la• persona• que, conforme a la ley, tengan 

derecho a la reparación del dafto, en su caso, en lo• juicio• de 

amparo promovido• contra actos judicial•• del orden penal, 

siempre que ésto• afecten dicha reparación o responsabilidad; 

c) La persona o persona• que hayan gestionado en su favor el 

acto contra el que •• pide amparo, cuando •• trate de 

providencia• dictada• por autoridades distinta• de la judicial o 

del trabajo; o que, sin haberlo gestionado, tengan Interés directo 

en la substancia del acto reclamado." 

El inciso a) se refiere al tercero perjudicado que es contraparte del 

quejoso cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia 

que no sea del orden penal, lo que quiere decir a contrario sensu, que 

en amparo civiles. mercantiles, laborales, administrativos, agrarios o 

fiscales, tendrá el carácter de tercero perjudicado la contraparte del 

quejoso si el acto reclamado emerge de un juicio, controversia o 

procedimiento contencioso. 
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Para una mejor compresión se puede afirmar que en materia civil, son 

terceros perjudicados todos lo que tengan intereses opuestos a los del 

quejoso e interés en que subsista el acto reclamado, ello es asl de 

acuerdo a la tesis de jurisprudencia número 390, consultable en la 

página 1165, Tercera Sala, del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación, que es del rubro y texto literal siguiente: 

"TERCERO PERJUDICADO EN EL AMPARO CIVIL.- La disposición relativa de 

la Ley de Amparo, debe entenderse en el sentido de considerar terceros 

perjudicados a todos los que tengan derechos opuestos a los del quejoso e 

interés, por lo mismo, en que subsista el acto reclamado, pues de otro modo se les 

privaria de la oportunidad de defender las prerrogativas que pudiera 

proporcionarles el acto o resolución motivo de la violación. " 

El inciso b) se refiere a la materia penal. En ésta, el ofendido tiene el 

carácter de tercero perjudicado y es el sujeto que ha resentido 

personalmente las consecuencias del acto u omisión que sancionan 

las leyes penales. El agente del delito debe soportar la sanción 

pecuniaria que le sea impuesta, que puede consistir en la multa y la 

reparación del daño. En particular en el juicio de amparo, el ofendido 

tiene el derecho de la reparación del daño por parte del activo, por lo 

que refiere a la responsabilidad civil, por parte de este último. 

Hay que aclarar respecto al inciso b) del articulo 5° fracción 111 de la 

Ley de Amparo. que la intervención del tercero perjudicado, está 

restringida sólo a aquellos amparos que se hayan promovido contra 

actos judiciales del orden penal y siempre que estos afecten dicha 

reparación del da"o o responsabilidad civil provenientes de la 
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comisión de un delito, pues en este sentido no en todos los actos 

emitidos por autoridad judicial del orden penal, puede existir un tercero 

perjudicado; es ilustrador de este criterio la tesis número 350, visible 

en la página 193, Tomo 11, del Apéndice de la Suprema Corte Justicia 

de la Nación de 1995, del rubro y tenor siguiente: 

"TERCERO PERJUDICADO EN EL AMPARO PENAL. EL OFENDIDO POR EL 

DELITO NO TIENE ESE CARACTER EN EL AMPARO PROMOVIDO POR EL 

PRESUNTO RESPONSABLE CONTRA EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN.- El 

auto de formal prisión sólo afecta la libertad personal del presunto responsable; 

puesto que en los términos del articulo 19 constitucional ... El articulo 5º fracción 

///, inciso b) de la Ley de Amparo, establece que son parte en el juicio de amparo 

el tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese carácter el ofendido 

o las personas que. conforme a la ley, tengan derecho a la reparación o 

responsabilidad. Lo anterior lleva a la conclusión de que el derecho a la reparación 

del daño o a exigir la responsabilidad civil, solamente se afecta cuando el acto 

reclamado en el amparo. consiste en alguna resolución dictada a propósito de la 

reparación o responsabilidad civil mencionada, pero no cuando se trata del auto 

de formal prisión que no toca para nada tales materias, por lo tanto resulta 

evidente que no tiene el carácter de tercero perjudicado el ofendido por el delito, 

en el amparo promovido por el presunto responsable contra el auto de formal 

prisión ... 

Por último el inciso c) previene que el tercero perjudicado es la 

persona que haya gestionado a su favor el acto contra el que se pide 

amparo. Que se trate de providencias dictadas por autoridades 

distintas de la judicial o del trabajo. También se considera tercero 

perjudicado a la persona o personas que, sin haber gestionado el acto 
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contra el que se pide amparo, tiene interés directo en la subsistencia 

del acto reclamado. 

5.4.- MINISTERIO PÚBLICO. 

En la doctrina mexicana ha sido explorado con amplitud lo relativo al 

Ministerio Público Federal, como parte en et Juicio de Amparo. Dicha 

institución tiene como función principal dentro del juicio de amparo, 

defender tos intereses sociales o del Estado; interviniendo con et fin 

primordial de perseguir y vetar por ta observancia del orden 

constitucional, y específicamente, vigilar y propugnar el acatamiento 

de los preceptos constitucionales y legales que consagran las 

garantias individuales y que establecen el régimen de competencia 

entre la Federación y los Estados. 

Es importante destacar que el Ministerio Público Federal, en su 

carácter de parte, tiene todos los derechos que a ésta institución le 

son inherentes, además, no esta adherido a alguna de las partes como 

litis consorte, por tanto, su actuación es independiente o autónoma de 

ellas. Esto significa que no está obligado a atacar el acto reclamado de 

la autoridad responsable ni tampoco está obligado a acatar el acto 

reclamado, absteniéndose de pedir se conceda el amparo, se niegue o 

se sobresea et juicio. Además de no contar con interés particular 

propio en el juicio de garantlas, sólo adoptando la postura de tlpico 

representante de los intereses sociales. del interés de la colectividad, 

reafirmando de esta manera su postura autónoma. 
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CAPITULO 111 

PRINCIPIOS RECTORES DEL .JUICIO DE AMPARO. 

1.- PRINCIPIOS DEL .JUICIO DE AMPARO. 

El juicio de amparo, considerado como un medio de recurso (latu 

sensu) jurídico procesal público de control de constitucionalidad, 

presenta el aspecto de una acción, cuyo titular es el agraviado, y se 

funda y vive en un conjunto de principios esenciales que constituyen 

no sólo su característica distintiva respecto de éstos. 

Esos principios o postulados básicos del juicio o acción de amparo se 

encuentran contenidos en el articulo 107 de la Constitución vigente, 

que propiamente es el precepto constitucional reglamentario del 

articulo 103, que consigna los casos generales de procedencia, siendo 

tales principios los que a continuación se exponen para su estudio. 

1.1.- PRINCIPIO DE INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA. 

El principio de iniciativa o instancia de parte. hace que el juicio de 

amparo jamás pueda operar oficiosamente y, por lo mismo, para que 

nazca. es indispensable que lo promueva alguien; principio que resulta 

obvio si se tiene en cuenta que el procedimiento de control, como 

juicio que es. sólo puede surgir a la vida jurídica por el ejercicio de la 

acción, que en el caso es la acción constitucional del gobernado, que 

ataca al acto que considera lesivo a sus derechos. 
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Lo anterior significa que la autoridad de amparo no puede actuar de 

forma oficiosa, sino que requiere que una persona como gobernada 

comprendiéndose dentro de esta idea a las personas fisicas, personas 

morales del derecho privado y social, organismos descentralizados y 

empresas de participación estatal y excepcionalmente a las entidades 

morales de derecho público u oficiales; acuda ante ella por considerar 

que una autoridad, mediante un acto o una ley, le ha violado sus 

garantlas individuales, y por tanto, le solicita el amparo y protección de 

la justicia federal en contra de dicho acto o ley; esto en función de que 

en nuestro pais, el Juicio de Amparo es un medio de control de la 

constitucionalidad jurisdiccional que se ejercita por via de acción. 

Lo anterior encuentra apoyo en lo dispuesto en el artículo 107 

Constitucional en su fracción 1, que expresamente establece: 

"Articulo 107. Toda• la• controversias da qua habla el articulo 103 -

sujetaran a loa procedimiento• y formas del orden jurldlco qua determine la 

ley, de acuerdo a la• basas siguientes: 

1.- El juicio de amparo ae seguirá siempre a Instancia da parte agraviada." 

Por su parte el articulo 4° de la Ley de Amparo, categóricamente 

estatuye que "El juicio de amparo únicamente puede promoverse (lo 

que significa que no opera de manera oficiosa) por la parte a quien 

perjudique el acto o la ley, el tratado internacional el reglamento o 

cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por si, por su 

representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda 
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a una causa criminal, o por medio de algún pariente o persona extral'la 

en los casos que esta ley lo permita (como ocurre cuando se trate de 

actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la 

libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o 

destierro, o alguno de los actos prohibidos por el articulo 22 

constitucional, en que, si el agraviado se encuentra imposibilitado para 

promover juicio, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, 

aunque sea menor de edad, según prevención del articulo 17 del 

ordenamiento legal en cita)". 

Es aplicable a este principio la tesis aislada visible en la página 45, 

Volumen 76 primera parte, del Semanario Judicial de la Federación, 

del rubro y tenor literal siguiente: 

"LEGITIMACION PROCESAL PARA OCURRIR AL AMPARO. La 

fracción 1 del articulo 107 constitucional establece como principio 

esencial del juicio de garantias, el que éste se siga siempre a instancia 

de parte agraviada, y, a su vez, el articulo 4° de la Ley de Amparo 

dispone que el juicio de garantias puede promoverse únicamente por 

la parte a quien perjudique el acto o la ley que se reclama. Ahora bien, 

de la correcta interpretación de los mencionados preceptos. se llega a 

la conclusión de que la legitimación procesal para ocurrir al amparo 

sólo la tiene la persona o personas, fisicas o morales, directamente 

agraviadas por la ley o acto que se estime violatorios de garantias, 

mas no así quien, por ello, indirectamente pudiera resentir algún 

perjuicio, porque el derecho de promover ese juicio es personallsimo." 
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1.2.- PRINCIPIO DE AGRAVIO PERSONAL Y DIRECTO. 

De acuerdo con el principio anterior, el juicio de amparo se promueve 

a instancia de parte agraviada; esta base constitucional consiste en 

que, para que proceda el juicio de amparo debe existir necesariamente 

una parte agraviada, que serla la persona o personas que han sufrido 

un agravio, ofensa o perjuicio que se hace a algunos de sus derecho o 

intereses; la palabra perjuicio debe entenderse no en los términos de 

la ley civil, como la privación de cualquier ganancia licita que pudiera 

haberse obtenido, sino como sinónimo de ofensa que se hace a los 

derechos o intereses de una persona, por un autoridad que va a tener 

el carácter de responsable. 

Resulta imprescindible que el gobernado resienta el agravio personal y 

directo y consecuentemente tenga interés legitimo de que se restituya 

en el goce de sus derechos vulnerados que de otra manera el juicio 

será improcedente conforme a el artículo 73, que dice: 

"Articulo 73.- El juicio de •mp•ro es Improcedente: 

[ ... ] 
v. Contra actos qua no afecten lo• Intereses jurldlco• del quejoso. 

VI. Contra las leyes, tr•tedos y regl•mentos que, por su sol• vlpncl•, no 

causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un •cto posterior de 

aplicación p•re que se origine tel perjuicio." 

Por tanto. el agravio es la presunta afectación a los derechos de una 

persona física o moral, dentro de las hipótesis del articulo 103 

constitucional. 
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En una de sus acepciones gramaticales, el vocablo "agravio" es la 

ofensa o perjuicio que se hace a una personas en sus derechos e 

intereses. La singularización del agravio en el amparo requiere que, 

adicionalmente, expresemos que el agravio ha de ser personal y 

directo; entendiendo como "personal" que la persona que instaura la 

demanda de amparo ha de ser titular de los derechos presuntamente 

afectados por el acto o ley de autoridad; por "directo" debemos de 

entender que, ese agravio debe recaer en una persona determinada, 

concretarse en ésta, no ser abstracto, genérico; y ser de realización 

pasada, presente o inminente; es decir, haberse producido, estarse 

efectuando en el momento de la promoción del juicio o ser inminente, 

no simplemente eventual, aleatorio, hipotético ( en esto estriba lo 

"directo" del agravio); ya que los actos simplemente "probables" no 

engendran agravio, ya que resulta indispensable que aquellos existan 

o que haya elementos de los que pueda deducirse su realización 

futura con certeza. 

Al respecto cabe citar la jurisprudencia visible en la página 704, Tomo 

XIV, del Semanario Judicial de la Federación, que sei'lala: 

"PERJUICIO, BASE DEL AMPARO. Al quejoso en el amparo. como actor en el 

juicio. al igual que en una contienda de carácter civil, le corresponde, de 

conformidad con el articulo 149 de la Ley Reglamentaria de los Articulas 103 y 

107 Constitucionales. demostrar la procedencia de la acción constitucional; y para 

esto se requiere como presupuesto necesario, que se acredite la afectación por el 

acto reclamado, de los derechos que se invocan. Por tanto no basta el 

reconocimiento. por las autoridades responsables, de la existencia del acto, para 

concluir que necesariamente el mismo perjudica al promovente del juicio de 
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garantlas, puesto que el perjuicio depende de que existan legltimamente 

amparados los derechos cuya garantla constitucional se reclama." 

Por lo que, se afirma, el agravio tiene que ser personal, directo y 

objetivo, el que sea personal significa que la persona que intente la 

acción de amparo debe ser precisamente el titular de los derechos 

subjetivos públicos que la Constitución otorgue a favor del gobernado. 

El que el agravio deba ser directo implica un menoscabo de esos 

derechos subjetivos públicos que el gobernado tiene, y que mediante 

la ley o acto de autoridad le deben afectar necesariamente a su titular 

y a ninguna otra persona. 

1.3.- PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. 

Se ha afirmado que el juicio de amparo tiene una naturaleza 

extraordinaria por lo tanto, sólo procede respecto de actos definitivos, 

lo que significa que en contra de dichos actos no existe ningún recurso 

o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado o 

reformado. tal principio se encuentra contenido en el articulo 107 

constitucional, fracción 111, incisos a) y b). 

"Articulo 107. Todas la• controversia• de que habla el articula 103 -

sujetarán a loa procedimientos y formas del arden juridlca que determine la 

ley, de acuerda a las bases siguientes: 

111. Cuando se reclamen actas de tribunales judiciales, admlnlalrallvaa a del 

trabajo; el ampara sólo proceder• en las casas siguientes: 
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•) Contr• sentencl•• deflnltlv•• o l•udoa y reaoluclon•• que pong•n fin •I 

juicio, reapecto de I•• cu•I•• no proced• ningún ntcurao ordln•rlo por el 

que pued•n ser modlflc•d•• o reform•d••· Y• ••• que I• vlolacl6n -
come .. en ellos o que, cometld• dur•nte el procedimiento, •fecte I•• 

defen••• del quejoao, tr••cendlendo •I reaul .. do del t.llo; slempnt que 

en m•terl• civil h•Y• sido lmpugn•d• I• vlol•cl6n en el curao del 

procedimiento medl•nte el recurao ordln•rlo ••t•blecldo por I• ley • 

lnvoc•d• como •11r•vlo en I• segund• lnat•ncl•, si •• cometl6 en I• 

primer•. Eato• requisitos no ••r•n exigible• en el •mp•ro contr• 

sentencl•• dlct•d•• en controversl•• sobre •cclon•• del ••t•do clvll o 

que •fecten •I orden y • I• •• .. bllld•d de I• f•mlll•; 

b) Contra •cto• en juicio cuy• ejecucl6n ••• de lmpoalble r•p•r•cl6n, 

fuer• de juicio o deapu•• de concluido, un• vez •110 .. doa lo• ntcuraoa 

que en su caso proced•n; y ... " 

La expresión "definitividad" está consagrada por la doctrina y 

jurisprudencia para referirse al principio que rige el amparo y en cuya 

virtud, antes de promoverse el juicio de amparo, debe agotarse el 

juicio, recurso o medio de defensa legal, mediante el cual pueda 

impugnarse el acto de autoridad estatal que se reclama en el amparo. 

En el Diccionario de la Lengua Española, la palabra "definitivo" alude a 

aquello que se decide, resuelve o concluye. Conforme al principio de 

definitividad, la impugnación del acto de autoridad mediante el amparo 

es concluyente porque en el amparo se dice la última palabra, 

después de agotar el recurso, juicio o medio de defensa que pudiera 

proceder. 
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Por su parte, la Ley de Amparo, en las fracciones XIII, XIV y XV del 

articulo 73, plasma el principio de definitividad conforme al siguiente 

texto literal: 

"Articulo 73. El juicio de •mp•ro es Improcedente: 

XIII. Contr• l•s resoluclones judlcl•les o de trlbun•les •dmlnlstretlvos o del 

trebejo respecto de I•• cu•I•• conc•d• le ley •lgún recurso o medio de 

defense, dentro del procedimiento, por virtud del cuel pueden ser 

modificadas, revocad•• o nullflc•d••· eun cu•ndo le perte egr•vled• no lo 

hubiese hecho vel•r oportun•m•nte, ••lvo lo que I• frecclón IX del •rtlculo 

107 constitucional dispone pere los tercero• extreftos. 

Se exceptúen de le disposición enterlor los ceso• en que el ecto recl•m•do 

Importe peligro de prlveclón de le vid•, deport•clón o destierro, o cu•lquler• 

de los actos prohibidos por el •rtlculo 22 de le Constitución. 

XIV. Cuando•• esté tr•mlt•ndo ente los trlbun•I•• ordln•rlo• •lgún recurso 

o defen•• leg•I propuestm por el quejoso, que puad• tener por efecto 

modificar revocar o nullflc•r el •cto recl•m•do; 

XV. Contra actos de autorld•d•• dlstlnt•• de los trlbun•I•• judlcl•I••· 

administrativos o del tr•bajo, que deb•n ser revlsedos de oficio, conforme • 

las leyes que los rijen, o proced• contr• ellos •lgún recurso, juicio o medio 

de defensa legal por virtud del cu•I pued•n ser modlflc•dos, siempre que 

conforme a I•• mlsm•• l•Y•• - suspendan los efectos de dichos ecto• 

mediante I• Interposición del recurso o medio de defen•• leg•I que haga el 

agraviado sin exigir m•yores requisitos que los que la presente ley consigna 

para conceder I• suspensión deflnltlv•, Independientemente de que el •cto 

en si mismo considerado ••• o no susceptible de ser suspendido de 

•cuerdo con est• ley" 
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1.4.• PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE 

AMPARO. 

En el medio mexicano de amparo, se ha conocido el principio de 

relatividad de las sentencias de amparo con el nombre de "Fórmula 

Otero", en atención a que Mariano Otero consignó tal principio en el 

artículo 25 del Acta de Reformas de 1847, sin embargo ya en 1840, 

Manuel Crescencio Rejón en el articulo 53 del Proyecto de 

Constitución para el Estado de Yucatán, se establecia el principio de 

relatividad de las sentencias de amparo. El articulo 25 del Acta de 

Reformas de 184 7, en cuanto a la relatividad de las sentencias de 

amparo la enunciaba asi: 

"Articulo 25.- Los trlbun•I•• d• I• feder•clón •mp•rsrllln • cu•lquler h•bltsnte 

de I• república en el ejercicio y conserv•clón de loa derechos que I• 

conceda esta Constitución y I•• leyes constltuclon•I••· contra todo •tsque 

de los poderes legislativo y ejecutivo, ya de I• federación, Y• de los ••tsdos, 

llmltlllndose dichos trlbun•I•• a Impartir su protección en el caso partlcul•r 

sobre el que verse el proceso, sin hacer nlngun• decl•rsclón general 

respecto de le ley o del acto que le motivare." 

Dicho principio fue acogido por la Constitución de 1917, siendo 

plasmado en la fracción 11 del articulo 107, de la siguiente manera: 

"La sentencia ser• siempre tsl, que sólo se ocupe de Individuos particulares, 

llmltlllndose a amp•rarlo• y protegerlos en el caso especial sobre el que 
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verse I• qu•J• sin h•cer un• decl•raclón gener•I respecto de 1• ley o ecto 

que I• motlv•re" 

En virtud del principio de relatividad, teóricamente, la sentencia de 

amparo que se dicte, en sus puntos resolutivos, ha de abstenerse de 

hacer declaraciones generales y ha de limitarse a conceder el amparo 

y protección de la Justicia Federal al quejoso que instauró la demanda 

de amparo, respecto del acto o ley de la autoridad estatal responsable 

que constituyó la materia del amparo, sin abarcar otras autoridades 

que no fueron parte, ni otros actos reclamados que no fueron 

ventilados en el amparo. 

El principio de relatividad de las sentencias de amparo se desarrolla 

dentro del principio general de derecho denominado "res inter alios 

acta" que limita los efectos jurldicos de los actos juridicos a los sujetos 

que participaron en el correspondiente negocio jurldico. La sentencia 

es un acto juridico, por tanto. se mantiene la tradición jurldica en el 

sentido de que el fallo no trascienda a sujetos que no participaron en 

el litigio y no afecte situaciones que no se llevaron a la controversia. 

En conclusión, la sentencia favorable que se obtenga en el juicio de 

amparo, sólo beneficiará a las personas que solicitaron el amparo y de 

ninguna manera a quienes no hicieron la reclamación, limitándose a 

amparar a los quejosos, solo contra la ley o acto de autoridad, sin 

hacer una declaración de carácter general sobre la ley o acto que haya 

motivado el juicio de garantias. 
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1.5.- PRINCIPIO DE PROSECUCIÓN JUDICIAL. 

Este principio se encuentra contenido en el primer párrafo del articulo 

107 constitucional, al disponer que: 

"Todas las controversias de que habla el articulo 103 se sujetarán 

a los procedimientos y formas del orden jurldlco que determina la 

ley ... " 

Lo que nos da a entender que el amparo es una institución que se 

tramita ante órganos jurisdiccionales y adopta la forma de un juicio. El 

amparo es judicial desde el punto de vista formal, o sea, desde el 

punto de vista del órgano del Estado que tiene a su cargo la concesión 

o denegación del amparo. El amparo es un verdadero juicio pues, 

dentro de la tramitación que le corresponde se producen los elementos 

propios de la función jurisdiccional. 

La circunstancia de que el desarrollo del juicio de amparo ante y por la 

autoridades jurisdiccionales federales adopte un procedimiento 

judicial, de acuerdo con las formas básicas procesales, es una ventaja 

de nuestra institución respecto de aquellos medios de control por 

órgano político, en los que su ejercicio no origina una controversia 

generalmente, sino que provoca sólo un análisis o estudio acerca de la 

ley o acto reclamados realizado por la entidad controladora; pues el 

hecho que el quejoso enderece la acción de amparo contra 

determinada autoridad, no implica un ataque o pugnación a su 

actividad integral, sino sólo a aquel acto que produce el agravio, con lo 
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cual dicha autoridad no sufre menoscabo alguno en su prestigio y 

reputación, y por consiguiente no provoca inquinas públicas. 

1.8.- PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO 

Este principio consiste en que, en la sentencia que se dicte en el juicio 

de amparo, la autoridad judicial federal únicamente deberá tomar en 

consideración los conceptos de violaciones aducidos por el quejoso en 

su demanda, sin poder comprender otras cuestiones que no fueron 

planteadas en la misma. 

Este principio no rige la procedencia del amparo, a diferencia de los 

anteriores que hemos estudiado, sino que impone una norma de 

conducta al órgano de control, al constrefiirlo a ponderar únicamente 

aquellas cuestiones que se traten en la demanda de garantlas a titulo 

de conceptos de violación, mismos que implican limitaciones 

insuperables a la voluntad judicial decisoria. 

El principio de estricto derecho no se establece directamente en la 

Constitución, sino que se interpreta a contrario sensu de los párrafos 

segundo y tercero de la fracción 11 de su articulo 107, que prevé la 

facultad de suplir la deficiencia de la queja, de la siguiente forma: 

"Articulo 107.- [ ... ] 11.- [ ... ] 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja 

de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de loa 

Articulo• 103 y 107 de ••ta Constitución. 
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Cu•ndo se recl•men •ctos que tengan o pued•n tener como consecuencl• 

prlv•r de I• propled•d o de I• posesión y disfrute de sus tlerr••· •11u••· 

P••tos y montes • lo ejidos o• los núcleos de pobl•clón que de hecho o por 

derecho gu•rden el est.do comun•I, o • los ejld•t.rlos o comuneros, 

deberán rec•b•ree de oficio tod•• •quell•• prueb•• que pued•n beneflcl•r • 

I•• entld•des o Individuos menclon•doa y •cord•rae I•• dlllgencl•• que -

••timen nece••rl•• p•r• precls•r •u• derecho• •11r•rloa, ••I como I• 

n•tur•l•z• y efecto• de los •ctos recl•m•dos." 

1.7.- PRINCIPIO DE SUPLENCIA DE LA QUE.JA 

Dicha facultad propiamente constituye una salvedad al principio de 

estricto derecho, conforme a la cual el juzgador de amparo tiene la 

potestad de no acatar tal principio en las sentencias constitucionales 

que pronuncia. 

La idea de deficiencia tiene dos acepciones: la de carencia de algo y la 

de impeñección. Por ende, suplir una deficiencia es integrar lo que 

falta, remediar una carencia o subsanar una impeñección, es decir, 

completar o perfeccionar lo que está incompleto o impeñecto. 

En la Ley de Amparo se hace mención expresa, en el segundo párrafo 

del articulo 79, del principio de suplencia de la queja, al establecer. 

"Articulo 79. La Suprema Corte de Juatlcla de la Nación, loa 

tribunal•• colegiado• de circuito y loa juece• de dlatrito, deber•n 

corregir lo• error•• que adviertan en la cita de loa precepto• 
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constltuclonales y legales que se estimen violados, asi como los 

demás razonamientos de las p•rt••· • fin de resolver la cueatl6n 
efectlv•mente plantead•, pero sin c•mblar los hechos expuestos 

en la demanda." 

Como puede advertirse del precepto legal transcrito, la suplencia 

opera ya no sólo respecto de la cita de los conceptos de violación, lo 

que por cier~o es inexplicable y puede considerarse como una omisión 

involuntaria del legislador, pues resultaría inadmisible pretendFlr que el 

juzgador también está en aptitud de cambiar o de mejorar tales 

conceptos porque esto significarla acabar, de manera absoluta, con el 

principio de estricto derecho que, con las únicas excepciones que a 

continuación se señalaran, es rector del juicio. 

Pero es el articulo 76 bis de la Ley de Amparo el que expresamente 

estatuye varias excepciones al citado principio, atendiendo unas a la 

naturaleza del acto reclamado y otras a las circunstancias personales 

del quejoso y del recurrente. En efecto, después de precisar que las 

autoridades que conozcan del juicio de amparo "deberán" suplir la 

deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, lo mismo que 

la de la de los agravios formulados en los recursos (consagración de 

un deber, que como ya se dijo, descansa en la disposición que al 

respecto contiene el articulo 107 constitucional en su fracción 11 y que 

viene a poner fin a dudas acerca de si para el juzgador es optativo u 

obligatorio realizar tal suplencia) el mencionado articulo 76 bis, señala 

los casos en que opera dicha suplencia. 
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''Articulo 78 BIS. L•• •utorld•de• que conozcmn del juicio de •mP11ro 

deberán suplir I• deflclencl• de los conceptos de vlol•clón de I• dem•nd•, 

••I como I• de lo• •gr.vio• formul•dos en los recursos que ••t. Ley 

••t.blece, conforme • lo siguiente•: 

l. En cu•lqul•r m•terla, cu•ndo el acto recl•m•do •• funde en ley­

decl•r•das lnconstltuclon•I•• por I• jurisprudencia de I• Suprema 

Corte de .lustlcl•; 

11. En m•terl• pen•I, la suplencia operar• •un •nte I• •usencl• de 

concepto• de vlol•clón o de agravios del reo; 

111. En materl• •11r•rl•, conforme lo dispuesto por el articulo 227 de esa 

Ley; 

IV. En materl• l•bor•I, la suplencl• sólo •• apllc•rá a favor del tr•baj•dor; 

V. A favor de lo• menores de edad o lncap•c••; y 

VI. En otr•• materl••· cuando •• advl•rt• que h• h•bldo •n contr• del 

quejoso o del partlcul•r recurrente un• vlol•clón m•nlfl••t• de I• Ley 

que lo h•y• d•j•do sin defttn••·" 

Nos ilustra a este respecto la jurisprudencia la tesis número 519, 

consultable en la página 341, Tomo VI, del Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación, del rubro y tenor literal siguiente: 

"SUPLENCIA EN LA DEFICIENCIA DE LA QUE.JA, IMPLICA UN EXAMEN 

CUIDADOSO DEL ACTO RECLAMADO. El articulo 76 bis, fracción VI, de la Ley 

de Amparo, establece que la autoridades que conozcan del juicio de garantlas 

deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así 

como la de los agravios formulados en los recursos previstos en la propia ley, 

cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente 

una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. Este dispositivo 

no puede ser tomado literalmente, pues si asi se hiciera, su contenido se volverla 

nugatorio habida cuenta que contra los actos de autoridad arbitrarios e ilegAles, el 
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agraviado siempre podrá defenderse a través del juicio constitucional, de manera 

que la indefensión prevista nunca se presentarla; en cambio, una saludable 

interpretación del citado numeral permite sostener que la suplencia en la 

deficiencia de la demanda, ha lugar cuando el examen cuidadoso del problema 

que se plantea hace patente que la responsable infringió determinadas normas en 

perjuicio del quejoso, quien como consecuencia de ello, quedó colocado en una 

situación de seria afectación a sus derechos que de no ser corregida, equivaldrla a 

dejarlo sin defensa." 

la extensión de los casos de suplencia aludidos podria parecer 

exagerada. Sin embargo, mientras la jurisprudencia de la Suprema 

Corte no demarque correctamente su alcance, la conclusión de que 

tal suplencia funciona en todos los juicios de amparo en que los 

mencionados sujetos quejosos o recurrentes, es la que se deduce no 

sólo del texto de las disposiciones legales reformadas, sino de la 

tendencia proteccionista que las determinó. 

2.- EL AMPARO INDIRECTO. 

El amparo indirecto se promueve ante los jueces de Distrito, la 

doctrina le ha otorgado la denominación de indirecto o bi-instancial, en 

función de que admite un segunda instancia en caso de que las partes 

en el mismo se encuentren inconformes con la resolución dictado por 

el Juez de Distrito o superior de la autoridad responsable en los casos 

del artículo 37 de la Ley de Amparo. Este se promueve en contra de 

actos de autoridades que no provengan de sentencias definitivas o 

laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se 
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cometa en el procedimiento o en la sentencia misma, dentro de la 

materia penal, administrativa, civil y laboral. 

El amparo indirecto encuentra su fundamento legal en la fracción VII, 

del articulo 107 constitucional, cuyo texto expresa: 

"VII.- El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o despu6s de 

concluido, que afecten • personas extr•ft•• al juicio, contra leyes o contra 

actos de autoridad•• administrativas, •• lnterpondr6 ante el juez de Distrito 

bajo cuya jurisdicción •• encuentre el lugar en que el acto reclamado •• 

ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación •• llmltar6 al Informe de la 

autoridad, • una audiencia para la que - citar• en el mismo auto en el que 

se manda pedir el Informe y •• reclblr6n I•• pruebas que I•• partes 

interesadas ofrezcan y oir6n los alegatos, pronuncl6ndo•• en la misma 

audiencia la sentencia". 

Por su parte la Ley de Amparo vigente, en su Titulo Segundo, Capitulo 

1 se refiere a los juicios de amparo ante los juzgados de Distrito, en 

términos de los siguientes articulas: 

"Articulo 114.- El amparo•• pedlr6 ante el juez de distrito 

l. contra leyes federal•• o locales, o tratados lntemaclonalea, reglamento• 

expedido• por el presidente de la República de acuerdo con la fracción 1 del 

articulo 89 constitucional, reglamentos de l•Y•• lacal•• expedido• por los 

gobernadores de loa Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de 

observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del 

primer acto de aplicación, cause perjuicio al quejoso; ••• " 
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De acuerdo con esta fracción el gobernado queda protegido contra 

todas estas normas jurídicas de observancia general y abstracta, ya 

sea aquellas que por su sola entrada en vigor causen perjuicio al 

agraviado (de carácter autoapllcatlvo) o que requieran un acto de 

aplicación por parte de una autoridad para causar perjuicios al 

gobernado (de carácter heteroapllcatlvo). 

"11 • Contra actos que no provengan de tribunal•• Judiciales, Administrativos 

o del Trabajo. 

En ••los casos, cuando el acto reclamado emane de un procadlmlento 

seguido en forma d• juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la 

resolución definitiva por violaciones cometida• en la• misma resolución o 

durante el procedimiento, si por virtud de ••ta• últimas hubiere quedado sin 

defensa el quejoso, o privado de los derecho• que la ley de la materia le 

conceda, a no ser que el amparo ••• promovido por persona extrafta a la 

controversia: ... " 

Si la autoridad responsable no es un tribunal y por tanto, contra los 

actos de ella procede el amparo indirecto, han de observarse los 

lineamientos anteriormente descritos, es decir; si el acto reclamado 

emana de un procedimiento. Seguido en forma de juicio, en este caso, 

el amparo indirecto no podrá promoverse contras las diversas 

resoluciones que pueden pronunciarse en el desarrollo de ese 

procedimiento pues. constantemente se interrumpirá y se dilatarla 

indefinidamente su terminación; sólo podrá promoverse el amparo 

indirecto contra la resolución última, definitiva, que se dicte en ese 

procedimiento. Al promoverse el amparo, en éste impugnarán las 
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violaciones cometidas en esta resolución y las cometidas durante el 

procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin 

defensa el quejoso o privado de los derechos que, la ley de la materia 

le conceda y si el amparo es promovido por persona extrana a la 

controversia, si se pueden impugnar los actos emanados de ese 

procedimiento sin esperar la resolución definitiva. 

"111 . Contra actos de tribunal•• Judicial••· Administrativos o del Trabajo 

ejecutados fuera de juicio o deapuéa de concluido. 

SI •• trata de acto• de ejecución de sentencia, sólo podr6 promoverse 

el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento ... apectlvo, 

pudiendo reclamarse en la misma demanda la• dem6a violaciones cometidas 

durante ea• procedimiento, que hubiere dejado aln defensa al quejoso. 

Trat6ndoa• d• remates, sólo podr6 promoverse el juicio contra la 

resolución definitiva en que•• aprueben o desaprueben;" 

Se consideran actos ejecutados fuera de juicio a los que no están 

comprendidos en la secuela que abarca el juicio. El juicio comprende 

todos los actos que se desarrollan desde la demanda hasta la 

sentencia definitiva. Por tanto, los medios preparatorios a juicio son 

actos realizados antes de juicio y si en ellos se considera que se ha 

cometido alguna violación a garantlas individuales, procederá el 

amparo indirecto. Lo mismo podemos sostener respecto de las 

providencias precautorias cuando se promueven antes de la 

presentación de la demanda. 
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"IV. Contr• •cto• en el juicio que teng•n aob,. ••• peraon•• o ••• coa•• un• 
ejecución que ••• de lmpoalble 1'9P•rmcl6n". 

Para ser congruentes con las consideraciones expresadas en los 

párrafos precedentes, hay que puntualizar que los actos impugnables 

en amparo ante el juez de Distrito conforme a la fracción IV, son los 

que el juzgador emite en el periodo que queda comprendido entre la 

recepción de la demanda y la sentencia ejecutoria. 

Pero no todos los acuerdos que el juzgador dicte en el periodo 

indicado son reclamables en amparo, sino solamente los que sean de 

imposible reparación. 

Se trata de actos, propiamente dicho, en donde se desempena la 

función jurisdiccional. Aquí, la cuestión de irreparable, se refiere a que 

no podrán ser reparados por la sentencia que se dicte en el juicio del 

que emanen los actos reclamados. 

Los demás, los que aunque afectan las defensas del quejoso y 

trascienden al resultado del fallo no son irreparables, únicamente 

pueden ser objetados en amparo directo ante los Tribunales 

Colegiados de Circuito, cuando se reclama la sentencia definitiva 

correspondiente. 

En síntesis, contra los actos del juzgador anteriores a la recepción de 

la demanda y posteriores al dictado de la sentencia definitiva, procede 

amparo indirecto; y contra los emitidos dentro del juicio (desde que se 
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recibe la demanda y hasta que se pronuncia tal sentencia), procede su 

impugnación en amparo directo cuando se reclama ésta, siempre y 

cuando el sentido de la multicitada sentencia haya sido afectado por la 

aludida violación procesal, salvo que se trate de una violación 

irreparable, entendida la irreparabilidad en los términos precisados por 

el Alto Tribunal al resolver la contradicción de referencia, pro que 

entonces procede el amparo indirecto. 

"V. Contra ejecutado• dentro o fuere de juicio, que efecten a personas 

extraftaa a él, cuando la ley no establezca a favor del efectado algún recurso 

ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto moctlffcerloa o 

revocarlos, •lempre que no se trate de juicio de tercerla". 

Para los efectos de esta fracción no interesa determinar si los actos de 

autoridad se produjeron dentro o fuera del juicio, pues basta que el 

quejoso sea extraño al procedimiento para que legalmente pueda 

reclamarlos ante el juez de Distrito, de inmediato. 

La fracción V que se analiza condiciona la procedencia del juicio a la 

circunstancia de que el quejoso, extraño al procedimiento, agote 

previamente el recurso ordinario o medio de defensa que la ley 

establezca en su favor (únicamente lo libera de la obligación de 

promover juicio de tercería). Esto es, si legalmente está instituido 

algún recurso que pueda interponer el citado extraño, debe hacerlo 

valer antes de acudir al amparo. 
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Sin embargo, muy acertadamente la Suprema Corte de Justicia le ha 

abierto las puertas del amparo indirecto pasando por alto la 

mencionada exigencia legal, al determinar que la persona extrana al 

juicio "Puede interponer amparo contra actos en el juicio que la 

perjudiquen, sin estar obligado a entablar otras acciones distintas" 

(tesis 1295, página 2098) y que "Los terceros extranos afectados por 

determinaciones judiciales dictadas en procedimientos a que son 

ajenos, no están obligados a agotar recursos ordinarios o medios 

legales de defensa antes de ocurrir al amparo" (tesis 1294, página 

2097). 

"VI. Contra l•Y•• o actos de la •utorldad federal o de los Estados, en loa 

casos de la• fracciones 11y111 del articulo 10 de esta ley." 

Basta que el juicio se promueva por estimar el quejoso que los actos 

que reclama infringen el sistema de distribución de competencias entre 

la Federación y los Estados, e invoque como fundamento de su 

instancia las fracciones 11 o 111 del articulo 103 constitucional, 

reproducidos literalmente por el 1° de la Ley de Amparo, para que del 

juicio deban conocer los jueces de Distrito. 

En este caso el quejoso no es el Estado o la Federación cuyas órbitas 

de competencia se vean vulneradas reclprocamente. sino el individuo, 

persona moral o flsica a quien se le infiere un agravio por medio de 

esa vulneración de competencia, adoptando la acción constitucional 

respectiva la forma procesal de amparo indirecto ante el juez de 

Distrito. En cambio, cuando no es el particular agraviado quien ataca 
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el acto en que se hubiere traducido la invasión especifica del sistema 

de competencias entre las autoridades federales y locales, sino la 

Federación o un Estado los que como entidades políticas impugnan la 

actuación lesiva de su competencia respectiva, el medio 

correspondiente no es el juicio de amparo, sino una acción sui géneris 

de la que conoce la Suprema Corte en Pleno. 

"VII. Contra las resoluciones del Ministerio Público que confirme el no 

ejercicio o el desistimiento de I• acción penal, en los términos de los 

dispuesto por el p•rrafo cuarto del articulo 21 constitucional." 

Es disposición debe relacionarse con el articulo 1 O de la ley de la 

Materia, que establece la procedencia de la acción de amparo a favor 

de la victima o el ofendido por un delito, en las hipótesis siguientes: 

l. Contra actos que emanen del incidente de reparación o de 

responsabilidad civil; 

11. Contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal y 

relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del 

objeto del delito y de los bienes que estén afectados a la 

reparación o a la responsabilidad civil; y 

111. Contra las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el 

no ejercicio o el desistimiento de la acción penal, en los términos 

de los dispuesto por el párrafo cuarto del articulo 21 

constitucional. 
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El articulo 115 de la Ley de Amparo, es el segundo precepto que, al 

lado del articulo 114 integra el capitulo referente a los actos materia 

del juicio de amparo indirecto. 

"Articulo 115. S•lvo loa c••o• • qua ae refiere I• fnlccl6n V del •rtlculo 
•nterlor, el Juicio de •mp•ro aólo podr6 promoverae contr• reaoluclonea 

judlcl•lea del orden clvll, cu•ndo I• reaolucl6n recl•m•d• •e• contr•rl• • 1• 

ley •pllc•ble •I c••O o • au lnterpre .. cl6n juridlc•-" 

Es decir, deberá invocarse como violada la garantla individual prevista 

en el articulo 14 constitucional y que es la garantla de legalidad a que 

se refiere el cuarto párrafo del citado precepto constitucional. Esto 

obedece a que el amparo no sólo es control de la constitucionalidad de 

los actos de autoridad sino que también es medio de control de la 

legalidad de los actos de autoridad estatal. 

Por último diremos que la substanciación del amparo indirecto, o 

trámite del mismo. se inicia con la demanda y concluye con la 

sentencia definitiva que se dicta en el juicio de amparo. 

3.- EL AMPARO DIRECTO 

A esta especie de amparo se le denomina directo en atención a que 

llega en forma inmediata a los Tribunales Colegiados de Circuito, se 

distingue el amparo directo del indirecto en que el directo se plantea 

para ser resuelto por los Tribunales Colegiados de Circuito. mientras 

90 



que el indirecto se somete al conocimiento de los jueces de Distrito o 

autoridades con competencia auxiliar o concurrente. 

Otra diferencia es que el amparo directo procede contra la presunta 

inconstitucionalidad o ilegalidad de las sentencias o laudos dictados en 

las materias civil, mercantil, penal, administrativas, fiscal, laboral, por 

violaciones de procedimiento impugnables hasta que se dicta 

sentencia o laudo y resoluciones que ponen fin al juicio; además de 

que en el juicio de amparo directo no hay audiencia constitucional de 

pruebas y alegatos. 

El articulo 107 constltuclonal establece: 

"V. El amparo contra sentencia• definitivas o laudos y resoluclon- que 

pongan fin al juicio, sea que la violación •• cometa durante el procedimiento 

o en la sentencia misma, se promover• ante el Tribunal Colegiado de 

Circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencia• que 

eatablezca la Ley Org•nlca del Poder Judicial de la Federación. en los caaoa 

siguientes: .•. 

La Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del 

correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de 

la República. podr• conocer de lo• amparos directos que por sus 

características especial•• asl ameriten." 

Dada la remisión que hace la fracción V del articulo 107 a la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, debemos senalar que el 

articulo 37 de este ordenamiento, en la fracción 1, senala la 

91 



competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito en materia de 

amparo directo. 

Es el articulo 158 de la Ley de Amparo el que regula y determina la 

procedencia del juicio de amparo directo, conforme a él, se reitera que 

es procedente contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones 

que pongan fin al JU1c10, dictados por tribunales Judiciales, 

Administrativos o de Trabajo. En seguimiento al princ1p10 de 

definitividad del citado precepto legal, precisa que las sentencias 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio ya no deben 

ser impugnables mediante algún recurso ordinario por el que puedan 

ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en el 

desarrollo del procedimiento, trascendiendo al resultado del fallo, por 

violaciones a garantlas cometidas en las propias sentencias, laudos o 

resoluciones indicados. 

A su vez, el articulo 159 de la Ley de Amparo, dedica once fracciones 

a enumerar enunciativa y no limitativamente, los supuestos en los que 

se estiman violadas las leyes del procedimiento, en los juicios 

seguidos ante Tribunales Civiles, Administrativos o del Trabajo, con 

afectación de las defensas del quejoso. Si el amparo directo se ha 

promovido contra sentencias civiles, mercantiles, administrativas, 

fiscales o del trabajo, por violaciones a las leyes del procedimiento, 

cometidas durante las secuelas del mismo, es pertinente ubicar las 

violaciones correspondientes del articulo 159 de la citada ley. 
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Por su parte, el articulo 160 de la Ley de Amparo, se refiere 

especlficamente, en diecisiete fracciones a las hipótesis que, en los 

juicios del orden penal, producen violaciones a las leyes del 

procedimiento, con una enumeración enunciativa y no limitativa. 

El articulo 161 de la misma ley marca las reglas a seguir para la 

procedencia del amparo directo contra violaciones cometidas a las 

leyes del procedimiento, que se hacen valer al impugnarse la 

sentencia definitiva civil o mercantil. El último párrafo del citado 

precepto legal, libera de los requisitos de preparación anteriores para 

los juicios civiles si se trata de amparos promovidos contra actos que 

afecten derechos de menores o incapaces o si se trata de amparo 

contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado 

civil o que afecten al orden o la estabilidad de la familia. 

Por su parte el articulo 46 de la Ley de Amp•ro conceptúa 

legalmente a la sentencia definitiva (requisito indispensable para la 

procedencia del amparo directo) en los siguientes términos: 

"Para loa efectos del articulo 44, •• entenden.n por ••ntencl•• definitivas ••• 

que decidan el juicio en lo principal, y respecto de I•• cual•• I•• ley­

comunea no concedan ningún recurso ordln•rlo por virtud del cual pueden 

ser modificad•• o revoc•d••·" 

Es ilustrador a lo anteriormente expuesto la tesis número 340, 

consultable en la página 871, Tomo VI del Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación, del rubro y tenor literal siguiente: 
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"SENTENCIA DEFINlnVA. CONCEPTO JURISPRUDENCIAL. DE SENTENCIA 

DEFINlnVA PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO DIRECTO. Debe entenderse 

por tal. para los efectos del amparo directo, la que define una controversia en lo 

principal. estableciendo el derecho en cuanto a la acción y la excepción que hayan 

motivado la litis contestatio. siempre que. respecto de ella. no proceda ningún 

recurso ordinario por el cual pueda ser modificada o reformada" 

Mientras que el articulo •& de Ley de Amparo define a las 

resoluciones que ponen fin al juicio de la siguiente manera: 

"Para loa efectos del articulo 44, se entender•n por resoluciones que ponen 

fin al juicio, aquellas que sin decidir el juicio en lo principal, lo dan por 

concluido, y respecto de las cuales la• leyes comunes no concedan ningún 

recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modificada• o revocadas." 

El articulo 166 de la Ley de Amparo, establece en siete fracciones los 

requisitos de la demanda de amparo directo, los cuales deben ser 

satisfechos en su totalidad. 

La demanda de amparo directo, siempre debe ser en forma escrita y 

debe presentarse ante la autoridad responsable que la emitió (articulo 

163), no cabe la posibilidad de presentarla ante autoridad distinta 

(articulo 165 de la Ley de Amparo). 

Tiene exacta aplicación a dichos articulas la siguiente tesis aislada 

número 218,937, consultable en la página 356, Tomo X, del 

Semanario Judicial de la Federación, del rubro y tenor literal siguiente: 
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.. DEMANDA DE AMPARO DIRECTO, PRESENTACIÓN DE LA, ANTE 

AUTORIDAD DISTINTA DE LA RESPONSA8LE. La demanda de amparo directo, 

por regla general. debe presentarse ante la autoridad responsable de quien emanó 

el acto reclamado, lo anterior de conformidad con el articulo 163 de la Ley de 

Amparo. De tal manera que si el peticionario de garantlas la exhibe ante autoridad 

distinta de la responsable. ello no interrumpirá el término de quince dlas a que se 

refiere el articulo 21, en relación con el 165 de la Ley de la materia; por tanto. 

debe tenerse como fecha de presentación de la demanda aquella en que fue 

recibida por la responsable." 

Una vez presentada la demanda de amparo ante la autoridad 

responsable ésta tiene la obligación de hacer constar al pie del escrito 

de la demanda de amparo (set'iala el articulo 163), la fecha en que fue 

notificada al quejoso la resolución reclamada; la fecha en que el 

escrito fue presentado y la indicación de los días inhábiles que 

mediaron entre ambas fechas. La omisión de esa constancia dará 

lugar a que se imponga a la autoridad responsable una multa de veinte 

a ciento cincuenta dlas de salario. 

Respecto a este último párrafo es ilustrativa la tesis de jurisprudencia 

número 1.5°.T.J/26, visible en la página 978, Tomo VIII, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y tenor literal 

siguientes: 

"DEMANDA DE AMPARO, PRESENTACIÓN DE LA. DEBE ATENDERSE A LA 

CERTIFICACIÓN EFECTUADO POR LA AUTORIDAD RESPONSAllLE. El 

articulo 163 de la Ley Reglamentaria de los Artlculos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. dispone taxativamente que la autoridad 

responsable ha de hacer constar al pie de la demanda constitucional la fecha en 
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que notificó al quejoso el acto reclamado y la de presentación de aquélla, as/ 

como los dlas inhábiles ocurridos entre ambas datas. de lo que se sigue que to 

hecho constar en esta actuación es la base para el cómputo respectivo, y as/ 

determinar si su presentación estuvo en tiempo o fuera de él. De ahí que otro tipo 

de disquisiciones al respecto carecen de validez y fundamento. " 

Las reformas constitucionales y legales de 1987 extendieron 

considerablemente la órbita competencia! de los Tribunales al suprimir 

la ingerencia que del amparo directo tenia la Suprema Corte; por 

consiguiente, las reglas demarcativas de la competencia entre ambas 

especies de órganos judiciales federales quedaron absolutamente sin 

efecto. En esta virtud, los Tribunales Colegiados de Circuito conocen 

de todo juicio de amparo directo en materia penal, civil, administrativa 

y laboral con independencia de las modalidades especificas del caso 

concreto de que se trate, debiéndose tomar en cuenta, sin embargo, la 

especialización material de cada uno de ellos en los términos de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación (articulo 45 en relación 

con los articulas 24 y 27). 

Por último comentaremos la facultad de atracción que tiene la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, según lo dispuesto por el 

articulo 1 07 constitucional en sus fracciones VIII y V in fine, para 

conocer de los amparos ya sean directos o indirectos "que por su 

interés y trascendencia asi lo ameriten", tal facultad puede 

desempeñarse de manera oficiosa y a petición del Tribunal Colegiado 

de Circuito o del Procurador General de la República. 
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CAPITULO IV 

LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY EN 

EL JUICIO DE AMPARO. 

1.- EL AMPARO EN EL DERECHO COMPARADO EN AMÉRICA 

El juicio de amparo mexicano ha ejercido una influencia directa o 

indirecta en una gran parte de los ordenamientos jurldicos 

latinoamericanos, a tal grado que en la actualidad son, además de 

México, trece legislaciones latinoamericanas las que consagran la 

institución tutelar del amparo precisamente con esta denominación; a 

saber, por orden alfabético: Argentina, Bolivia, Costa Rica, Chile, 

Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, 

Paraguay y Venezuela, y esto sin contar con el nr•nd•do de 

segur•nca de Brasil que posee muchos puntos de contacto con 

nuestro juicio de amparo, especialmente en materia administrativa, a 

todo lo cual debe agregarse la consagración del amparo en la 

Constitución espar'iola de 1931, también por influencia mexicana. 

El juicio de amparo mexicano ha tenido alcances extraordinarios de 

proyección en otras legislaciones de paises hermanos del continente 

americano e inclusive en la madre patria, por lo que, no podemos 

reducirnos al ámbito nacional respecto de una institución que ha 

traspasado nuestras fronteras en una doble dimensión, pues 

primeramente penetró en otras legislaciones de los paises 

iberoamericanos para después ascender orgullosamente al ámbito 

internacional. 
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No obstante lo que ya enunciamos, la doctrina mexicana se ha 

mantenido estrictamente circunscrita al ámbito nacional. sin tomar en 

consideración los magnificas adelantos que se han operado en el 

campo del derecho comparado. En primero término. los juristas 

mexicanos están. tan orgullosos de nuestro juicio de amparo que 

inconscientemente la doctrina se ha vuelto. en cierto modo, 

apologética; esto nos ha llevado a olvidar, hasta cierta medida, la 

interdependencia e influencia reciprocas de los diversos 

ordenamientos, con mayor razón de los latinoamericanos, que se 

encuentran vinculados en tantos aspectos, y por ello nos hemos 

encerrado en un nacionalismo jurldico que en estos tiempos resulta ya 

superado. 

Nos encontramos en la actualidad ante dos tendencias fundamentales 

en el campo jurldico: aquélla que se aferra a la tradición y contempla 

con desconfianza los estudios comparativos, debido a un temor 

injustificado a los efectos corruptores o disgregadores de una 

infiltración de las instituciones o leyes extranjeras y, por otro lado, un 

sector ya importante de juristas que ha llegado al convencimiento de 

que no es posible un estudio que penetre hondamente en todos los 

aspectos del derecho nacional sin acudir al método jurldico 

comparativo, el cual no sólo no introduce elementos perturbadores en 

las instituciones propias. sino que constituye el instrumento 

indispensable para descubrir y analizar los matices peculiares de las 

referidas instituciones. 
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La posición de la doctrina extranjera ha sido muy distinta de la 

asumida por los tratadistas mexicanos que, en términos generales, y 

de manera predominante, han tomado una actitud de retraimiento en 

relación con los estudios de derecho comparado respecto del amparo. 

En efecto, los juristas de otros paises se han ocupado con gran interés 

y con insistencia del cotejo de sus propias instituciones con el amparo 

mexicano. Los juristas europeos se han ocupado extensamente del 

amparo mexicano desde el ángulo comparativo. En los Estados 

Unidos se ha despertado, especialmente en los últimos anos, un 

verdadero entusiasmo por el estudio del amparo mexicano, 

comparativamente con las instituciones angloamericanas de carácter 

similar, e inclusive ha sido objeto de tesis de doctorado en varias 

universidades. 

Después de haber efectuado un examen panorámico, y forzosamente 

supeñicial, sobre el contraste existente entre un gran sector de la 

doctrina mexicana, predominantemente nacionalista, y por otra parte el 

creciente interés de los tratadistas extranjeros por el conocimiento 

tanto de nuestro juicio de amparo, pasaremos a analizar el amparo 

mexicano con otros similares en América Latina. 

Ahora bien, por lo que respecta a la declaración general de 

inconstitucionalidad de una ley en América Latina, en varios de los 

ordenamientos latinoamericanos ha predominado el sistema calificado 

como americano. que implica la desaplicación de las normas 

generales en los procesos concretos. 
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La más importante de estas instituciones se ha calificado como •cc/ón 
popul•r de lnconstltuclon•lld•d y surgió en las Constituciones de 

Colombia y Venezuela de manera contemporánea, y consiste en el 

derecho que tienen todas las personas; sin que requiera demostrar 

interés jurldico para solicitar directamente a la Corte Suprema 

respectiva, que declare con efectos generales la inconstitucionalidad 

de las normas legislativas que considere contrarias a la Carta 

Suprema. 

La declaración general de inconstitucionalidad con efectos generales 

ha sido introducida en Panamá, El Salvador, Guatemala. En la 

República de Cuba con anterioridad a la revolución encabezada por 

Fidel Castro, la acción de inconstitucionalidad fue objeto de una 

evolución paulatina. ya que como se habla perfilado en la ley de 17 de 

marzo de 1922. después de dos sentencias conformes, de quien habla 

emanado la disposición general debla derogarla. y posteriormente, las 

leyes constitucionales de 3 de febrero de 1934 y 11 de julio de 1935, 

determinaron que una sentencia del citado Tribunal Supremo producla 

efectos derogatorios de la norma declarada inconstitucional. 

Del rápido y superficial examen comparativo que hemos hecho de 

numerosos ordenamientos latinoamericanos podemos observar una 

tendencia creciente e irreversible de implantar la existencia de una 

acción o recurso de inconstitucionalidad, que puede promoverse ante 

las Cortes o Tribunales Supremos o bien ante los organismos 

jurisdiccionales especializados (Tribunales. Cortes o Salas 

Constitucionales), y todas con la común caracterlstica de culminar en 
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sentencias que cuando declaran la inconstitucionalidad, tiene efectos 

generales, con modalidades y matices. 

2.- CONCEPTO DE LEY 

Empecemos diciendo que distinguimos a la ley de otros conceptos que 

podrían ultilizarse como sinónimos y que, sin embargo, 

conceptualmente son diferentes. Un claro ejemplo lo es el utilizar 

como sinónimos de ley, el de norma o regla. Como primer punto 

definamos el concepto de norma; para esto hay que decir que regla es 

un concepto genérico del cual la norma constituye una especie: es 

decir, toda norma es una regla, pero no toda regla es una norma. En 

sentido jurídico la norma es una regla obligatoria o la regla que 

prescriba un deber. 

Ahora bien, entre la norma y la ley cabe introducir una distinción que 

resulta de trascendental importancia. La ley es una proposición en 

indicativo, pues se tiende a enunciar cuál es la jerarquia de los valores 

y de los actos humanos encaminados al peñeccionamiento del hombre 

en todos sus aspectos. Por su parte, la norma es una proposición en 

.sentido imperativo: prescribe el deber de realizar los actos conforme al 

bien moral y la obligación de omitir o dejar de hacer los que le son 

contrarios. En cuanto a su contenido, puede afirmarse que la norma 

consiste en un deber, entendido éste como la necesidad moral de 

realizar los actos conforme al bien de la naturaleza humana y que, por 

lo mismo, conducen al individuo a la peñección, omitiendo lo que le 

degrade. 

101 



Concluimos que la ley es un ordenamiento que prescribe un 

comportamiento, o bien permite la conducta de un individuo y tiene por 

objeto el bien común, promulgada por aquellos que tienen autoridad 

para producirla y tienen a su cargo la comunidad. 

Partiendo de dicha definición, la ley debe ser un ordenamiento que 

regula la conducta del hombre en una colectividad y, 

consecuentemente, en todo grupo social civilizado encontramos leyes 

que le son dadas por la autoridad. En toda colectividad o sociedad 

integrada por personas debe existir un derecho que rija sus relaciones, 

por tanto la ley no puede ser dirigida a una sola persona, pues no 

contemplaría a la totalidad social ni realizarla el bien común que toda 

norma o ley persigue, por ello la ley debe ser general; por 

consiguiente, se entiende por ley general aquella que va dirigida a 

todos y no a un persona o a unas cuantas de ellas. Cuando la ley se 

dirige a uno o a unos cuantos, estamos en presencia de una ley 

privativa, prohibida por nuestra Constitución en su articulo 13. 

La ley está encaminada al bien común y aquella que fuera dirigida a 

una persona a titulo particular, seria una norma individualizada a la 

que no podría llamarse ley. Lejos de estar dirigida al bien común, serla 

una disposición encaminada al bien particular de una persona o 

producto del capricho de una autoridad. El hecho de ir dirigida a todos 

los que se ubiquen bajo el supuesto previsto en la ley aplicando las 

consecuencias previstas, sin importar sus cualidades individuales y 
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personales, que constituye un derecho subjetivo, a esta caracterlstica 

le llamamos impersonalidad de la ley. 

La propia Constitución prohibe la existencia de una ley que se aplica a 

un caso concreto, como lo expresa el articulo 13 constitucional que se 

transcribe a continuación: 

"Articulo 13. N•dle puede ser juzgedo por leyes prlvetlves ni por trlbunel­

especleles. Nlngune persone o corporación puede tener tuero, ni gozer más 

emolumentos que los que seen compenseclón de servicios públlcos y están 

fljedos por le ley. Subsiste el tuero de guerre pere los dellto• y feltas contre 

I• dlsclpllne militar, pero los trlbunele• militares en ningún ceso y por 

ningún motivo, podrán extender su jurisdicción sobre persones que no 

pertenezcan al eJ•rclto. Cuendo en un dellto o felta del orden militar 

estuviese compllcedo un pelseno, conocerá del ceso le eutorlded civil que 

corresponda." 

La modificación del contenido de una ley debe efectuarse mediante 

otra ley o a través de una disposición derivada del órgano legislativo. 

Por último, en lo que respecta al reglamento diremos que éste, tiene 

como finalidad regular o detallar laa dlapoalclonea contenida• en 

una ley. Al ser el reglamento un acto materialmente legislativo. no 

cabe duda de que participa de todas y cada una de las caracterlsticas 

de la ley. En suma la diferencia entre ley y reglamento es de grado y 

no de esencia. Por lo mismo, en la jerarquización de las normas 

jurídicas. la ley ocupa un sitio preferente al de reglamento. 
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En términos generales, la jerarqula está lntimamente vinculada a la 

idea del valor; asl pues, entre las leyes debe existir una jerarqula, 

sustentada en el valor, el cual debe ser tutelado por la misma ley, de 

tal manera que en caso de contradicción de las leyes, deberá 

prevalecer aquella cuyo valor tutelado es de mayor rango. 

En nuestro sistema juridico mexicano la jerarqula de las leyes es la 

siguiente: 

1.- Normas fundamentales, contenidas en la Constitución. 

2.- Normas secundarias, de las leyes aprobadas por el congreso. 

3.- Normas reglamentarias, contenidas en los reglamentos, decretos, 

órdenes y acuerdos emitidos por el Poder Ejecutivo y, en sus casos, 

por las Secretarias y Departamentos de Estado. 

4.- Normas individualizadas, contenidas en las sentencias o en los 

convenios celebrados entre particulares. 

3.- LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 

Toda vez que la jerarquía de las leyes y la Supremacía Constitucional 

sobre los demás dispositivos legales está sustentada en el valor que 

tutelan, el respeto por dicha norma debe emerger de forma natural y 

espontánea en los gobernados y en las autoridades. El principio que 

establece la supremacia y el que determina su jerarqula superior 

respecto de todo el orden normativo que existe en el pals de la 

Constitución Mexicana, ha sido consignado con fines netamente 

pragmáticos; el principio se consigna de manera general de dos 
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formas: una explicita, en el articulo 40 constitucional, que dispone que 

es una ley fundamental, con todo lo que esto significa; la otra, 

implicita, que se desprende del término que se utiliza para 

denominarla: constitución; porque constituye, faculta y limita. 

El principio que establece la supremacla de la Constitución Polltica 

Mexicana respecto de todo el orden normativo que existe en el pals, 

se consigna de dos formas; una explicita que establece que es una ley 

fundamental y la otra implicita, que desprende del término que se 

utiliza para denominarla como tal: "Constitución". 

Por otro lado, la forma de la supremacia constitucional explicita a que 

nos referimos en el párrafo precedente, podemos encontrar 

consignada principalmente en los articulas 40 y 133 del ordenamiento 

legal en cita, en los siguientes términos: 

El articulo 40 constitucional, el principio de supremacia constitucional 

se establece de la siguiente manera: 

"Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en 

una República repreaentativa, democrática, federal, compueata de 

Estado• librea y soberanos en todo lo concerniente a su r6glmen 

interior; pero unido• en una Federación establecida según los 

principios de esta ley fundamental" 

Tal precepto consigna que la forma de gobierno debe ser republicana 

(donde la jefatura del Estado no es vitalicia, sino de renovación 
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periódica, para la cual se consulta la voluntad popular), representativa, 

(donde la elección de mandatarios puede hacerse directa e 

inmediatamente por los ciudadanos, esto es, mediante elección 

directa), democrática (donde los ciudadanos eligen a sus 

representante), y federal (donde coexisten dos órdenes, con sus 

propias facultades y jurisdicciones, uno el federal, por antonomasia, el 

otro, local o estatal), asimismo prevé la existencia de entidades 

federativas (estados) que se rigen en su estructura, funcionamiento y 

distribución pro lo que la Constitución Federal disponga. 

El plano jerárquico superior en que se encuentra la Constitución no 

sólo implica que el orden jurídico que de ésta deriva deba estar de 

acuerdo con ella, sino, además, que ese mismo orden esté de acuerdo 

con el texto que derive de las reformas que se introduzcan al texto, por 

lo que la inconstitucionalidad de una norma derivada puede originarse 

tanto por estar en contra de un texto fundamental vigente en el 

momento de emitirse como por contradecir una reforma constitucional. 

Este principio es aplicable aun en los casos de los tratados 

internacionales. 

El articulo 128 constitucional establece la obligación de todos los 

funcionarios públicos a protestar guardar la Constitución; el término 

guardar se utilizar en su acepción de respetar y hacer acatar. Se ha 

entendido que una ley emana de la Constitución cuando e:s.tá de 

acuerdo con ésta, pero ¿cuándo no lo está, le está permitido a todo 

servidor público hacer ese juicio de valor? Esta posibilidad es 
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aceptable cuando la inconstitucionalidad no es evidente, sin embargo, 

no lo será cuando a todas luces salte ese vicio. 

De lo anterior podemos concluir que las constituciones y leyes locales, 

cuando están de acuerdo con la general, también emanan de ésta, por 

lo tanto, también deben ser observadas y guardadas por los servidores 

públicos federales; nada dispensa esta obligación. En forma expresa o 

tácita diversos preceptos consignan el principio de Supremacla 

Constitucional en relación con el orden normativo estatal y los órganos 

de autoridad local. Existe el principio general de que las constituciones 

y las leyes locales no podrán contravenir las estipuladas en la Carta 

Magna del pais; a esto se le denomina Pacto Federal. El articulo 133 

del código supremo mexicano establece : 

"Articulo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la 

Unión que emanen de ella y todos lo• tratados que estén de 

acuerdo con la misma, celebrado• y que se celebren por el 

Presidente d• la República, con aprobación del Senado, ser•n 

Lev Suprema de la Unión. Los jueces de cada Estado se 

arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 

disposiciones en contrario que pueda haber en las 

Constituciones o leyes de los Estados." 

Este precepto enuncia el principio de Supremacía Constitucional por 

medio del cual se dispone que la Constitución es la ley suprema, es la 

norma cúspide de todo el orden jurídico, es la base de todas las 

instituciones y el ideario de un pueblo. La supremacla constitucional 
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representa la unidad de un sistema normativo, y apuntala para los 

hombres un cierto margen de seguridad porque éstos saben que 

ninguna ley o acto debe restringir la serie de derechos que la 

Constitución les otorga y que si esto acontece existe un medio 

reparador de la arbitrariedad. 

El principio de Supremacía Constitucional y el del control de la 

constitucionalidad de leyes y actos son complementarios. Uno se 

sustenta en el otro. Como tanto se ha dicho, de muy poco servirla que 

se estableciera que ninguna ley o acto puede violar la norma suprema 

si ésta no establecerla el medio adecuado para hacer efectivo dicho 

enunciado. El principio de Supremacía Constitucional es la mejor 

seguridad de que los derechos individuales serán respetados por los 

gobernantes, pues las leyes fundamentales no sólo obligan al 

legislador a respetarlas sino que le prohiben legislar sobre 

determinadas materias; en otras ocasiones le indican con toda 

precisión hasta dónde puede llegar su acción. 

El principio de Supremacla Constitucional encierra dos nociones: la 

idea de legalidad y la de establlldad juridlca. La legalidad en el 

entendido que ningún acto es válido si no halla apoyo o sostén en el 

Código Supremo y la estabilidad juridlca estriba en que la norma de 

normas es la unidad del orden y absolutamente ningún acto puede ir 

contra ella, a menos que el pueblo decida cambiar el orden que 

caduca, la idea vieja de derecho por una nueva idea del mismo que 

satisfaga mejor sus aspiraciones y sus necesidades. 
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Por último diremos que es inherente al concepto constitucional el ser 

suprema, no puede ser de otra manera porque está llamada a 

constituir, para poder hacerlo requiere que en lo interior todo le esté 

subordinado y estructurado siguiendo sus lineamientos generales, 

nada que le sea contrario puede subsistir o ser válido. 

4.- EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LEYES EN LA LEGISLACIÓN 

VIGENTE. 

Muy brevemente haremos referencia a la regulación mediante la cual 

es posible plantear la inconstitucionalidad de normas generales, de 

acuerdo con lo dispuesto por la Constitución, ese aspecto en la 

actualidad asume una doble configuración, que son: 

a) la controversia constitucional 

b) la acción de inconstitucionalidad 

a) La controversia conatltuclonal. es un juicio federal, planteados 

entre órganos públicos. en virtud del cual la Suprema Corte de 

Justicia de la nación examina la constitucionalidad de las normas 

generales o actos de autoridad emitidos por el sujeto demandado, 

con base en los conceptos de invalidez expresados por el sujeto 

actor. 

La forma de juicio está determinada por la existencia de demanda y 

contestación, periodos probatorios y resolución jurisdiccional de la litis 

planteada, lo que significa que se cumple el modelo de contradictorio 
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básico. Se trata de un juicio de carácter federal, porque se plantea y 

tramita ante un tribunal federal (como lo es la Suprema Corte de 

.Justicia de la Nación), además de que su finalidad es examinar la 

adecuación de la norma o acto controvertido a las disposiciones 

constitucionales. 

La sentencia que se dicte en una controversia constitucional tiene 

efectos vinculatorios; esto es, lo resuelto tiene el carácter de cosa 

juzgada y obliga a las partes que intervinieron en el juicio y, en ciertos 

casos, alcanza efectos generales. 

El articulo 105, fracción 1, Constitucional, establece lo siguiente: 

"Articulo 105.- La Suprema Corte de .Justicia de la Nación conocerá, 

en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 

siguientes: 

1.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las que 

se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 

a) la Federación y un Estado o el Distrito Federal; 

b) la Federación y un Municipio; 

c) el Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de 

las Cámaras de éste o. en su caso, la Comisión Permanente, sean 

como órganos federales o del Distrito Federal; 

d) Un Estado y otro; 

e) Un Estado y el Distrito Federal; 
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f) El distrito Federal y un municipio; 

g) Dos municipios de diversos Estados; 

h) Dos poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de 

sus actos o disposiciones generales; 

i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de 

sus actos o disposiciones generales; 

j) Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la 

constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; y 

k) Dos órganos de gobiemo del Distrito Federal, sobre la 

constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales 

de los Estados o de los municipios impugnadas por la Federación, de 

los municipios impugnadas por los Estados, o en los casos a que se 

refieren los incisos c), h), y k) anteriores, y la resolución de la Suprema 

Corte de Justicia las declara inválidas, dicha resolución tendrá efectos 

generales cuando hubiera sido aprobada por una mayorla de por los 

menos ocho votos. 

En los demás, casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 

tendrán efectos únicamente respecto de la partes en la controversia. 

Las controversias constitucionales se rigen por lo dispuesto en los 

articulas 104, 105 y 107, fracciones XVI, constitucionales, asl como 

por la Ley Reglamentaria de las fracciones 1 y 11 del articulo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Código Federal de 
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Procedimientos Civiles; dichos ordenamientos legales en cita, 

establecen la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación para conocer de este tipo de juicios, asl como la procedencia 

básica de las controversias constitucionales y las consecuencias de 

que una autoridad desobedezca lo resuelto en ellas. 

b) La acción de lncon•tltuclonalldad es un juicio federal planteado 

entre órganos públicos, en virtud del cual la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación examina la constitucionalidad de normas 

generales o tratados internacionales con base en los conceptos de 

invalidez por la parte actora. 

La forma de juicio está determinada por la existencia de demanda, 

contestación y resolución jurisdiccional de la litis planteada, lo que 

significa que se cumple el modelo del contradictorio básico. Se trata de 

un juicio de carácter federal porque, al igual que las controversias 

constitucionales, se plantea y tramita ante un tribunal federal como lo 

es la Suprema Corte de Justicia de la Nación, además de que su 

finalidad es examinar la adecuación de las normas generales o 

tratados internacionales a las disposiciones constitucionales. 

La sentencia que se dicte en los juicios de acciones de 

inconstitucionalidad tienen efectos vinculatorios; esto es, lo resuelto 

tiene el carácter de cosa juzgada y obliga a las partes que intervinieron 

en el juicio e incluso a quienes no hayan participado en él, dado que la 

declaración de invalidez tiene efectos generales y obliga a derogar la 

norma general o tratado internacional contrario al texto constitucional. 

112 



Las acciones de inconstitucionalidad se rigen por lo dispuesto en los 

articulas 104, 105 y 107, fracción XVI, constitucional, asl como por la 

Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Articulo 105 de la 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley 

Orgánica del Poder .Judicial de la Federación y el Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en idénticos términos que las controversias 

constitucionales que ya estudiamos en párrafos anteriores. 

Al estudiar las controversias constitucionales precisamente el 

concepto y clasificación de la legitimación, por lo que nos remitimos a 

lo ya apuntado en ese apartado, dado que en términos del articulo 59 

de la Ley Reglamentaria del Articulo 105 Constitucional, a las acciones 

de inconstitucionalidad son aplicables todas las disposiciones 

establecidas en la propia ley respecto de las controversias 

constitucionales, salvo que expresamente se ordene otra cosa. 

La ley reglamentaria no regula expresamente las partes que 

intervienen en una acción de inconstitucionalidad, por lo que, conforme 

al articulo 1 O del mismo ordenamiento, serán partes: 

1 . El actor, que es el órgano, fracción parlamentaria o partido politice 

que promueva la acción; 

2. Los demandados. que son los órganos legislativos y ejecutivos que 

hubieran emitido y promulgado la norma general o tratado 

internacional objeto de la acción de inconstitucionalidad. 

3. El tercer interesado, que es la entidad, poder u órgano que sin tener 

el carácter de actores o demandados, pudieran resultar afectados 
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por la sentencia que se dicte al resolver la acción de 

inconstitucionalidad; y 

4. El Procurador General de la República. 

De acuerdo con la fracción ti del articulo 105 Constitucional, no 

cualquier órgano público puede promover una acción de 

inconstitucionalidad dado que ello sólo permita a: 

l. El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la 

Cámara de Diputados al Congreso de la Unión cuando se 

impugnen leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el 

Congreso de la Unión. 

ti. El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la 

Cámara de Senadores al Congreso de la Unión, cuando se 

impugnen leyes federales o del Distrito Federal, expedidas por el 

Congreso de la Unión o tratados internacionales celebrados por 

el Estado Mexicano. 

111. El Procurador General de la República, quien puede impugnar 

leyes federales, leyes estatales o del Distrito Federal, asl como 

tratados internacionales, siendo asi el único órgano que puede 

promover acciones de inconstitucionalidad contra cualquier 

norma general. 

IV. El treinta y tres por ciento de los integrantes de cualquier órgano 

legislativo estatal, siempre que se trate de leyes expedidas por el 

mismo órgano legislativo del que los promoventes formen parte; 
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V. El treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea de 

Representantes del Distrito Federal, siempre que se trate de 

leyes expedidas por la propia asamblea; 

VI. Los partidos politicos con registro federal, cuando impugnen 

leyes electorales; y 

VII. Los partidos pollticos con registro estatal, respecto de leyes 

electorales expedidas por el órgano legislativo de la entidad 

federativa que les haya expedido el registro mencionado. 

Lo anterior excluye la posibilidad de que el Presidente de la República 

intervenga en una acción de inconstitucionalidad como actor, pero 

puede hacerlo como demandado cuando haya promulgado la norma 

general o celebrado el tratado internacional impugnado, o incluso 

como tercero interesado cuando el objeto de la acción regule en 

alguna forma sus facultades y obligaciones. 

Por lo que el objeto de una acción de inconstitucionalidad lo constituye 

una norma general o tratado internacional, cuya constitucionalidad se 

impugna por el actor, y que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

debe determinar con base en los conceptos de invalidez formulados 

en la demanda respectivo; y, su finalidad, examinar la 

constitucionalidad de la ley o tratado internacional controvertido; esto 

es. determinar si se ajusta o no a las disposiciones constitucionales, 

para lo cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce su 

facultad de interpretar el texto constitucional y fijar su sentido y 

alcances. 
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Re•ulta entonce•, que la declaración de inconetitucionalldad 

exiete actualmente en nueetro ordenamiento federal y que, en 

alguno• ca•o•, tal declaración tiene efectoe general••· A través 

del proceso de controversia constitucional y del procedimiento de 

acción de inconstitucionalidad es posible que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN) declare la inconstitucionalidad de una 

norma jurídica de carácter general. 

Pero, ¿En qué hipótesis de procedencia de la controversia 

constitucional los efectos de la declaración de inconstitucionalidad 

adquiere efectos erga omnes, es decir, generales? Cuando: 

1 .- La disposición general emitida por un municipio sea impugnada por 

la Federación o los Estados, pero en un solo sentido; 

2.- La disposición general emitida por un Estado sea impugnada por la 

Federación, en un solo sentido; 

3.- Exista un conflicto entre el Poder Ejecutivo y el Congreso de la 

Unión, aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la 

Comisión Permanente con motivo de la constitucionalidad o legalidad 

de normas generales o individuales; 

4.- Exista un conflicto entre dos Poderes de un mismo Estado con 

motivo de la constitucionalidad de sus normas generales o 

individuales: 
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5.- Exista un conflicto entre dos órganos de gobierno del Distrito 

Federal con motivo de la constitucionalidad de sus normas generales o 

individuales. 

En los casos anteriores los efectos de la sentencia que declara la 

inconstitucionalidad de una disposición general serán generales si la 

misma es aprobada por una mayoria de al menos ocho votos de once 

posibles (72.72 º/o). Asi, la declaración de inconstitucionalidad derivada 

o resultante de un proceso de controversia constitucional sólo tendrá 

efectos generales si cubre dos requisitos esenciales: 1 )que se trate de 

alguna de las cinco hipótesis que lo permiten y 2) que la sentencia sea 

aprobada por una mayoria de al menos ocho votos. 

En este sentido es necesario recalcar algunas diferencias entre la 

controversia constitucional y la acción abstracta de 

inconstitucionalidad en el ordenamiento mexicano: 

1 .- En la controversia constitucional instaurada para garantizar el 

principio de división de poderes, se plantea una invasión de las 

esferas competenciales establecidas en la Constitución, en tanto que 

en la acción de inconstitucionalidad se alega una contradicción entre la 

norma impugnada y una de la propia Ley Fundamental. 

2.- En cuanto a las normas generales, en la controversia constitucional 

no pueden impugnarse normas en materia electoral, en tanto que, en 

la acción de inconstitucionalidad pueden combatirse cualquier tipo de 

normas. 
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3.- Por lo que hace a los actos cuya inconstitucionalidad puede 

plantearse, en la controversia constitucional pueden impugnarse 

normas generales y actos, mientras que la acción de 

inconstitucionalidad sólo procede por lo que respecta a normas 

generales (leyes federales, leyes locales y tratados internacionales). 

4.- Los efectos de la sentencia dictada en la controversia 

constitucional tratándose de normas generales, consistirán en declarar 

la invalidez de la norma con efectos generales siempre que se trate de 

disposiciones de los Estados o de los Municipios impugnados por la 

Federación, de los Municipios impugnados por los Estados, o bien, en 

conflictos de órganos de atribución y siempre que cuando menos haya 

sido aprobada por una mayoria de por lo menos ocho votos de los 

Ministros de la Suprema Corte, mientras que en la acción de 

inconstitucionalidad la sentencia tendrá efectos generales siempre y 

cuando ésta fuera aprobada por lo menos por ocho ministros. 

En este último sentido, el articulo 72 de la Ley Reglamentaria de las 

fracciones 1 y 11 del articulo 105 de la Constitución Polltica de los 

Estados Unidos Mexicanos dispone que tratándose de acciones de 

inconstitucionalidad, las resoluciones de la SCJN solo podrán declarar 

la invalidez de las normas impugnadas, si fueren aprobadas por 

cuando menos ocho votos, lo cual es establecido en la Constitución 

misma. El referido ordenamiento legal continúa senalando que si no se 

aprobaran por la mayoria indicada, el Tribunal Pleno desestimará la 

acción ejercida y ordenará el archivo del asunto. Esto significa que 
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toda sentencia que le recaiga a un procedimiento de acción de 

inconstitucionalidad que declare la inconstitucionalidad de una ley 

federal, una ley local o un tratado internacional, para tener efectos 

generales debe ser aprobada por cuando menos ocho votos de once 

posibles; en caso contrario la acción se desestima y se envla al 

archivo. No es que la votación calificada se exija para que la sentencia 

tenga efectos generales, sino que el proyecto de sentencia sólo se 

convierte en sentencia definitiva si se aprueba por cuando menos ocho 

votos. Esto no sucede porque, por su propia naturaleza, a un 

procedimiento de acción de inconstitucionalidad no le puede recaer 

una sentencia que tenga efectos inter a/ia, puesto que el objeto de 

análisis es una norma general, no un acto de aplicación de la misma. 

Asi, en el ordenamiento juridico federal mexicano la declaración de 

que una norma general es inconstitucional tiene efectos generales sólo 

tratándose de : 

1 . Controversia constitucionales en las cuales se actualiza una de las 

cinco hipótesis de aplicación ya sei'laladas y la sentencia que le 

recaiga a las mismas sean aprobadas por cuando menos ocho votos 

de once posibles; y, 

2. Acciones de inconstitucionalidad a las que les recaiga una sentencia 

aprobada por cuando menos ocho votos de once posibles. 

Los efectos generales de una declaración de inconstitucionalidad 

pronunciada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación no son 
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desconocidos en el ordenamiento jurídico mexicano. La reforma de 

1994 practicada al articulo 105 constitucional, diversificó las 

posibilidades de que el máximo tribunal del pals ordene la no 

aplicación, en ningún caso, de un texto normativo de carácter general 

considerado contrario a la Constitución. No obstante ello, se podrla 

pensar que, entonces, la posibilidad de que se manifiesten los efectos 

generales de las sentencias que declaran la inconstitucionalidad de 

una norma general datan, en México, de 1994. Nada más falso. Como 

abajo se anotará, el sistema de defensa de la constitucionalidad 

federal diseñado por Mariano Otero en 1847 preveía tal posibilidad, 

misma que, a pesar de que tal diseño se desvirtuó, continúo 

existiendo, incluso hasta antes de la reforma de 1994. 

Lo anterior es así puesto que, la preservación de la redacción de 

Mariano Otero. que como hemos dicho tradujo claramente el principio 

de los efectos particulares, los cuales eran muy justificados en la 

época en que se propuso, pero, como veremos en el siguiente punto 

de estudio, y de acuerdo a lo establecido al inicio de este capitulo en 

cuanto a la evolución del amparo en América latina, hemos señalado 

que esta posición resulta ineficaz. 

5- LA FÓRMULA OTERO. 

La mencionada "fórmula Otero" se encuentra contenida en la fracción 

11 del articulo 107 constitucional, que establece: 
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"La sentencia aer6 siempre tal, que sólo •• ocupe de Individuos partlcula,..., 

llmltlilndoae a ampararlos y protegerlos en el caso ••pec:lal sobre el que 

verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto 

que la motivare." 

En relación a ello diremos que ésta es la "mal llamada fórmula Otero" 

¿por qué? Por dos razones: 

1. Por que no expresa algo que un procesalista no conozca, a saber, 

que toda sentencia judicial tiene efectos relativos, es decir, que sólo 

vincula a las partes. En materia civil hay una excepción tratándose 

de acciones del estado civil, en que la sentencia tiene efectos erga 

omnes, pero la regla general es que ésta afecta la esfera jurldica de 

quienes litigaron, no de los sujetos extraños a la relación procesal, 

por lo que es incorrecto atribuir a Mariano Otero la paternidad de lo 

que desde siempre se ha considerado una caracteristica de las 

sentencias dictadas en procesos jurisdiccionales. 

2. Porque dicha fórmula sólo corresponde de modo parcial a lo que en 

realidad propuso Mariano Otero. En efecto, la fórmula original que 

ideó este jurista se encuentra contenida en los articulas 22, 23, 24 y 

25 del "Acta de Con•tltución y de Reforma• de 1847'', en el 

tenor siguiente: 

"Articulo 22. Toda Ley de lo• e•tado• que ataque la Con•tltuclón 

o las Leye• general••· será declarada nula por el congre•o; pero 
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esta declaración sólo podrá ser Iniciada en la c6mara de 

senadores." 

"Articulo 23. SI dentro de un mes de publicada una ley del 

congreso general, fuera reclamada como anticonstitucional, o por 

el presidente, de acuerdo con su ministerio, o por diez diputados, 

o por seis senadores, o tres legislaturas, la suprema corte, ante la 

que se hará el reclamo, someterá la ley al examen de las 

legislaturas, la• que dentro de tres meses, y precisamente en un 

mismo dia, darán su voto." 

"Articulo 24. En el caso de los dos articulo• anteriores, el 

congreso general y las legislaturas a su vez, •• contraerliln a 

decidir únicamente si la ley de cuya Invalidez •• trate •• o no 

inconstitucional; y en toda declaración afirmativa•• insertarliln la 

letra de la ley anulada y el texto de la Constltu"lón o ley general a 

que•• oponga." 

"Articulo 25. Los tribunales de la federación ampararliln a 

cualquier habitante de la república en el ejercicio y conservación 

de los derechos que le conceda esta Constitución y las leyes 

constitucionales, contra todo ataque de los poderes legl•latlvo y 

ejecutivo, ya de la federación, ya de los estados, llmlUindose 

dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular 

sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración 

general respecto de la ley o del acto que le motivare." 
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Ahora bien, cuando se mencionan los antecedentes de la fracción 11 

del articulo 107 sólo se hace referencia al articulo 25 del proyecto, y 

no a los anteriores, por lo que se pone en boca de Otero algo que en 

realidad no dijo, o por lo menos lo expuso sólo en referencia a una 

parte del sistema que proponla y no a su totalidad. 

Por lo general, en las clases de derecho de Amparo nuestros 

profesores sostienen que la famosa "Fórmula Otero" es un rasgo de 

identidad y nacionalidad del muy mexicano Juicio de Amparo. La 

citada "fórmula" no es otra cosa, como ya lo establecimos 

previamente, que la consagración y aplicación del principio de "la 

relatividad de la cosa juzgada como efecto de la sentencia de 

amparo". Es preciso tener cuidado al distinguir entre la ejecutoria de la 

sentencia y la cosa juzgada, pues la primera se cumple cuando no hay 

recursos pendientes por no otorgarlos la ley o por haber pasado el 

término para interponerlos, cualquiera que sea la sentencia, en tanto 

que la segunda es una calidad especial que la ley les asigna a algunas 

sentencias ejecutoriadas. No hay cosa juzgada sin ejecutoria, pero si 

ésta sin aquélla. 

Para dejar más claro este concepto, cabe citar como el Código 

Federal de Procedimientos Civil•• de aplicación supletoria a la Ley 

de Amparo, mismo que en sus numerales 354, 355 y 356, define a la 

sentencia ejecutoriada. 
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"Articulo 354. L• co•• luzq•d• •• I• verd•d leg•I, y contr• ell• no 

•• •dmlte recurso ni prueb• de nlngun• el•••· ••lvo los c••o• 

expresamente determin•dos por l• l•y." 

"Articulo 355. H•Y coa• luzq•d• cu•ndo I• aentencl• h• c•u••do 

mecutori•." 

"Articulo 356. Cauaan ejecutoria I•• siguiente• ••ntenci••: 

l. Las que no admlt•n ningún recurso; 

11. La• que, admitiendo algún recurso, no fueron recurrid••· o, 

habl6ndolo sido, •• h•Y• decl•r•do desierto el Interpuesto, 

o haya desistido el recurrente de 61; y 

111. Las consentid•• expre•amente por I•• P•rt••· su 

representante legitlmos o sus m•nd•t•rios con poder 

bastante." 

Ahora bien, por fórmula se puede entender un medio práctico 

propuesto para resolver un asunto controvertido o ejecutar una cosa 

difícil, o bien una manera fija de redactar algo, o incluso una receta del 

médico o para confeccionar alguna cosa. En efecto, del articulo 107 

fracción 11 constitucional. transcrito en lineas que anteceden, se 

desprende que, lejos de ser una fórmula es una regla, es decir. aquello 

que ha de cumplirse por estar así convenido por una colectividad o 

bien un estatuto. constitución o modo de ejecutar una cosa. En todo 

caso el término principio serla el mas adecuado, para designar a la 
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misma, pues por tal se entiende "norma o idea fundamental, que rige 

el pensamiento o la conducta". 19 

Se puede discutir sobre si el principio que consagró Otero respecto del 

Juicio de Amparo se refiere a la sentencia o a la cosa juzgada; 

entendiéndose por la primera como "/• resolución }ud/cl•I que 

decide deflnltlv•mente el pleito o c•u•• en cu•lquler lnat•ncl• o 
recurso, o cu•ndo, según l•s leyes proces•/es, deban revestir 

est• hJrma . • .ao; mientras que por cosa juzgada, como ya se preciso en 

el paragrafo precedente, se entiende a la sentencia ejecutoriada; por 

tanto la sentencia como la cosa juzgada, por regla general, 

únicamente surten sus efectos sobre quienes han intervenido en el 

juicio con el carácter de partes. Utilizaré, al azar, para la explicación de 

este punto, el término de cosa juzgada; los efectos de ésta son, 

esencialmente, dos: 

1 .- Establecimiento de una prohibición a los juzgadores de "entrar a 

resolver sobre el fondo de las pretensiones que ha sido materia de la 

sentencia", es decir, la inmutabilidad: 

2.- La declaración de certeza contenida en la sentencia se torna 

"indiscutible en nuevos procesos", es decir, adquiere definitividad. 

No obstante lo anterior, ya que los juzgadores no pueden proveer por 

19 Diccionario de la Real Academia. 2000 pag. 1667. 
20 Diccionario .Juridico Espasa, Editorial Espasa Calpe, Madrid, Espana, 2001, pagina 1304. 
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vía general y deben limitarse a decidir al caso concreto y con valor 

para el mismo (sin perjuicio de que la ley otorgue efectos erga omnes 

a ciertas sentencias), la cosa juzgada está sujeta a dos limites: uno 

objetivo, que atiende a la materia, objeto, hecho o cosa sobre la que 

versó el litigio o proceso, y otro subjetivo, que atiende a las personas 

que han sido parte en un litigio o proceso. 

La esencia de la cosa juzgada desde el punto de vista objetivo 

consiste en esto: no permite que el juez, en un proceso futuro, pueda 

de alguna manera desconocer o disminuir el bien reconocido en el 

precedente, por lo que es posible identificar el límite objetivo de la 

cosa juzgada con uno de los efectos directos que produce, es decir, la 

inmutabilidad. El principio general que rige el limite subjetivo de la 

cosa juzgada postula que ésta como resultado de la resolución de la 

relación procesal es obligatoria para los sujetos de esta relación, ya 

que, como cualquier otro acto jurídico, la sentencia sólo afecta a las 

partes que intervinieron en el proceso del que deriva ésta: no obstante, 

la cosa juzgada, precisamente como cualquier otro acto jurídico, existe 

y es válida frente a todos, incluso los que no intervinieron en el 

proceso. Esto significa que los efectos inmediatos y directos de la cosa 

juzgada recaen en quienes intervinieron en el proceso con el carácter 

de parte, pero el estado de cosas a que da lugar dicha cosa juzgada 

debe ser respetado por todos los demás individuos, todos ellos están 

obligados a reconocer la cosa juzgada entre las partes, pero no 

pueden ser perjudicados por ella. 
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Este principio comenzó a gestarse en el derecho romano, por lo que 

novedoso, aún para el lejano siglo XIX, no puede considerarse. Las 

sentencias judiciales se rigen por el principio de que sus efectos sólo 

los resienten las partes que intervinieron en el proceso. Este es un 

principio general. La institución del amparo reviste la forma de un 

proceso judicial, es decir, de un juicio. A los juicios les recaen 

sentencia. El amparo es un juicio y entonces le recae una sentencia. 

Ésta, como todas las sentencias judiciales, sólo surte sus efectos 

sobre las partes que participaron en el juicio; p•r•cl•r•, entonce•, 

que Otero no propu•o un• fórmul• ni enunció un principio 

novedo•o•, simplemente expresó •lgo obvio: que I•• sentencia• 

que se dictaran al cabo de lo• juicio• d• •mparo únicamente 

tienen efectos para la• parte• que Intervinieron en lo• mismo•. 

¿Por qué razón Otero habría querido expresar algo conocido y 

reconocido, tomando en cuenta su talento jurldico? 

El Acta de Reformas de 1847 se"aló, en su articulo 25 que los 

tribunales de la Federación "ampararán a cualquier habitante de la 

República en el ejercicio y conseivación de los derechos que le 

concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo 

ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya 

de los Estados; limitándose dichos tribunales a impartir su protección 

en el caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna 

declaración general respecto de la ley o del acto que lo motivare". Se 

ha dicho y convenido que la razón de ser de este principio de acuerdo 

al pensamiento de Otero, así como de los constituyentes de 1857, era 

evitar que con una declaración general de inconstitucionalidad, que 
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derogara o aboliera la ley reclamada, se provocaran fricciones entre 

los poderes y pugnas violentes entre el Poder Judicial y el Legislativo y 

aun el Ejecutivo. Se afirma también, y en ello se conviene igualmente, 

que Otero habrla hecho suyas las prevenciones que Tocqueville relata 

en su famoso libro "La Democracia en América". 

Para la cabal compresión de la obra de Otero, plasmada en la citada 

Acta, es necesario reconstruir completamente el sistema de protección 

de la constitucionalidad que el jaliscience ideó; es decir, considero que 

para entender el principio de la relatividad de las sentencias de 

amparo es preciso no conformarse con la lectura del articulo 25 del 

Acta de Reformas, sino confrontar este numeral con los demás que 

integran una parte especial de este documento. 

El articulo 22 señalaba que "Tod• ley de loa Eatadoa que •taque I• 

Conatituclón o la• l•Y•• general••, aerá decl•r•d• nul• por el 

Congreao; pero eata declar•clón aólo podrá ••r Iniciada en la 

Cámara de aenadorea." Esto se complementaba con lo que disponia 

el siguiente articulo "SI dentro de un• mea de publicada una ley del 

Congreso general, fuera recl•mad• como antlconatltuclonal, ó 

por el Prealdente, de acuerdo con au Mlnlaterlo, ó por diez 

diputado•, ó por ••I• aenadorea, ó trea Leglalaturaa, la Suprema 

Corte, ante la que ae h•rá el reclamo, someterá la ley al ex•m•n 

de laa leglalaturaa, I•• que dentro de tr•• meaea, y preclaamente 

en un miamo dia, d•rán au voto. Laa declaraclonea •• remitirán á 

la Suprema Corte, y •ata publicará el reaultado, quedando 

anulada I• ley, al aai lo reaolvlere la mayoria de laa Leglalaturaa". 
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Esto no es sino un antecedente directo de la actual controversia 

constitucional, pues lo que se dirime es un posible conflicto entre una 

ley y la Constitución General de la República, en un primer caso, o 

entre una ley estatal y una federal, en el segundo, precisamente en lo 

que toca a la distribución de competencias que ésta establecia, según 

se desprende del voto particular de Otero. 

Es evidente que los efectos de este procedimiento eran generales, 

pues, según el articulo 24 de la citada Acta, "el Congre•o gener•I y 

la• Legl•latura• a •u vez, •• contra•r•n a decidir únlc•mente •I I• 

ley de cuya Invalidez •• trate e• ó no antlconatltuclon•I; y en tod• 

declaración afirmativa •• ln••rt•r•n I• letra de la ley •nul•d• y el 

texto de la Con•tltuclón ó ley general á que •• opong•". La 

declaración de inconstitucionalidad de una ley estatal o federal, 

realizada ya sea por el Congreso general (iniciada en la Cámara de 

senadores) o por las Legislaturas locales (computada por la Suprema 

Corte) tenia efectos generales. 

Sólo después de estas disposiciones Otero incluyó el famoso articulo 

25: "Los Tribunal•• de la Federación amp•rarán • cu•lquler 

habitante de la República en el ejercicio y con•erv•ción de lo• 

derechos que le conced•n ••ta Conatltuclón y la• leyea 

constltuclonale•, contr• todo •teque de lo• derecho• que le 

concedan eata Con•tltuclón y I•• l•ye• con•tltuclon•lea, contra 

todo ataque de lo• Poder•• Legl•l•tlvo y Ejecutivo, y• de I• 

Federación, ya de lo• E•tedoa; limltmndo•e dicho• trlbun•I•• a 

impartir •u protección en el ca•o p•rtlcular •obre que vera• el 
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proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley 

o del acto que lo motivare". Me parece que es notoria la diferencia 

entre ambos mecanismos: 

1.- Mientras que la acción de inconstitucionalidad es planteada por 

órganos o miembros de los órganos del Estado, el juicio de amparo es 

promovido por ciudadanos particulares; 

2.- En tanto que de la acción de inconstitucionalidad conoce el 

Congreso general o las Legislaturas de los estados, del Juicio de 

Amparo lo hacen los tribunales federales; 

3.- Se infiere que, si en el caso de la acción de inconstitucionalidad, se 

lleva a cabo una evaluación eminentemente polltica, tratándose del 

Juicio de Amparo se ejerce un examen eminentemente jurldico. 

Esto conduce, entonces, a senalar que Otero diseno un sistema de 

control de la constitucionalidad mixto, es decir, tanto polltico como 

judicial. Al primero. llevado a cabo por órganos pollticos, no dudó en 

dotarlo de efectos generales, y al segundo, realizado por los tribunales 

federales, le asignó, únicamente, efectos particulares. ¿La causa? 

Creo que es evidente: el control politico de la constitucionalidad era 

ejercido por órganos pollticos mediante un procedimiento en el cual se 

presentaba consideraciones estrictamente políticas (de oportunidad), 

mientras que el control judicial de la constitucionalidad era llevado a 

cabo por órganos estrictamente jurisdiccionales a través de un 

proceso judicial, al que le recala una sentencia, misma que, como 
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todas las demás sentencias, sólo producla sus efectos sobre las 

partes de dicho proceso. 

El "sistema anulatorio de leyes inconstitucionales erga omnes" creado 

por Otero persegula la finalidad de salvaguardar los limites respectivos 

del poder general y del poder de los Estados, es decir la división de 

competencia entre el gobierno central y los gobiernos de las entidades 

federativas. Una vez diseñado este mecanismo de protección a la 

parte orgánica de la constitución, Otero es consecuente con su 

posición y crea otro proceso: el Amparo, dentro del cual las sentencias 

de los tribunales federales, contra leyes o actos inconstitucionales, a 

petición de individuos particulares, tienen una fuerza limitada al caso 

concreto, ya que las declaratorias de inconstitucionalidad -con efectos 

anulatorios o derogatorios generales -, los reserva a un procedimiento 

especial cuidadosamente meditado, mismo que se ha descrito arriba. 

El propio Otero, entonces, distingue peñectamente entre ambos, de 

forma tal que si el de la anulabilidad se encomienda al congreso y, en 

su caso, a la mayorla de las legislaturas, es lógico prohibirle luego a la 

justicia el que haga declaración alguna acerca de la 

inconstitucionalidad de la ley o acto recurrido, debiéndose limitar a 

proteger en particular. 

El propio Mariano Otero señaló la fuente del segundo sistema de 

protección de la Constitución, ese que hacia del Poder .Judicial Federal 

el protector de todos los habitantes de la república en el goce de sus 

derechos constitucionales contra los atentados del ejecutivo y el 

legislativo. 
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Sólo explicada de esta forma la famosa "Formula Otero" alcanza plena 

coherencia; es posible que se declare la inconstitucionalidad de una 

ley, federal o local, y que sus efectos sean erga omnes, aunque para 

lograrlo el poder judicial tenga mlnima o ninguna intervención; no 

obstante, mediante el .Juicio de Amparo este órgano cobra una 

importancia capital en el sistema de protección a la Constitución 

ideado por Otero. 

Sin embargo, en la Constitución Federal 1857 este sistema es 

parcialmente amputado debido a que la experiencia demostrada que la 

declaración general de inconstitucionalidad decretada por el Congreso 

General o por mayoría de las legislatura locales era, en cualquier 

caso, una declaración de guerra de potencia a potencia, y esta guerra 

venía con todas sus resultas, con sus más funestas consecuencias. 

Así, tras una serie de debates y confusiones, el Congreso 

Constituyente de 1857 aprobó la base del nuevo sistema de protección 

a la Constitución contenido en el articulo 1 01 , de forma tal que se 

establece que los tribunales de la federación resolverlan toda 

controversia que se suscitara: 

"l.- Por leyes o actos de cualquier autoridad que violaran las 

garantias Individuales; 

11.- Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 

restringieran la soberania de los Estados, y 
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111.- Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que Invadieran 

la esfera de la autoridad federal." 

Esta será la misma fórmula (en sentido estricto) que el Congreso 

Constituyente de 1917 recogió en el actual artículo 103. 

De esta manera se pretendió evitar un choque de voluntades entre el 

gobierno federal y los gobiernos locales; sin embargo, la supresión del 

antecedente de la controversia constitucional constituyó la eliminación 

del único medio de protección constitucional para alcanzar la nulidad 

de las leyes constitucionales. Asi, la prohibición de que los tribunales 

federales, al emitir una sentencia en un Juicio de Amparo, hiciesen 

alguna declaración general respecto de la ley o el acto que lo 

motivare, era razonable y lógica dentro de todo sistema de garantlas, 

pero carece de sentido en la Constitución de 1857 así como en la de 

1917, ya que en ninguna de estas dos se recogían la primera parte 

del sistema de Otero ni el principio de anulabilidad de las leyes 

inconstitucionales. 

Se puede concluir, entonces, que Otero: a) no se opuso a que una 

declaración de inconstitucionalidad tuviera efectos generales; b) 

diseñó un sistema mixto de garantlas constitucionales, uno protector 

de la parte orgánica (en particular de la división de competencias entre 

los gobiernos central y estatales) y otro protector de los derechos 

constitucionales de los individuos; c) atribuyó la protección de los 

derechos individuales constitucionalmente consagrados al órgano 

jurisdiccional federal, para que se llevara a cabo mediante un juicio; d) 
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aplicó un principio general (el de la relatividad de las sentencias 

judiciales o de la cosa juzgada) al nuevo tipo de juicio que instituia (el 

Amparo). 

El planteamiento del insigne jurista jaliscience es coherente y 

consistente. Sin embargo en ningún instante se hace mención de una 

institución fundamental de la justicia angloamericana: la regla del 

precedente o doctrina del stare decisis. Sin este elemento, el esquema 

oteriano se torna incompleto y peligrosamente deficiente: en realidad 

la formula Otero ha estado opuesta, en el amparo contra leyes, al 

principio de la jurisprudencia, según el cual los fallos van formando 

una regla para ser aplicada a los posteriores casos análogos. 

¿Es que acaso hay contradicción entre la "Formula Otero" (principio de 

relatividad de las sentencias de amparo) y la declaración general de 

inconstitucionalidad que se propone en la presente tesis? Sostengo 

que no hay contradicción alguna, que ambas instituciones pueden 

coexistir y que, es más, se complementan. En los siguiente puntos de 

estudio trataré de presentar los argumentos que justifican mi 

afirmación. 

6.- PROBLEMÁTICA ACTUAL DE LA DECLARACIÓN GENERAL 

DE INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY POR MEDIO DE LA 

JURISPRUDENCIA. 

Cabe dejar bien claro, que el efecto de la sentencia de amparo es 

cosa distinta de la obligatoriedad del precedente judicial, pues aquella 
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manera de tópico, toda sentencia de amparo, reviste dos aspectos. o 

pretende alcanzar dos finalidades: •) reaolver el caao que •• 

preaenta, y b) fijar el aentldo o •lgnlflcado de I•• l•Y•• y de la 

Conatltuclón. La sentencia, o la cosa juzgada, surtirá efectos 

únicamente entre las partes que intervinieron en el proceso. según el 

principio general que rige todas las sentencias judiciales; sin embargo, 

la fijación del sentido o significado de una norma legal o constitucional 

no puede tener efectos únicamente entre quienes tomaron parte en el 

juicio de amparo. 

En otras palabras, la sentencia resuelve o debe resolver el conflicto 

· particular del que conoció el juzgador, sin hacer "una declaración 

general respecto de la ley o acto" que lo generó; una sentencia judicial 

es una decisión que toma un juzgador; toda decisión, y sobre todo una 

generada por un órgano estatal ( como el juez). debe estar fundada y 

motivada, es decir. debe ser argumentada. justificada. La justificación 

de la sentencia (que estrictamente no se conforma sino con la parte 

conocida como puntos resolutivos) se contiene en lo que comúnmente 

se denomina considerandos. La doctrina acepta que la "Fórmula 

Otero" es aplicable a la parte resolutiva que no a la considerativa de la 

sentencia de amparo. 

De esta forma, toda sentencia de amparo resuelve el conflicto 

concreto, particular. que generó el juicio respectivo. La Constitución y 

la Ley de Amparo vigentes prohiben que en la parte resolutiva de la 

sentencia (la decisión en sentido estricto) se haga una declaración 

general respecto de la ley o acto que la motivaren, por lo que la 

135 



finalidad directa de la mencionada sentencia se alcanza al resolver, en 

concreto, el caso que se presenta, sin hacer generalizaciones. La 

finalidad indirecta, se alcanza cuando el juzgador fija el sentido de los 

textos normativos analizados (interpreta) en la parte considerativa de 

la misma sentencia; por definición estas consideraciones sobre el 

significado de las normas no pueden tener efectos particulares, sino 

generales, es más, propiamente no tendrian efecto alguno si no 

existiera una regla que obligara a los futuros jueces a tomar en cuenta 

el significado señalado. 

Lo anterior ayuda a distinguir entre la "Fórmula Otero" (principio de 

relatividad de las sentencias de amparo) y la obligatoriedad de la 

jurisprudencia federal derivada del juicio de amparo. La jurisprudencia 

es la interpretación que de la ley hacen los órganos jurisdiccionales 

facultados para ello. 

La jurisprudencia federal mexicana nació unida al juicio de amparo, 

más que eso, es resultado de los intentos unificadores de los criterios 

interpretativos contenidos en las sentencias de amparo dictadas en el 

último tercio del siglo XIX. No obstante que la jurisprudencia es 

obligatoria para el propio tribunal que la dicta, asi como los tribunales y 

juzgados de menor jerarquía, tal interpretación de las normas no tiene 

efectos vinculantes •'TI• omnes. Así, una jurisprudencia que 

establezca la inconstitucionalidad de una ley, por ejemplo, será de 

observancia obligatoria para los propios juzgadores, pero eso no 

evitará que la ley se siga aplicando. En México la regla del precedente 
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únicamente vincula a los juzgadores, nunca a otras autoridades o a los 

ciudadanos en general. 

Esta falta de obligatoriedad general de la jurisprudencia federal 

mexicana origina dos situaciones: 

a) ruptura del principio de igualdad de los ciudadanos frente a la ley, 

b) incremento desmedido de los juicios de amparo que tiene que 

resolver el Poder Judicial Federal 

La Constitución Mexicana vigente establece en el articulo 133 su 

propia supremacia, en virtud de lo cual se obliga a toda institución o 

dependencia, y a todo individuo, cualquiera que sea su jerarqula 

públicas, o privada, a someterse a las disposiciones del orden jurldico 

que tiene su origen precisamente en la Constitución, razón por la que 

ninguna ley, tratado, reglamento, decreto, circular u orden pueden 

vulnerar las garantlas y postulados de la Ley Suprema, como tampoco 

ningún individuo puede obrar al margen de ella. 

Cuando se revisa la constitucionalidad de una norma general, en 

particular de una ley, a través del mecanismo protector de la 

constitucionalidad conocidos como amparo contra leyes, y se decide la 

existencia de un conflicto entre la norma inferior y la superior, en virtud 

del principio de supremacla constitucional, el juez de amparo declara 

la inconstitucionalidad de la norma inferior o secundaria; sin embargo, 

en virtud del principio de relatividad de la sentencia, tal declaración 

surte sus efectos exclusivamente respecto de quien promovió el juicio 
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constitucional; esto significa que el principio de supremacia 

constitucional únicamente se guarda, se atiende o se honra de manera 

parcial. puesto que la ley declarada inconstitucional continúa siendo 

aplicada a todos aquellos que no la impugnen. 

Cuando, llegado el momento, la inconstitucionalidad de la ley pasa de 

ser una tesis 11lsl11d11 a constituir jurlsprud9ncl11, los efectos de tal 

consolidación de la opinión de los tribunales son limitados también: la 

ley inconstitucional continúa siendo aplicada, a pesar de su declarada 

oposición a la Constitución. La supremacía constitucional es, asl, un 

mero artificio, es cadáver, es polvo, es nada. De esta forma, lejos de 

que los Tribunales Federales se conviertan en los verdaderos 

guardianes de la Constitución y de los derechos que de la misma se 

desprenden, los órganos jurisdiccionales de la Federación devienen en 

meros administradores de 111 lnconatltuclon111/d11d, evitando que se 

apliquen en casos particulares leyes que por su propia naturaleza son 

contrarias a la Constitución, pero no erradicando de ralz el problema. 

También el principio de igualdad de los gobernados ante la ley sufre 

deterioro. Por supuesto que los efectos de la sentencia que se dicte en 

un juicio de amparo contra leyes deben recaer solamente en las partes 

que hubiesen intervenido en tal proceso; sin embargo, como ya ha 

quedado sei'lalado, las consideraciones que los juzgadores llevan a 

cabo para decidir su fallo, esas que constituyen lo que los 

angloamericanos llaman, la raUo dlH:ld9ndl, es decir, la razón de la 

decisión, esas consideraciones tienen pretensión de generalidad, 

puesto que a la postre constituyen lo que conocemos como tesla 
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a/s/adas y, tras su reiteración en cinco ocasiones, como 

jurisprudencia, es decir, como la interpretación de la ley judicialmente 

adoptada. 

Una vez establecida la forma jurisprudencia! de la inconstitucionalidad 

de una norma juridica general, el efecto no abarca a la totalidad de los 

gobernados o justiciables, sino sólo a aquellos que tienen la 

posibilidad de impugnarlas mediante, nuevamente, un Juicio de 

Garantlas. La ley, entonces, pierde su carácter general, pues se 

aplica, en un primer momento, a todos, aunque luego se ordene su no 

aplicación a algunos. Y no sólo se presenta un problema de 

desigualdad de aplicación de la ley inconstitucional, sino que el 

sistema genera una plena ineficacia de los derechos del gobernado, 

puesto que no obstante estar consagrados constitucionalmente, éstos 

se ven conculcados por una ley secundaria en tanto el individuo no 

inicie un juicio de amparo. Eetai concepción Hber•I y eminentemente 

indlvldualleta de I• Igualdad juridlca y de la función protectora del 

juicio de amparo, debe abandonaree, ya que en la actualidad todos 

somos testigos, reales o virtuales, de la incapacidad de muchas 

personas, en verdad muchas, para hacer uso cabal de las normas 

juridicas y de las instituciones y mecanismos de protección de sus 

derechos. 

¿De qué sirve a un gobernado o justiciable saber que los Tribunales 

Federales consideran inconstitucional una norma juridica que se le 

está aplicando si para hacer efectiva su garantía de legalidad y 

constitucionalidad tiene que recurrir a los propios Tribunales 
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Federales? Tómese en cuenta que el recurso a los órganos 

jurisdiccionales, sobre todo los federales, no siempre está al alcance 

de todos los gobernados o justiciables. Aet, quien ca,.zc• de medios 

(económico• •obre todo) p•r• •cceder a I• acción de loe órgano• 

jurledlcclon•I•• eet6 cond•n•do • eufrir un• lnjuetlcl•: que - le 

aplique un• ley lnconetltuclonal, por el elmpl• hecho de que no •• 

puede defender. ¿E• ••to jueto? Por lo que, me proclamo por tornar 

efectivos los derechos, con el objetivo de derribar las barreras que 

impiden alcanzar una igualdad efectiva de los gobernados. 

7.- PROPUESTA DE REGULACIÓN EN LA LEY DE AMPARO DE LA 

DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LA 

LEY. 

Las reflexiones que hemos realizado tienden a demostrar que la 

actualización del juicio de amparo contra normas generales que 

propongo, es ya impostergable, pues como ya dije, nuestro juicio 

constitucional se ha visto rezagado respecto de la evolución que se 

advierte en los ordenamientos constitucionales latinoamericanos, que 

en una época se inspiraron en el modelo mexicano del derecho de 

amparo, pero que en las últimas décadas han avanzado de manera 

considerable y nos han dejado atrás. 

8.- ARGUMENTOS BASE. 

Para la propuesta de la declaración general de inconstitucionalidad en 

el juicio de amparo contra normas legislativas, me apoyo en dos 
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argumentos esenciales, los cuales son los siguientes : •) L• 

apllcacl6n exclu•lva de lo• efecto• partlculara• cu•ndo •e 

Impugnan norma• gener•le•, Infringe uno• de loa principios 

básico• del régimen del E•tado Democrático de Derecho, que 

deacan••n en la Igualdad de loa gobern•do• ante la ley; principio 

que se infringe con la subsistencia de disposiciones normativas que 

han sido declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de 

Justicia, ya que si bien algunas personas o entidades que cuentan con 

recursos económicos pueden acudir al asesoramiento profesional de 

distinguidos abogados para que interpongan oportunamente la 

demanda de amparo respectiva, el resto de la población no cuenta con 

ese asesoramiento, está obligada a cumplir con el ordenamiento 

contrario a la Carta Federal. La declaración general que se traduce en 

la invalidez de las normas inconstitucionales impide que se sigan 

aplicando en perjuicio de un grupo mayoritario de gobernados. Por ello 

la propuesta de que se implante el régimen de la declaración general. 

En segundo lugar, el dictado de sentencia• ca•o por caso 

apoyadas en los ml•moa razonamiento• e inclualve en 

jurisprudencia obligatoria cuando ae trat. de la impugnación de 

normas generala• en el juicio de •mparo, retra•a 

con•iderablemente la labor de I• Suprem• Corte de Justicia, y por 

ello fue necesario reformar por decreto legislativo publicado el 11 de 

junio de 1999, el articulo 94 de la Constitución Polltica de los Estados 

Unidos Mexicanos, en su párrafo séptimo que actualmente dispone: 
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"Articulo 94.- Se deposlbl el ejercicio del Poder Judlcl•I de I• 

Feder•clón en un• Suprem• Corte de Justlcl•, en un Trlbun•I 

Electoral, en Tribunal•• Colegiado• y Unlt•rlos de Circuito y en 

Juzg•dos de Distrito. 

El pleno de la Suprem• Corte de Justicia ••t11r• facultmda p•r• 

expedir acuerdo• generales a fin de lograr una •d•cu•d• 

distribución entre I•• Salas d• los asunto• que compet• conocer 

a la Corte, asi como remitir a los Tribunal•• Colegl•dos de 

Circuito, para mejor prontitud en el desp•cho de lo• ••untos, 

aquellos en los que hubiera establecido jurisprudencia, o los que, 

conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine p•r• 

una mejor impartlción de justlci•. Dichos acuerdo• surtlr•n 

efectos después de publicados." 

Razón por la que se expidieron los acuerdos generales 6/1999 y 

1/2000, por medio de los cuales la Suprema Corte, en sintesis, ordena 

remitir a los citados Tribunales Colegiados de Circuito asuntos de la 

competencia originaria de la propia Corte, con apoyo en la 

mencionada reforma constitucional. Para el caso en estudio diremos 

de manera muy concreta que dichos acuerdos mencionados con 

antelación, tienen el fin de encomendar, como ya lo dijimos, a los 

Tribunales Colegiados la resolución de los juicios de amparo en 

revisión contra normas generales, respecto de las cuales ya se 

hubiese establecido jurisprudencia obligatoria por la propia Corte. 
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La Suprema Corte de .Justicia de la Nación, ha adquirido experiencia 

en cuanto a la declaración general de inconstitucionalidad de la ley, en 

sus fallos emitidos ha demostrado prudencia y moderación, tanto en el 

campo jurldico, asl como en el campo polltico. por lo que, cualquier 

temor de excesos en esa materia carece de justificación debido a la 

práctica de la propia Corte en los últimos ai'los. La realidad que puede 

observarse en la jurisprudencia de los Tribunales Constitucionales o 

de las Cortes o Tribunales Supremos en esta materia tampoco 

produce inquietud, sino que por el contrario, el resultado ha sido 

favorable. 

9.- FORMA DE REGULACIÓN Y CASOS EN QUE PROCEDERIA DE 

LA DECLARACIÓN GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD DE 

LA LEY. 

a) CASOS DE PROCEDENCIA DE LA DECLARACIÓN GENERAL 

DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 

En primer término la declaración general de inconstitucionalidad de la 

ley, únicamente procedería tratándose de amparos indirectos o 

binstanciales en revisión, o sea, en la segunda instancia, y por tanto 

no se aplicarla a las decisiones pronunciadas respecto de la cuestión 

de inconstitucionalidad planteadas en la impugnación de resoluciones 

judiciales en el juicio de amparo directo o de una sola instancia. Lo 

que significa que se conserva la Fórmula Otero de la desaplicación de 

las normas inconstitucionales en los casos concretos, en lo juicios de 

amparo contra resoluciones judiciales. 

143 



b) REQUISITOS PARA QUE PUEDA SURTIR SUS EFECTOS. 

En segundo lugar, para que pueda tener efectos la declaración general 

de inconstitucionalidad, se requiere que se conforme jurl•prudencl• 

obligatoria por parte de la Suprema Corte de Justicia. De acuerdo con 

el articulo 94 de la Ley de Amparo (modificado por la disposición 

décima quinta transitoria de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación de mayo de 1995), la jurisprudencia del Tribunal en Pleno 

se forma con cinco resoluciones en el mismo sentido aprobadas al 

menos por ocho ministros. 

La innovación que propongo respecto de la citada jurisprudencia 

obligatoria consiste en reducir de cinco • tres el número de 

resoluciones de la Suprema Corte, de manera que para que la 

declaración de inconstitucionalldad produzca efectos generales debe 

pronunciarse en tres resoluciones aprobadas al menos por ocho 

ministros del Tribunal en Pleno, en tres sesiones distintas. El cambio 

no es caprichoso ni se reduce a una mera cuestión numérica; en 

realidad de lo que se trata es de encontrar un adecuado equilibrio 

entre el sistema de precedentes que se sigue en otros ordenamientos 

o en los procesos de controversia constitucionales y acciones de 

inconstitucionalidad y el de reiteración de criterios que se prevé para la 

Ley de Amparo. 

Lo importante es encontrar una solución intermedia entre ambos 

extremos. Esto puede obtenerse disminuyendo el número de los casos 
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a tres a efecto de que los órganos competentes puedan con mayor 

facilidad, lograr que sus criterios sean obligatorios par dar certeza a 

nuestro orden jurldico. 

Además de lo anterior, se exige que la tesis jurisprudencia! respectiva 

sea aprobada por el Tribunal en Pleno, y posteriormente, o sea, dentro 

del plazo de treinta dlas hábiles, contados a partir de dicha 

aprobación, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaración 

general de inconstitucionalidad declaratoria que debe ser separada de 

las sentencias judiciales y en ningún caso podrá modificar el sentido 

de la jurisprudencia que le de origen. 

Dicha declaratoria será obligatoria, tendrá efectos generales, y deberá 

contener la fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; los alcances y 

las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad. Además, los 

efectos de esas declaratorias no serán retroactivos, salvo en materia 

penal en los términos del articulo 14 Constitucional, es decir, cuando 

tenga carácter favorable, como ya se ha establecido respecto de la 

sentencias con efectos generales en las controversias y en las 

acciones de inconstitucionalidad. 

Debido a la importancia de las declaraciones de inconstitucionalidad, 

la misma debe publicarse tanto en el Diario Oficial de la Federación 

como el órgano oficial de la entidad, que en su caso, hubiere emitido la 

norma respecto de la cual se hace la declaración. 

e) FORMA DE REGULACIÓN. 
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Para otorgar eficacia a la obligatoriedad de la declaración general de 

la inconstitucionalidad de la ley, se propone que el afectado con la 

aplicación de la norma inconstitucional, pueda denunciar dicho acto 

ante el .Juez de Distrito correspondiente. Dicho juzgador debe dar vista 

a las partes en un plazo de tres dlas para que expongan lo que a su 

derecho convenga y dentro de otro plazo de tres dias deberá dictar 

resolución. 

Si la misma es en el sentido de que la autoridad respectiva realizó el 

acto infractor, el juez ordenará a la propia autoridad aplicadora, que 

deje sin efecto el acto denunciado, y si no lo hace en un plazo de tres 

días, se elevará la responsabilidad que corresponda. Si la misma 

autoridad incurre en repetición de la infracción respectiva, el afectado 

puede acudir ante el .Juez de Distrito para denunciar la repetición del 

acto reclamado. 

De lo anterior podemos concluir que, como lo hemos afirmado con 

anterioridad, la declaración general de la inconstitucionalidad de la ley 

a través del juicio de amparo, es una solución razonable y prudente, 

pues no se pretende suprimir la llamada Fórmula Otero, sino actualizar 

de acuerdo con la situación de nuestro juicio de amparo, que es muy 

diversa de la época en que se estableció como principio único el de los 

efectos particulares de las sentencias de inconstitucionalidad de las 

normas generales, con lo que afirmó no se altera su desarrollo 

tradicional, y si por el contrario le permite recuperar su carácter 

paradigmático en el derecho latinoamericano. 
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10.- VENTAJAS E INCONVENIENTES. 

Dentro de las principales inconvenientes podemos decir que es el 

temor de que las facultades otorgadas a los jueces constitucionales. 

pudieran llevar hacia un gobierno judicial o inclusive hacia una 

dictadura de los jueces. temor que ha resultado injustificado en la 

práctica. debido al tacto y la autolimitación de los tribunales 

constitucionales en su fundamental actividad de control de la 

constitucionalidad de las leyes. 

La sentencia de amparo que declare la inconstitucionalidad de una 

disposición legislativa con efectos generales constituye un acto 

jurisdiccional, no obstante la opinión de tratadistas que consideran tal 

función de los tribunales constitucionales de carácter legislativo­

negativo o lo llegan a calificar de paralegislativa. Sin embargo y con 

independencia de considerar la sentencia de amparo declarativa de 

inconstitucionalidad con efectos generales como acto jurisdiccional o 

paralegislativo, lo que importa a nuestro propósito es dilucidar las 

ventajas e inconvenientes de esta declaración •"1• omnes en relación 

con el de los efectos particulares, que se traducen en la desaplicación 

de las disposiciones legales impugnadas. 

Por lo que las objeciones que se han formulado respecto de la 

sentencia de amparo declaratoria de inconstitucionalidad de leyes con 

efectos generales, se pueden resumir en las siguientes: 
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a) Los tribunales se verian envueltos en los procesos politicos, con el 

riesgo de perder el respeto popular y el abandono de la verdadera 

función judicial. 

b) Se debilita y se diluye la responsabilidad de los órganos legislativos 

en la formulación de la leyes. 

c) Los propios tribunales se ven privados del beneficio de la 

experiencia y del pleno desarrollo de los hechos para imponer 

validez a la legislación. 

Estas objeciones, que pudieron aceptarse durante el siglo XIX y los 

primeros años del presente, se desvanecen en la actualidad, debido a 

la revisión de los conceptos tradicionales de la división de los poderes, 

la función jurisdiccional, la distinción entre la justicia y politica, 

etcétera. 

La primera objeción relativa a la intervención de los tribunales en la 

delicada función de proteger las disposiciones constitucionales contra 

las extralimitaciones de cualquier autoridad, incluyendo las legislativas, 

no ha producido los conflictos pollticos que se vaticinaban, sino todo lo 

contrario: se ha establecido una corriente de comprensión entre los 

órganos legislativos y los judiciales, debido a la labor eminentemente 

técnica y delicadamente equilibradora de los segundos. 

Lo que ocurre es que el concepto de politica se ha tergiversado y 

confundido con las luchas electorales y partidistas, pero no existe 

duda de que todo juez que decide sobre la constitucionalidad de las 

leyes, aun cuando se trate de un juez ordinario y lo haga respecto de 
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un caso concreto, realiza una actividad al mismo tiempo jurisdiccional 

y polltica. entendida esta última como la interpretación y aplicación de 

los valores supremos contenidos en la carta constitucional. 

Esta actividad polltica de los jueces constitucionales no debe 

confundirse con la que realizan los otros órganos del poder, ya que la 

de estos últimos es la que a falta de una de una designación más 

adecuada, puede calificarse como activa, la que puede distinguirse de 

la técnica. que es la de carácter judicial, y que se traduce, en pocas 

palabras, en una gran libertad de elección debido al marco ampllsimo 

de las disposiciones constitucionales, lo cual significa un gran poder y 

una gran responsabilidad para conformar y modelar, a través de la 

interpretación, todo el orden jurldico secundario, de acuerdo con los 

principios axiológicos supremos establecidos en la ley fundamental. 

La segunda objeción, relativa a la afectación de la labor legislativa, 

resulta sencilla de contestar, ya que, al formular ese argumento, se 

está pensando en un organismo legislativo clásico, sin tomar en 

consideración las profundas transformaciones que ha experimentado. 

La función legislativa ha ido perdiendo su sentido de productora de 

reglas generales y abstractas del comportamiento humano, ya que la 

ley, en términos generales y debido a las crecientes necesidades de 

justicia social, se ha convertido en un medio para la realización de 

cambiantes fines pollticos. además de la gran carga que soporta el 

Congreso de la Unión, por el excesivo número de disposiciones 

legales que tienen estudiar y expedir, ha hecho preciso una revisión 

posterior de toda esa legislación apresurada y variable, por un órgano, 
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el .Judicial, quien posee la serenidad y la técnica necesaria para vigilar 

su conformidad con la Constitución. 

Finalmente el tercer argumento contrario a la declaración general de la 

ley, posee una mayor fuerza aparente, tornando en consideración que 

la aplicación de una disposición legal puede producir una experiencia 

que puede resultar decisiva para su confrontación con las normas 

constitucionales; experiencia que en principio no se produce si las 

leyes ordinarias son declaradas inconstitucionales con efectos 

generales y, por tanto, ya no pueden ser aplicadas al mundo 

cambiante de la realidad. 

Pero este razonamiento pierde su fuerza, si tomamos en 

consideración que no en todos los casos la impugnación de 

inconstitucionalidad se produce antes de que la pueda ser aplicada a 

los casos concretos; más bien sucede lo contrario, ya que, si bien es 

verdad que existe esa posibilidad de impugnar un ordenamiento antes 

de ser aplicado, lo que se ha llamado control preventivo, lo cierto es 

que, en la mayor parte de los casos, la impugnación deriva de la 

aplicación de la disposición inconstitucional a una o a una serie de 

situaciones concretas, ya sea a través de un proceso judicial o bien en 

relación con actos y resoluciones administrativos. 

Por otra parte, debe tomarse en consideración que el fondo de la 

objeción existe el temor de que los Tribunales Constitucionales, o en 

términos más amplios, los jueces encargados de conocer las 

cuestiones de inconstitucionalidad, pronuncien constantes 
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declaraciones generales de inconstitucionalidad, afectando seriamente 

el funcionamiento del órgano Legislativo o inclusive del Ejecutivo 

cuando legisla directamente a través de los decretos-leyes, sin tomar 

en consideración las situaciones prácticas, constantemente variables y 

complejas. 

Pero, si examinamos el resultado de la actividad de los Tribunales 

Constitucionales, podemos llegar a una conclusión tranquilizadora, ya 

que todos ellos parten del principio fundamental de la interpretación 

constitucional de que toda norma legislativa se presume constitucional 

y debe apreciarse de tal manera que pueda concordarse con la carta 

fundamental, y sólo en el supuesto de que no pueda lograrse una 

armonización, debe declararse inconstitucional. Además, los jueces 

constitucionales han demostrado mucha cautela en sus declaraciones 

de inconstitucionalidad, que sólo han dictado en casos extremos y en 

una proporción bastante reducida, si se toman en cuenta las 

numerosas impugnaciones que se presentan ante ellos. 
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CONCLUSIONES 

Por lo anteriormente expuesto en el presente trabajo de investigación, 

me atrevo a afirmar las siguientes conclusiones: 

1.- Los históricos ordenamiento juridicos externos, sobre todo los 

provenientes de los paises europeos, tuvieron gran influencia en el 

nacimiento del .Juicio de Amparo mexicano. 

2.- En México, los verdaderos antecedentes del .Juicio de Amparo, 

surgen a partir de la época independiente, particularmente en el 

proyecto de la Constitución de Yucatán en el ai'lo de 1841. 

3.- El .Juicio de Amparo es la institución juridica por la que una persona 

física o moral, denominada quejoso, ejercita el derecho de acción ante 

un órgano jurisdiccional federal o local, para reclamar de un órgano del 

Estado, federal, local o municipal, denominada "autoridad 

responsable", un acto o ley que, el citado quejoso estima, vulnera las 

garantías individuales o el régimen de distribución competencia! ente 

Federación y Estados, para que se le restituya o mantengan en el 

goce de sus presuntos derechos, después de agotar los medios de 

impugnación ordinarios. 

4.- Las partes que intervienen el juicio de amparo son: el quejoso, la 

autoridad o autoridades responsables, el tercero perjudicado y el 
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Ministerio Público Federal; existiendo dos tipos de amparo: el directo y 

el indirecto. 

5.- Los principios rectores del juicio de amparo son: el de instancia de 

parte agraviada, agravio personal y directo, definitividad, la relatividad 

de la sentencia, prosecución judicial, estricto derecho y el de la 

suplencia de la queja. 

6.- El Juicio de Amparo Mexicano, en comparación con sus similares 

en otros países, se ha visto rezagado, por ello, es necesario 

modernizarlo para que siga siendo eficaz a las necesidades actuales 

de la sociedad moderna de México. 

7.- Se propone la declaración general de la inconstitucionalidad de la 

ley, a través del Juicio de Amparo, como una innovación y 

actualización al actual. 

8.- Con lo anterior propuesta se cumplirla con el principio básicos del 

régimen del Estado democrático de derecho, que descansa en la 

igualdad de los gobernados ante la ley, al declarar con efectos 

generales, la norma que es inconstitucional; y, se evitaría el retraso 

considerablemente en la labor de la Suprema Corte de Justicia, al 

acumularse cientos de demandas de amparo en contra de leyes que 

se consideran inconstitucionales, y que previamente ya fueron 

declaradas como tal. 
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8.- La declaración general de inconstitucionalidad ya existe en el 

ordenamiento jurldico mexicano. 

9.- La Fórmula Otero no se opone a la declaración general de 

inconstitucionalidad de una norma general resultado de un proceso de 

creación de jurisprudencia por reiteración derivado de juicios de 

amparo contra leyes en revisión. 

10.- La declaración general de inconstitucionalidad de una norma 

general resultado de un proceso de creación de jurisprudencia por 

reiteración derivado de juicios de amparo contra leyes en revisión 

subsanaria insuficiencias de la jurisprudencia federal tales como la 

administración de la inconstitucionalidad, lo que genera la ruptura del 

principio de igualdad de los ciudadanos frente ante la ley, un deficiente 

e inequitativo acceso a la justicia por parte de los gobernados y un 

exceso en la carga de trabajo de los tribunales federales. 

11.- La propuesta de incluir la declaración general de 

inconstitucionalidad de una norma general resultado de un proceso de 

creación de jurisprudencia por reiteración derivado de juicios de 

amparo contra leyes en revisión, propuesta en el presente trabajo de 

investigación, es perfectamente acorde al sistema tradicional de 

amparo. 
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